PAGE  
TITULO I : DE LA PLANIFICACION URBANA

CAPITULO II


SOBRE EL PROYECTO DE MODIFICACIÓN 
A LA LEY DE URBANISMO Y CONSTRUCCIÓN

Comité de Legislación Territorial

CONTENIDO

Antecedentes generales de la modificación a la Ley General de Urbanismo y Construcciones
2

Principios de urbanismo sustentable
4

Análisis Proyecto de modificación a Ley de Urbanismo y Construcciones
6

Proposición territorial sustentable
15

Estudio comparativo de la legislación propuesta
19



Santiago, agosto 2004
Antecedentes generales de la modificación a la Ley General de Urbanismo y Construcciones

Introducción

El Comité de Legislación Territorial es una organización multidisciplinaria, con miembros de las Comisiones de leyes, Asesores urbanos del Colegio de Arquitectos, como asimismo con miembros de otras disciplinas, abogados, geógrafos y organizaciones civiles. Este comité le solicita su cooperación y participación en nuestra tarea de hacer una ciudad habitable para todos los ciudadanos. A continuación le presentamos un nuevo proyecto de modificación de la Ley de Urbanismo y Construcciones que quiebra las bases de la descentralización y regionalización. El gobierno ha argumentado como motivos del cambio legislativo, la antigüedad de sus normas, la necesidad de competitividad de las ciudades en centros de capital etc. Pero en realidad los grandes problemas que viven los habitantes en las ciudades, son los temas ausentes de esta ley, como son el bien común, el desarrollo sostenible de las ciudades, la función social y ambiental de la planificación, una real participación ciudadana, una armónica relación campo ciudad, territorializar los derechos dados por la Constitución, la protección de nuestro patrimonio arquitectónico, turístico, cultural, social, etc. Los grandes olvidados, son las temáticas que han demostrado ser en otros países del mundo, principalmente Europa, las grandes herramientas para conformar ciudades sostenibles y transformar a los habitantes en ciudadanos. 

Las ciudades europeas para alcanzar un consenso hacia la sostenibilidad en 1994 suscribieron la “Carta de Aalborg” en la cual reconocen entre otros temas la responsabilidad de ellas en los procesos de cambio hacia una civilización ambientalmente sustentable como se cita a continuación:

“Nosotras, ciudades europeas, signatarias de la presente Carta, declaramos que en el curso de la historia hemos conocido imperios, estados y regímenes y hemos sobrevivido a ellos como centros de la vida social, portadores de nuestras economías y guardianes de la cultura, el patrimonio y la tradición. Junto con las familias y los barrios, las ciudades han sido la base de nuestras sociedades y estados, el centro de la industria, el artesanado, el comercio, la educación y el gobierno. 

Comprendemos que nuestro actual modo de vida urbano, en particular nuestras estructuras de división del trabajo y de las funciones, la ocupación del suelo, el transporte, la producción industrial, la agricultura, el consumo y las actividades de ocio, y por tanto nuestro nivel de vida, nos hace especialmente responsables de muchos problemas ambientales a los que se enfrenta la humanidad. Este hecho es especialmente significativo si se tiene en cuenta que el 80% de la población europea vive en zonas urbanas. 

 Hemos aprendido que los actuales niveles de consumo de recursos en los países industrializados no pueden ser alcanzados por la totalidad de la población mundial, y mucho menos por las generaciones futuras, sin destruir el capital natural. Estamos convencidas de que la vida humana en este planeta no puede ser sostenible sin unas comunidades locales viables. El gobierno local está cerca del lugar donde se perciben los problemas ambientales y muy cerca de los ciudadanos; comparte además con los gobiernos a todos los niveles la responsabilidad del bienestar del hombre y de la naturaleza. Por consiguiente, las ciudades tienen una función determinante en el proceso de cambio de los modos de vida, de la producción, del consumo y de las pautas de distribución del espacio.”
Las ciudades chilenas tienen mucho que decir, reconocer, desarrollar y crear. Lo invito a reflexionar sobre nuestro patrimonio ciudadano, en corregir la escasa participación de los habitantes en la planificación, de los alcaldes en las acciones del gobierno central y a recomenzar nuestra urbanidad sustentable para proteger nuestros recursos naturales. 

Para establecer las bases territoriales, sociales y ambientales de modelos de desarrollo sustentables es necesario controlar en este proyecto la excesiva permisibilidad legislativa a los desarrollos inmobiliarios en detrimento ostensible a las áreas agrícolas, la discrecionalidad administrativa cuya fuente son los textos legales ambiguos y no definidos e implementar en esta ley, 5 temas vitales que no aborda este proyecto que son:

1. Regionalización y fortalecer el rol de ordenamiento territorial y de coordinación interministerial del gobierno regional.

2. Establecer sistemas de participación ciudadana, vinculante o recomendativa en la planificación comunal e intercomunal.

3. Definir la utilidad pública como parte y resguardo del bien común.

4. Equilibrar y armonizar el desarrollo urbano y rural. (espacios interfaces)

5. Crear fondos específicos para el ordenamiento territorial (subsidios estatales)para la ejecución de obras de utilidad pública.

Esperamos su contribución a tan quijotesca ambición.

Saluda atte. a usted,

Katia Cotoras Berney, Arquitecto Coordinadora de Comité de Legislación Territorial

Santiago-Chile comiteleyes@hotmail.com fonofax: 56-02-2733408—098730424

Principios de urbanismo sustentable

El Comité de Legislación Territorial da a conocer a la opinión pública su total rechazo a este proyecto de ley y solicita al Presidente de la República su retiro del Congreso. Este proyecto de modificación de la Ley de Urbanismo y Construcciones plantea un retroceso en el ordenamiento territorial y en el proceso de descentralización y regionalización del país. En diversas materias es inconstitucional y por lo tanto cualquier modificación que quiera llevarse a la práctica implica modificar otros textos legales de otras instituciones.

Para establecer las bases comparativas de análisis de esta modificación de ley que afecta el territorio y a la propiedad de todos los chilenos, consideramos que es fundamental establecer los principios de la planificación territorial, basados en la experiencia nacional y en los convenios internacionales para hacer frente a un mundo globalizado. Estos principios se detallan a continuación:
a) El Estado tiene como función Constitucional promover y velar por el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones de habitabilidad necesarias que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible con pleno respeto a sus derechos y garantías Constitucionales. El bien común en el desarrollo urbano, es el grado en que los asentamientos urbanos se aproximan al mejor uso del suelo y a la mejor habitabilidad de los espacios, preservando el interés colectivo sobre los intereses privados. Su ámbito de acción debe encaminarse en contribuir al desarrollo de los centros poblados en el ámbito nacional y regional, ya sea a través de coordinaciones interministeriales en el ámbito nacional, como de acciones en el ámbito regional, a través del Gobierno Regional.

b) Todo proceso de planificación del territorio afecta al medio ambiente, por lo tanto debe cumplir con las tres dimensiones básicas del desarrollo, la social, ambiental y económica en un enfoque integrador y simultaneo.

· Dimensión Social: se orienta al bienestar y a la realización de las aspiraciones de la población. Un territorio debe satisfacer las demandas sociales por una mejor calidad de vida. Es necesario definir los principios de habitabilidad, en los distintos ámbitos territoriales y dar cabida a la identidad territorial y a la trama de relaciones que configuran un determinado modelo de ocupación del territorio.

· Dimensión Ambiental: el énfasis esta puesto en la intervención de la sociedad en el medio natural, en los ecosistemas frágiles que se exponen a desequilibrios irreversibles, a degradaciones de la flora y fauna, a diversos tipos de poluciones por concentraciones y la sobre explotación que acompañan la creciente ocupación de la superficie terrestre.

· Dimensión Económica: Intenta valorizar desarrollar y asegurar el crecimiento económico obteniendo del territorio su máximo potencial como recurso productivo, aprovechando las ventajas comparativas territoriales, en un objetivo de cohesión social.

c) La planificación genera el derecho de introducir limitaciones a la propiedad privada siempre que este orientada a velar por el bien común de la sociedad o su función social la cual comprende cuanto exijan los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad y salubridad públicas, la conservación del patrimonio ambiental" (art. 19 Nº 24), y sólo pueden establecerse por ley. 

Toda limitación debe ejercerse respetando las facultades esenciales del dominio y cumplir los siguiente requisitos:

· Inducción precisa por ley de cual es la restricción. Esta limitación efectuada por el legislador no puede afectar los derechos en su esencia, ni imponer condiciones, tributos o requisitos que impidan su libre ejercicio.

· Eventos de hecho iguales para todos, con parámetros incuestionables.

· Indicación precisa del momento en que nace y cesa la restricción.

d) En todo proceso de planificación debe existir participación efectiva, interactiva y vinculante al desarrollo territorial, de los distintos actores ya sea habitantes, representantes de la sociedad civil, autoridades comunales y regionales. 

e) El suelo urbano debe ser definido de acuerdo a su función social, regulando las condiciones que aseguren la igualdad esencial de su ejercicio en todo el territorio. A cada porción del territorio le corresponde acoger y sostener un uso óptimo y determinar las aptitudes del uso, en cuanto a soporte natural, capacidad de producción y de resumidero. La Unión Común Europea define el suelo como la capa superior de la capa terrestre, compuesta de partículas minerales, materia orgánica, agua, aire y organismos vivos. Las funciones del suelo se clasifican en producir alimentos, filtrar y almacenar las substancias orgánicas, gases, agua, ser fuente de materias primas y servir de plataforma a la actividad humana.

Se hace imprescindible establecer una definición de suelo, considerando una clasificación del potencial del territorio, de su acogida para distintas actividades, escalas, usos, como del ecosistema urbano, regional y de sus interrelaciones entre la capacidad de carga del medio ambiente y de la población de la ciudad.

f) Una Visión Multidisciplinaria y transversal de la planificación del territorio que favorezca la coordinación interministerial en el ámbito regional y comunal para el cumplimiento de los programas de desarrollo y de las metas que se hayan adoptado en el ámbito comunal como regional, contemplando el principio de subsidiariedad en una relación coordinada entre Gobierno Regional y Comunal.

g) Necesidad de afianzar y desarrollar la autonomía del Gobierno Regional para una efectiva descentralización administrativa y una gobernabilidad de la Región, a fin de apoyar los objetivos propuestos de modernización administrativa, de descentralización y regionalización propuestos en el Acuerdo Marco de Cooperación con la Unión Común Europea en 1996.

h) Toda planificación debe contemplar una Política de Desarrollo y sus instrumentos de planificación deben obedecer al mismo ámbito territorial.

· Nacional

· Regional

· Comunal

i) Es deber del Estado tutelar la preservación de los recursos y del patrimonio natural y cultural. El área rural, los recursos naturales y sus procesos esenciales, constituyen la base del sistema productivo y económico a escala local, regional y nacional, que sustenta la actividad económica del país , patrimonio que necesita ser defendido para bienestar de todos los chilenos. Las áreas verdes, el paisaje y los espacios de graduación o espacios interfaces son vitales para las actividades humanas.

Los servicios ambientales que proporciona la agricultura para la preservación del medio ambiente son: 

· La cubierta vegetal natural o cultivada constituye el soporte de la biodiversidad y regulan la temperatura y humedad atmosférica. 

· Las cubiertas vegetales naturales o cultivadas ejercen función filtro y constituyen la fuente sumidero de gases invernadero. 

· La mayor infiltración superficial aporta a la conservación del ciclo hidrológico.

j) La planificación territorial no se resuelve solo en el ámbito espacial, sino que requiere una política de coordinación y mecanismos de integración y armonización de las políticas sectoriales, como asimismo de la institucionalidad existente, con definición de objetivos comunes de desarrollo, en una actuación concertada y armonizada entre los niveles regionales y municipales.

Análisis proyecto de modificación a Ley de Urbanismo y Construcciones

Este documento aborda las siguientes temáticas:

· Resumen general

· Consideraciones generales

· Análisis y diagnóstico general de la proposición de Gobierno sobre la modificación a la Ley de Urbanismo y Construcciones.

· Proposición territorial sustentable.

· Estudio comparativo de la legislación propuesta.

1. Resumen general

Este proyecto elaborado por el MINVU tiene como objeto introducir modificaciones al D.F.L. N°458 en materias referidas a planificación y uso urbano de las áreas rurales. Establece una nueva planificación llamada urbanística (no se define claramente en el texto) que podrá efectuarse mediante 3 modalidades: por zonificación, por condiciones y por zonificación + condición.
Incorpora nuevos tipos de instrumentos e introduce modificaciones sustantivas a los actuales instrumentos de planificación urbana, aumentando sus atribuciones de planificación a todo el territorio nacional y haciendo vinculantes sus disposiciones a los instrumentos de planificación territorial de inferior jerarquía como también a los nuevos instrumentos que crea.

El Proyecto regula las siguientes materias:
Los ámbitos de aplicación y contenido de los instrumentos de planificación urbanística (o territorial)desde el ámbito regional al local es decir todo territorio urbano y rural. Los Instrumentos de Planificación Urbanística propuestos son 9 con ciertas diferenciaciones que se detallan:

(1) Instrumento de Desarrollo: Plan Regional de Desarrollo Urbanístico de carácter estratégico, guía de acción a nivel regional. Estará compuesto por los siguientes documentos: Ordenanza, Memoria Descriptiva, Planos.

(2) Instrumentos Reguladores: Plan Regulador Intercomunal, Plan Regulador Comunal. Estarán compuestos por los siguientes documentos: Ordenanza, Memoria Descriptiva, Planos.

(3) Planes Maestros de Desarrollo Urbano: no se define en el proyecto de ley (Art. 28) y sólo se detalla el Plan Maestro en las Área de Desarrollo Urbana Condicionada que estará compuesto por los siguientes documentos: Memoria, Estudio o Declaración de Impacto Ambiental, Estudio Estratégico de Impacto Sistema Transporte, Estudio Estratégico de Impacto Sistema Evacuación Aguas, Ordenanza, Planes.

(4) Plan Seccional: estará compuesto por los siguientes documentos: Ordenanza, Planos.

(5) Planes de Diseño Urbano: no se detallan documentos mínimos, sólo el acto administrativo. 

(6) Planos de Detalle: no se detallan documentos mínimos, sólo el acto administrativo.

(7) Plan proyecto de enmiendas: estará compuesto por los siguientes documentos: Ordenanza, Planos.

Áreas de Desarrollo Urbano Condicionada: instrumento de planificación urbanística de iniciativa privada, según texto, articulo 55.

Ámbito de aplicación: la planificación urbanística se aplica en el territorio urbano y rural. En el territorio rural o de extensión urbana se crean nuevas áreas urbanas llamadas Áreas Urbanas Condicionadas formadas mediante Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado y/o Áreas de Extensión Urbana Condicionada:

(8) Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado: instrumento de planificación urbanística de iniciativa privada, orientado a la regulación y desarrollo integral mediante compensaciones, mitigaciones que la hagan autosuficiente en cuanto a infraestructura, equipamiento y servicios, limitada por un limite urbano y cuyas condiciones se definirán en los planes reguladores regional o intercomunal. Condiciones generales: superficie mínima 100 ha, 20% viviendas económicas, porcentaje mínimo 10% de equipamiento de salud, educación, seguridad, áreas verdes, y comercial.

(9) Áreas de Extensión Urbana: áreas definidas por el Plan Regulador Intercomunal donde se podrán emplazarse Proyectos Urbanos Condicionados definidos como: proyectos de construcción en el cual se ejecutan simultáneamente la urbanización y edificación y que deben cumplir con las condiciones del Plan Regulador y mitigar los impactos en el territorio. 

En el territorio rural sus subdivisiones quedan sujetas a los instrumentos de planificación urbanística derogándose las atribuciones del SAG en el cambio de uso del suelo y también el Decreto Ley 3.516 permitiendo el cambio de destino de los predios rústicos.

2.
Consideraciones generales

2.1.
Cambio radical en los Instrumentos de Planificación Territorial

Este proyecto de modificación a la Ley de Urbanismo y Construcción se caracteriza por proponer un cambio radical en los Instrumentos de Planificación Territorial en las siguientes temáticas:
a) Cambio en el Área de acción y aplicación de estos instrumentos de urbana a territorial o urbanística, abordando las áreas rurales que son hoy día potestad del Ministerio de Agricultura y su administración a manos del Municipio y del Gobierno Regional.

b) Se introduce una nueva modalidad de planificación “ por condiciones “ a pactar por los interesados cuando se establezcan condiciones de emplazamiento, requisitos y estándares a cumplir, en función de las características de los distintos tipos de usos de suelo, actividades y proyectos, según corresponda”.

Esta planificación por condiciones: 

· Coarta las atribuciones del Estado en materia de planificación en función de su obligación de resguardo del bien común. 

· El texto en sí mismo, no presenta suficientes garantías en la mitigación de los impactos y externalidades de urbanización del “privado” en el uso del suelo, impactos que deberá asumir el Estado o el Gobierno Regional como se detalla en el Art. 55 Bis. D. Toda condición establece el cumplimiento de una obligación y cuya determinación no quedaría fijada en los cuerpos normativos de mayor nivel entiéndase Ley o Ordenanza General de Urbanismo. Esta planificación debe estar supeditada a la definición de objetivos previos basados en el interés social.

· La palabra condición se define como normativa puntual para resolver casos específicos, es decir no se norma sobre los requisitos y estándares generales que sustentan la igualdad de derechos y posibilidades en esos casos predomina el interés individual sobre los de la sociedad es decir, fomenta la discrecionalidad administrativa por sobre los derechos constitucionales, el cual opera mediante normas indicativas o imperativas de igualdad ante la ley. 

· Afecta al derecho de propiedad, al establecer condiciones inciertas en la restricción del dominio. El tribunal Constitucional en su sentencia rol N °370 llamó a la ley a ser muy precisa cuando pretenda limitar el derecho de propiedad, debiendo señalar “en que consiste el deber que impone, cuál es el motivo de función social que lo justifica, cuáles son sus delimitaciones, sobre la base de supuestos fácticos se torna procedente exigirla, cuál es la autoridad competente para llevarla a efecto y controlarla, desde esta forma alejando la discrecionalidad administrativa de la restricción de los derechos más fundamentales. Que en cumplimiento de esa labor normativa, el legislador tiene que llegar al desarrollo de los principios y normas que dicta con un nivel de minuciosidad mayor que tratándose de materias en que la reserva legal es común o ordinaria. Respetando lo criterios de generalidad, abstracción, igualdad, carácter innovador y cualidad básica que singularizan a la ley en el sistema jurídico, al legislador, con amplitud y profundidad, todo cuanto la certeza o seguridad jurídica exige en relación con el establecimiento y configuración de las obligaciones que se imponen al dominio con motivo de la función social que ha de servir”. 

Con todo para que dichas limitaciones sean validas, se requiere que ellas cumplan los siguientes requisitos:
· Sean establecidas por ley y no por autoridad administrativa.
· Que establezcan restricciones y no supresiones de los derechos afectados. (“no podrán afectar los derechos en su esencia, ni imponer condiciones, tributos o requisitos que impidan su libre ejercicio)
· La posibilidad de establecer restricciones se concibió con un criterio restrictivo, en el entendido de que no todos los derechos garantizados pueden ser limitados.
· Para que tales restricciones sean validas deben ser especificas “y que además tales limitaciones deben ser señaladas con absoluta precisión a fin de que no sea factible una incorrecta o contradictoria interpretación. Asimismo, esa exigida precisión debe permitir la aplicación de las restricciones de manera igual para todos los afectados, con parámetros incuestionables y con una indubitable indeterminación del momento en que aquellas limitaciones nacen o cesan” (Sentencia rol N°226 del Tribunal Constitucional 30/10/1995).
Por lo tanto, la planificación por condiciones desconocería el Artículo 19 N°26, que asegura a todas las personas de que los preceptos legales que por mandato de la Constitución regulen o complementen las garantías que esta establece o que las limiten en los casos en que ella autoriza, es decir cuando las limitaciones y obligaciones del dominio derivan de su función social, la cual comprende cuanto exijan los intereses generales de la nación, la seguridad nacional, la utilidad y salubridad públicas, la conservación del patrimonio ambiental, la planificación no podrá afectar los derechos en su esencia ni imponer condiciones, tributos o requisitos que impidan su libre ejercicio.

c) El texto presenta un enfoque de planificación territorial centralista dirigida por el MINVU con fuertes sesgos hacia la zonificación física, desconociendo la incorporación de consideraciones de carácter económico, ambiental, social, y de participación tanto inter-institucional, como de la comunidad, pretendiendo resolver el problema de la planificación territorial o urbanística exclusivamente modificando el ámbito de acción de los planos reguladores, sin reconocer los niveles institucionales de la planificación, la coordinación intersectorial y la definición de objetivos comunes de desarrollo en cada nivel. 

En el proyecto se tiende a identificar los planes urbanísticos con el marco regulatorio necesario para controlar las acciones que inciden en el territorio, confusión conceptual derivada quizás de una extrapolación del enfoque de lo que hoy día se entiende por planes reguladores urbanos. Los Planes Reguladores Urbanos deberían estar orientados a proponer un proyecto de ciudad que incluya: estructura de barrios, paisaje urbano, espacios públicos, red vial primaria y secundaria, usos de suelo, áreas de crecimiento, áreas de renovación. Un plan enfocado a lograr objetivos socialmente compartidos, que defina programas de acción, cauces de participación ciudadana, incentivos a la inversión privada, un conjunto de proyectos calendarizados y estimación de costos. En función de un Plan con esas características, adquiere pleno sentido generar una normativa especifica de lo que se puede o no se puede hacer en cada zona del espacio urbano. Con el tiempo se ha ido diluyendo el sentido original de los Planes Reguladores de delinear las acciones que permiten,” hacer ciudad” quedando reducidas exclusivamente a un conjunto de regulaciones para mejor administrar el suelo urbano. Por extensión, este ultimo enfoque es el que predomina en el proyecto de modificación a LGUC al definir en forma separada el desarrollo de las construcciones con la división del suelo en todo territorio, proceso no compatible con la función social establecida para la planificación por la Constitución Política de la Nación.

d) El Proyecto de Ley, supedita los dos instrumentos rectores del territorio con jerarquía constitucional el Plan de Desarrollo Regional y el Plan de Desarrollo Comunal ambos de carácter integral y transversal a un instrumento de planificación sectorial de planificación urbanística. Los planes supeditados se caracterizan por lo siguiente: 
· Los Instrumentos de planificación de Desarrollo Regional también ” Estrategia Regional de Desarrollo “es carácter integral y de aplicación transversal. En el DL- 573 Articulo 9° norma que “En cada región habrá una Secretaria Regional de Planificación y Coordinación la que servirá de organismo asesor y de Secretaria del Intendente Regional y del Consejo con las facultades y deberes que señale la ley. Esta facultad hoy día la coordina MIDEPLAN.

· El Plan de Desarrollo Local o PLADECO de carácter integral, a nivel Comunal, es el instrumento rector del desarrollo en la comuna, el cual contempla las acciones orientadas a satisfacer las necesidades de la comunidad local y a promover su avance social, económico y cultural. (Constitución artículo 108). 

e) La actual Ley General de Urbanismo y Construcciones contiene los principios, atribuciones, potestades, facultades, responsabilidades, derechos, sanciones y demás normas que rigen a los organismos, funcionarios, profesionales y particulares, en las acciones de planificación urbana, urbanización y construcción. La proposición de modificación a la actual Ley al permitir la planificación por condiciones carece de principios, responsabilidades, sanciones a los urbanizadores otorgándoles múltiples atribuciones, potestades y facultades.

f) La Ley 19.300 y su Ordenanza no se aplicarían en los Planes Reguladores Regionales, Metropolitanos, Comunales, Seccionales ya que son Urbanísticos, ni en las Áreas de Extensión Urbana Condicionada ni tampoco en los Proyectos Urbanos Condicionados, es decir se derogaría el Articulo 10 letra g, h y p, pero si se obligaría al privado a someterse a evaluación de impacto ambiental en las Áreas Urbanas Condicionadas. Por lo tanto existiría un trato discriminatorio a los particulares al exigirles requerimientos que el Estado se exime de cumplirlas. Además, esta ley prevalecería en sus normas sobre otras legislaciones, como Ley del Borde Costero, DL N° 3557,Ley N° 18.378, DFL N°294, SNASPE, etc., “En consecuencia, se entenderán derogadas las disposiciones de otras leyes que fueren contrarias a las de la presente ley”. (Art. 7)”..Este sistema pretende además, pasar a llevar disposiciones de otras leyes de rango constitucional.
2.2
Modifica la estructura de descentralización regional y la institucionalidad asociada

En el ámbito de las facultades administrativas dadas por la Constitución al Gobierno Regional e Intendente el proyecto modifica la estructura de descentralización regional y la institucionalidad asociada.

a) Este anteproyecto afecta las facultades de los Gobiernos Regionales, del Intendente y del Consejo Regional generando un impacto al proceso y política de descentralización. La naturaleza de las modificaciones propuestas debilita el proceso de descentralización impulsado por el Estado, al mismo tiempo que se desaprovecha la posibilidad de reforzar el proceso de desconcentración. En cierto modo sé esta frente a la posibilidad de un retroceso concreto en el proceso de descentralización que vive el país. Afecta las atribuciones atinentes al desarrollo territorial regional las que de acuerdo a la Constitución corresponden al Gobierno Regional y al Consejo del mismo imponiéndose en el proyecto y en las normas sobre el Plan Territorial Regional. También restringe las facultades de los CORES en el sentido de solo permitir que aprueben el Plan Regional cuando en el Art. 28 de la LOCGAR se señala que el CORE esta investido de facultades normativas, resolutivas y fiscalizadores.

De conformidad a la Ley 19.175, sobre Gobierno y Administración Regional, este organismo cuenta con atribuciones generales de administración superior de la región, en materia de ordenamiento territorial, en materia de fomento de las actividades productivas, en materia de desarrollo social, cultural de la región y de participación ciudadana. Es decir tiene el cuerpo legislativo para actuar pero falta el cuerpo administrativo. Los problemas derivan más bien del hecho que los instrumentos concretos para asumir esta función se encuentran hoy del lado de lo que denominamos el eje desconcentrado del Estado en la región, es decir el conjunto de SEREMIS y Servicios especializados del Estado. 

b) MINVU se convierte en una suerte de Supraministerio que actuará por sobre los demás sectores e instituciones incluso las descentralizadas y autónomas interfiriendo con las competencias y el accionar de otros órganos de la Administración del Estado, Ministerios, Gobiernos Regionales y Municipios.

Afecta aspectos Políticos Institucionales de todo el sistema de la Administración del Estado pretendiendo el MINVU asumir nuevas funciones y competencias legales en el ámbito de la planificación territorial o urbanísticas al incorporar las áreas rurales a su competencia, asuntos respecto de los cuales carecería de expertise suficiente. Esta proposición de ley estaría desconociendo el principio de legalidad de los artículos 6 y 7 de la Constitución establece que:

· “Los órganos del Estado actúan validamente previa investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en forma que prescriba la ley”.

· “Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse otra autoridad o derechos que los que expresamente se les haya conferido en virtud de la Constitución o las leyes”. El cambio de Ley, afectaría las atribuciones de los Ministerios como, Agricultura, MIDEPLAN, MOP, Minería. De conformidad con el Art. 19 de la Ley 18.575, los Ministerios son los órganos superiores de colaboración del Presidente de la República en las funciones de gobierno y administración de sus respectivos sectores, de planificación y fiscalización de campos específicos de actividades sectoriales en que deben ejercer dichas funciones. 

· Las atribuciones de MIMAGRI disminuyen y las atribuciones del SAG desaparecen y al sustituir el DL 3516/80 se afecta a 320.000 pequeños empresarios o propietarios agrícolas con una agricultura de subsistencia. De manera primaria todas las tierras constituyen en Chile suelos rurales y con la sola fijación de un limite urbano pasan a constituir suelo urbano. El tratamiento que recibe dicho suelo rural se caracteriza por enfocarse respecto de cada actividad y no atendiendo a las relaciones que se puedan dar entre ellas. La permisibilidad para el desarrollo inmobiliario, industrial, turístico de iniciativa privada por la vía de ADUC y PUC se contrapone con la restricción del ejercicio del derecho de propiedad en predios agrícolas rústicos en subdivisión /enajenación, por condicionamientos a acceso a vía publica, obligaciones de urbanización y/o semiurbanización.

· En el caso de las áreas bajo protección oficial donde se aplican las normas como, la Convención para la protección de la flora, fauna y las bellezas escénicas naturales de América, la Ley de Bosques, La ley de Monumentos Nacionales, reservas nacionales, monumentos naturales, reservas de zonas vírgenes, santuarios de la naturaleza, parque marino y reservas marinas en la que es solo posible desarrollar las actividades que permiten las normas que los rigen, estas áreas quedarían bajo la normativa del plan urbanístico y si se modifica la Ley 19.300 bajo la desafectacion de CONAMA.

· Las áreas protegidas de origen geográfico AOC para protección de cultivos como vitivinícolas quedarían a la merced de los agentes inmobiliarios siendo necesario establecer una Ley de Protección del Territorio Agrícola que implemente las siguientes temáticas:
· Definición de áreas agrícolas controladas: Las características de calidad se relacionan o son determinadas por el medio geográfico en que se origino, influyendo factores naturales y humanos garantizando una conexión intensa entre el producto y la tierra.

· Definición de áreas de conservación agrícola.

· Mecanismos para Impedir la conversión de tierras de cultivo en desarrollos urbanos.

· Derechos de cultivo que codifiquen la doctrina del perjuicio inminente.

· Zonificación agrícola exclusiva.

· Zonificación agrícola no exclusiva.

· Derechos transferibles de explotación(cuando los derechos de desarrollo se transfieren entre los distritos de preservación y desarrollo urbano)

c) Sector Minero: Una de las áreas que impacta a las regulaciones territoriales lo constituye la actividad minera.

El inciso 7° del N°24 del articulo 19 de la Constitución Política dispone que “dichas concesiones(de explotación y exploración) se constituirán siempre por resolución judicial y tendrán la duración, conferirán los derechos e impondrán las obligaciones que la ley exprese, la que tendrá el carácter de orgánica constitucional” en consecuencia, un Plan Regulador Intercomunal no podría imponer condiciones, obligaciones o limitaciones adicionales a las establecida en la propia Ley Orgánica Constitucional sobre concesiones mineras. Refuerza lo anterior lo dispuesto en él articulo 6 de la Ley Orgánica Constitucional sobre concesiones mineras, que indica que “el titular de una concesión minera judicialmente constituida tiene sobre ella derecho de propiedad, protegido por la garantía del N°24 del articulo 19 de la Constitución Política.

d) Amplia el ámbito de competencias del MINVU y de sus SEREMI y al encomendar a estas seremis la coordinación interinstitucional y la descentralización de la planificación. La coordinación interinstitucional y de planificación entre planes de distintos ámbitos y sus políticas de desarrollo por ley esta asignado al Gobierno Regional. Las funciones y atribuciones publicas deben ser otorgadas por ley, no siendo licito a la administración otorgarse por sí y ante sí otras facultades que las expresamente señaladas. 

Las Seremis hoy día, actúan como entes de colaboración directos del Intendente Regional al que estarán subordinados en todo lo relativo a la elaboración, ejecución y coordinación de todas las políticas, planes, presupuestos, proyectos de desarrollo y demás materias que sean de competencia del gobierno regional. Ej.: En su articulo 27 señala que la planificación territorial o urbanística se realizara en forma descentralizada, a continuación menciona que se efectuara a través de los instrumentos de planificación territorial que determina esta ley omitiendo mencionar cual será el órgano descentralizado. Al ser vaga la propuesta de modificación de la ley en este punto da a entender que queda en el órgano sectorial descentralizado es decir las Seremis MINVU desconociendo que esas funciones y atribuciones corresponden al Gobierno Regional.

2.3 Desarrollo territorial rural

No se hace cargo de una planificación del área rural basada en una política de desarrollo territorial rural, ni de los espacios interfaces entre ciudades o entre proyectos urbanos o áreas condicionadas.

La Constitución Política establece en su articulo numeral N°8° del Art.°24 “Es deber del Estado velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza” Con la regulación propuesta para las subdivisiones y proyectos que generen núcleos urbanos, se deja en manos de agentes privados la definición de las zonas donde se materializaran los Proyectos Urbanos Condicionados.

a) Deja sin protección a la actividad silvoagropecuaria, los suelos, y los recursos naturales. El MINVU no se hace cargo de ella en la fiscalización del cumplimiento de las normas o de las medidas de mitigación de externalidades negativas de los proyectos, ni tampoco establece un mecanismo para asegurar la activa participación de los demás organismos públicos vinculados al tema. Así, los suelos agrícolas pasaran a ser suelos urbanos en la medida que sean objeto de regulación de algún instrumento territorial establecido en la LGUC, mediante un simple limite.

b) El SAG queda sin atribuciones para aplicar políticas agrarias conducentes a mejorar la productividad agrícola quedando incapacitado para aplicar medidas de mitigación, evitar externalidades negativas que otro tipo de proyecto pueda tener sobre el área agrícola productiva. El MINVU no esta facultado por ser un órgano nacional sectorial para supeditar a los otros sectores bajo una ley de este tipo. La facultad de coordinar el sector publico en materias de desarrollo territorial esta consagrada constitucionalmente a los Gobiernos Regionales.

c) Se desconoce los servicios ambientales que proporciona la agricultura para la preservación del patrimonio ambiental los que se detallan a continuación:

· La cubierta vegetal natural o cultivada constituyen soporte de la biodiversidad y regulan la temperatura y humedad atmosférica. La sombra y el proceso de evapotranspiración sustraen calor generado y acumulado facilitando la convergencia de aire hacia sectores más cálidos, evitando las islas de calor.

· Las cubiertas vegetales naturales o cultivadas ejercen función filtro y constituyen la fuente sumidero de gases invernadero. Se recicla los contaminantes atmosféricos sedimentables, se sustrae el CO2 de la atmósfera, se disminuye la contaminación acústica.

· Aportes a la conservación del ciclo hidrológico, por menor escurrimientos de aguas lluvias, menor consecuencia de inundaciones, mayor infiltración superficial y subterránea para recarga de acuíferos y mayor disponibilidad de recursos hídricos en periodos de sequía estacional y anual.

· Los recursos naturales y sus procesos esenciales constituyen la base del sistema productivo y económico a nivel local, regional y nacional.

2.4
Transforma la ley de Ordenanza General en mero reglamento

Pretensión de transformar a la Ordenanza general que es un mero reglamento a un carácter de ley regulando procedimientos requisitos y condiciones.
A modo de ejemplo, el Art. 46 y en otras disposiciones, remite a la Ordenanza la determinación de algunas materias como las expropiaciones, ”las normas de diseño urbano podrán definir disposiciones sobre el diseño arquitectónico de las edificaciones y del espacio publico y los elementos que lo componen conforme a lo establecido en la Ordenanza”. Esta ordenanza no puede abordar materias propias de ley. - La Constitución Política establece que “solo la Ley puede establecer las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social que comprende los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad y la salubridad publica y la conservación del patrimonio ambiental.

2.5
Abarca todo el territorio nacional sin hacerse cargo del patrimonio y del pasivo ambiental

Este proyecto abarca todo el territorio nacional sin hacerse cargo del patrimonio que el país posee y del pasivo ambiental cuyas expresiones principales son: 

· Contaminación atmosférica e hídrica

· Inadecuado manejo del crecimiento urbano en el área rural

· Inadecuado manejo y disposición de residuos sólidos.

· Erosión y degradación de suelos.

· Amenazas al bosque nativo por sobreexplotación y carencia de protección.

· Pérdida de recursos hidrobiológicos, etc.

2.6
No aplica los principios básicos de sustentabilidad

La planificación de desarrollo sustentable, es un proceso destinado a la satisfacción plena de las necesidades del hombre, y de toda la sociedad presente y futura, con el objeto de mejorar su calidad de vida, fundada en principios de equidad, conservación y mejoramiento de su patrimonio ambiental.
a) Debe velar por la Salud y Bienestar Humano: los esfuerzos y beneficios de la economía, la satisfacción de las necesidades humanas se deben distribuir de manera equitativa entre los distintos grupos sociales, las distintas regiones o territorios considerando la distribución intergeneracional y asegurando la participación de todos los actores sociales en la detección y solución de problemas.

b) Promover el uso adecuado o sustentable de los recursos hidrológicos para resolver los problemas energéticos del país.

c) Dar protección a los Sistemas de Soporte Vital: las actividades humanas no deben sobrepasar la capacidad de los ecosistemas para continuar proporcionando bienes y servicios ambientales de manera continua es decir, asegurar el mantenimiento e integridad de los sistemas ecológicos de soporte vital.

d) Sustentabilidad de los Recursos naturales: la satisfacción de las necesidades se debe realizar con un máximo de eficiencia, en el uso de los recursos naturales, minimizando los residuos, maximizando la utilidad de los insumos marinos, forestales, agrícolas.

2.7 Ausencia de grandes temáticas del desarrollo urbano

En el texto están ausentes y no definidas las grandes temáticas de desarrollo urbano que transforman nuestras ciudades en habitables y en centros de competitividad de capital, como:

a) Habitabilidad: normas mínimas en Calidad de vida urbana, conceptos básicos de habitabilidad en los edificios y en el territorio.

b) Protección de nuestro patrimonio natural, turístico, arquitectónico. 

c) Sistema de financiamiento municipal o estatal para aplicar los planes regulares.

2.8
No define la función social

El texto no define la función social, minimiza el rol social de la propiedad, y no define los motivos que justifiquen la acción urbanística, la facultad de expropiar cuando es necesario velar por el interés público y la conservación del patrimonio ambiental. 

a) El derecho urbanístico solo se puede ejercer (regulación y limitación de la propiedad) cuando las limitaciones y obligaciones del dominio derivan de su función social, la cual comprende cuanto exijan los intereses generales de la nación, la seguridad nacional, la utilidad y salubridad públicas, la conservación del patrimonio ambiental" (art. 19 Nº 24), y sólo pueden establecerse por ley. Su fundamento último se encuentra indudablemente en el bien común, entendido según el inciso 4º del art. 1º de la Constitución. 

· Las limitaciones admiten diversas clasificaciones. Según su contenido, serán sancionatorias, conciliatorias, de protección y de desarrollo y fomento. Según su permanencia, serán ordinarias y extraordinarias o de emergencia. Por último, según los efectos derivados de su aplicación surge la clasificación más importante: las limitaciones pueden ser estructurales, funcionales y suspensivas. En este esquema las limitaciones al derecho de dominio son funcionales y no indemnizables, porque su función es equilibrar el interés del individuo con los de la sociedad; no le privan de un lucro, sino que están incitas en el ejercicio legítimo del derecho que posee. Funcionales, son aquellas que recaen solamente en el ejercicio del derecho, condicionando su goce al cumplimiento de determinadas obligaciones por su titular. Producen, así, un efecto regulador sobre la propiedad. Por ejemplo, el establecimiento de tributos.

· De este modo el derecho urbanístico procura que la conformación de la ciudad -o la de su expansión -, la localización de sus servicios y la distribución de los espacios se realicen del modo más racional posible, en el contexto de un régimen democrático que, así como respeta el derecho de propiedad, procura también garantizar los derechos y el bienestar de todas las personas.
b) La planificación debe estar al servicio de la persona y promover el bien común; con este objeto, debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y cada uno de los integrantes de la sociedad su mayor realización material y espiritual posible con pleno respeto a los derechos y garantías que establece la propia Constitución. El medio para lograr estos objetivos se requiere de una planificación de desarrollo económico, social, político y cultural, cuyo objetivo es mejorar la calidad de vida de los individuos. Por otra parte, los objetivos deben beneficiar no sólo al hombre en su plenitud, sino también al ecosistema del cual depende ya que, en definitiva, el ecosistema es la base misma de su existencia y ambos están ligados por una suerte común. La cuidad debe entregar a los particulares una calidad de vida urbana, en consonancia con el deber de la autoridad de "promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible" (Art. 1º de la Constitución).

2.9
No se establecen mecanismos de participación

Las modificaciones propuestas a LGUC no establecen mecanismos de participación adecuados de aprobación y opinión de Ministerios e instituciones del Sector Público que también hacen planificación territorial directa o indirecta, ni establece medidas de coordinación entre ellas. Es importante tener en consideración que otras instituciones públicas tienen competencia en el área de la planificación y el desarrollo regional y del ámbito ambiental y que en ese marco desarrollan iniciativas relacionadas con el tema territorial, MIDEPLAN y la planificación regional, SUBDERE y la planificación local, CONAMA y la planificación ambiental. Asimismo, existen ciertas reparticiones públicas con competencias de administración y gestión en ciertos espacios específicos como Subsecretaría de Marina y el Borde Costero, Ministerio de Bienes Nacionales y las tierras fiscales, SERNATUR y las áreas de interés turístico, CONADI y las Áreas de Desarrollo Indígena, CONAF y el Sistema de Areas Silvestres Protegidas y Ministerio de Minería, etc.

Proposición territorial sustentable

Considerando los Tratados Internacionales con la Unión Común Europea, Estados Unidos, Canadá, países asiáticos, América Latina, es necesario adecuar nuestra legislación territorial a una nueva realidad internacional y contemplar en su base, los Principios Internacionales de sustentabilidad de la Agenda 21.

Estos principios exigen la aplicación y puesta en marcha de nuevas herramientas de análisis e intervención basadas en la multidisciplina, ampliando los mecanismos de difusión de la información y de participación en los procesos de toma de decisiones por parte de todos los actores, no solo como una forma de representación de los intereses de los ciudadanos sino también para que la sociedad en su conjunto asuma las responsabilidades y las consecuencias globales de dichas decisiones. 

El enfoque analítico parcelario ha sido una fuente inagotable de externalidades. Según un documento de CONAMA, parte de la responsabilidad de nuestro pasivo ambiental se debe a la gestión unisectorial que gesta múltiples conflictos y dificulta la solución de las externalidades del desarrollo o iniciativas parciales que no corresponden a un desarrollo integral de las ciudades. Por otro lado, todos los procesos y fenómenos mantienen vínculos de diverso orden entre sí de modo que la intervención en uno de ellos desencadena efecto en otros. La multifuncionalidad, la versatilidad, la flexibilidad ofrecen más oportunidades que la super especialización a la hora de resolver problemas complejos.

La participación, un principio de coordinación transversal, establece que cuando más implicados estén en las tomas de decisiones los diversos agentes y usuarios afectados por un determinado proceso más conocimiento se acumulara sobre el propio proceso y más se contribuirá a evitar los posibles conflictos derivados, identificarlos y canalizarlos hacia vías constructivas facilitando una toma de decisión fundamentada en el consenso. El conocimiento y la experiencia son recursos fundamentales con una adecuada difusión, coordinación y planificación. Los problemas deben solucionarse en el nivel más próximo al origen es decir en el Gobierno local. (más cerca del lugar donde se perciben e impactan los problemas ambientales y muy cerca de los ciudadanos o sus representantes).

En nuestra legislación el único organismo capaz de desarrollar esta labor de coordinación a nivel regional con participación ciudadana es la Intendencia y el Gobierno Regional por las atribuciones dadas por la Constitución Política de la Nación. La mecánica ineficiente del funcionamiento del aparato estatal gestado por una inadecuada definición de las responsabilidades intra gubernamental y una superposición de competencias de los actores en temáticas particulares requiere una cambio en la estructuración administrativa del ordenamiento territorial los que se detallan a continuación:

3.1
Fortalecimiento de las atribuciones del Gobierno Regional y su Institucionalidad Administrativa en materia de ordenamiento territorial, es decir darle un cuerpo ejecutorio administrativo concentrando aquellas actividades y decisiones que son propias de los niveles regional y comunal.

La gobernabilidad y administración de las ciudades son materias fuertemente ligadas a la estructura del gobierno local y por ello del Gobierno Interior del Estado. La ciudad es un sistema urbano y administrativamente un sistema político y por ello es un sujeto de gobierno. El país debe alcanzar un sistema que sea coherente con su institucionalidad regional sin perjuicio de que el Municipio esta siempre en la base de cualquier alternativa por su cercanía a los problemas que genera la convivencia dentro de las áreas urbanas.

La Constitución Política (Artículo 100-106) estableció que la administración superior de cada región del país esta radicada en un Gobierno Regional que tendrá por objeto el desarrollo social, cultural, y económico de ella. Para el ejercicio de sus funciones los Gobiernos Regionales gozan de personalidad jurídica de derecho publico y patrimonio propio. En la administración interna de las regiones los Gobiernos Regionales deberán observar como principio básico, el desarrollo armónico y equitativo de sus territorios, tanto en aspectos de desarrollo económico, como social y cultural. A su vez, en el ejercicio de sus funciones, deberán inspirarse en principios de equidad, eficiencia y eficacia en la asignación y utilización de recursos públicos y en la prestación de servicios, en la efectiva participación de la comunidad regional y en la preservación y mejoramiento del medio ambiente.

Son funciones generales del Gobierno Regional:

a) Elaborar y aprobar las políticas, planes y programas de desarrollo de la región.

b) Resolver la inversión de recursos que a la región le correspondan en la distribución del Fondo de Nacional de Desarrollo Regional.

c) Asesorar a las municipalidades, cuando estas lo soliciten especialmente en la formulación de sus planes y programas de desarrollo.

Las funciones del Gobierno Regional en materia de ordenamiento territorial son:

a) Establecer políticas y objetivos para el desarrollo integral y armónico del sistema de asentamientos humanos de la región, con las desagregaciones territoriales correspondientes.

b) Participar, en coordinación con las autoridades nacionales y comunales competentes en programas y proyectos de dotación y mantenimiento de obras de infraestructura y de equipamiento en la región;

c) Fomentar y velar por la protección, conservación y mejoramiento del medio ambiente, adoptando las medidas adecuadas a la realidad de la región, con sujeción a las normas legales y decretos supremos reglamentarios que rijan la materia;

d) Fomentar y velar por el buen funcionamiento de la prestación de servicios en materia. Fomentar y propender el desarrollo de áreas rurales y localidades aisladas en la región, procurando la acción multisectorial en la dotación de la infraestructura económica y social y

e) El transporte intercomunal, interprovincial e internacional fronterizo en la región, cumpliendo las normas de los convenios internacionales respectivos y coordinar con otros gobiernos regionales el transporte interregional, aplicando para ello las políticas nacionales en la materia, sin perjuicio de las facultades que correspondan a las municipalidades y

f) Proponer a la autoridad competente la localidad en que deberán radicarse las secretarias regionales ministeriales y las direcciones regionales de los servicios públicos.

El Gobierno Regional esta constituido por el Intendente y el Consejo Regional. El Intendente es el órgano ejecutivo del Gobierno Regional y preside el Consejo Regional. Al intendente le corresponde:

a) Formular políticas de desarrollo de la región considerando las políticas y planes comunales respectivos, en armonía con las políticas y planes nacionales,

b) Someter al Consejo Regional los proyectos de planes y las estrategias regionales de desarrollo y sus modificaciones, así como prever a su ejecución,

c) Proponer al Consejo Regional la distribución de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional.

d) Administrar, en los casos que determine la ley los bienes nacionales de uso publico.

e) Coordinar, supervigilar o fiscalizar según corresponda a los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región, directamente o a través de las respectivas secretarias regionales ministeriales, para la debida ejecución de las políticas, planes y proyectos de desarrollo regional, así como de los que sean propios de la competencia del gobierno regional,

f) Promulgar, previo acuerdo del Consejo Regional, los planes regionales de desarrollo urbano, los planes reguladores metropolitanos, intercomunales, comunales y secciónales conforme a las normas de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

Por estas atribuciones constitucionales, en el ámbito regional e intercomunal y coordinación comunal es que se propone darle una institucionalidad administrativa de ordenamiento territorial localizando la Secretaria de Planificación Territorial y del Medio Ambiente en el Gobierno Regional. Este centro de planificación regional deberá dirigir en coordinación con las autoridades nacionales, intercomunales y comunales y con la asesoría técnica para fiscalizar las políticas nacionales de las distintas SEREMI y el apoyo de corporaciones de desarrollo en el ordenamiento territorial. El Consejo Regional deberá asumir un rol más representativo de la realidad regional por lo que su elección deberá ser por escrutinio popular en conjunto con los concejales y alcaldes. 

Esta dirección y coordinación debe contemplar el trabajo interdisciplinario e intersectorial de las siguientes legislaciones que afectan y limitan el uso del suelo del territorio:

a) D.F.L. N°4 1967 M.R.E.(áreas fronterizas); Política del borde costero.

b) Ley de caminos (D.F.L. 206, de 1960).

c) Ley de Bases del Medio Ambiente; Convención Internacional para la Protección de la Flora, Fauna y Bellezas Escénicas Naturales de América, ordenada cumplir como ley por D.S. de RR.EE. , de 1967; Sistema Nacional de Áreas Silvestres del Estado (SNASPE) ;Ley Nº 17.288, de Monumentos Nacionales y Santuarios de la Naturaleza; Ley 19.253 Normativa sobre el reconocimiento protección y desarrollo de las tierras indígenas.

d) D.F.L. 3.516; Legislación sobre Comunidades Agrícolas: DFL 5, DE 1968; Decreto Ley 2.695:Regularización de la pequeña propiedad raíz.

e) Instrumentos de desarrollo turístico: Servicio Nacional de Turismo, persona jurídica de Derecho Público, y su normativa contenida en el Decreto Ley 1224, de 1975, y su Reglamento, D.S. 515, de 1977, de Economía.

f) Legislación minera: Los procesos mineros y metalúrgicos, en todas sus fases, impactan tanto al ambiente natural como al entorno socioeconómico y cultural.

g) Decreto Ley N°2565 normas de fomento de la actividad forestal, etc.

Los organismos a concentrar en el Gobierno Regional para conformar la Secretaría de Planificación Territorial y del Medio Ambiente preferentemente son:

a) Depto Desarrollo Urbano de la SEREMI de V y U. cuyo rol es de incentivar y supervisar la planificación urbana.

b) COREMA.

c) Bienes Nacionales función de manejo de los terrenos fiscales y catastro regional.

d) Dirección de Arquitectura de la SEREMI MOP

e) Depto. Pavimentación del SERVIU Regional.

f) Comisión Regional de SECTRA.

Desde que la legislación vigente traspasó al Gobierno Regional la aprobación de los Planes Intercomunales (a través de los cuales se define la vialidad estructurante de las áreas urbanas) y dado que éste asigna en la región los recursos del F.N.D.R. para la ejecución de este tipo de obras es obvio que este es el nivel más adecuado para la coordinación vial intercomunal.

3.2
Con respecto a la temática en sí mismo 

Se define: “La Planificación del Territorio como la expresión espacial de la política económica, social, cultural y ecológica de la sociedad y su medio ambiente. Es a la vez una disciplina científica, una técnica administrativa y una coordinación interdisciplinaria y global cuyo objetivo es un desarrollo equilibrado de las regiones y la organización del espacio de acuerdo con sus directrices. Debe ser democrática, global, funcional y prospectiva”.

Actualmente se establece una distinción entre los Planes de Desarrollo de las unidades territoriales región y comuna y los Planes Reguladores (LGUC) de uso del suelo. En la practica estos instrumentos están unidos ya que la planificación es una actividad de desarrollo multidisciplinario. Por las amplias atribuciones que tiene constitucionalmente el Gobierno Regional es la única institución capacitada para coordinar la complejidad de acciones en el desarrollo y ordenamiento territorial y no los Ministerios órganos sectoriales. La ejecución de un Plan de Desarrollo Regional se puede realizar sin necesidad de cambiar la Ley de Urbanismo ya que las atribuciones del MINVU en el área urbana no son incompatibles con las atribuciones de Conama o MOP o Agricultura en el área agrícola. Se requiere coordinar estas instancias y utilizar la potestad de la Intendencia para efectuar la efectiva coordinación de los programas de inversión a desarrollar en ellas.

3.3
A las labores del Estado

La planificación territorial o urbanística es una función que necesariamente debe asumir el Estado como parte de su responsabilidad de velar por el bien común en conjunto con los distintos actores territoriales. Es necesario definir los mecanismo de participación en el desarrollo, de las distintas instancias regional, intercomunal y comunal. El territorio es el espacio de asentamiento de las ciudades, el hábitat de una población y encierra también sus dimensiones social, económico y cultural. Se ve afectado por las actividades socio-económicas que la sociedad desarrolla en el mismo, considerando tanto su ocupación física, como el ejercicio político sobre el mismo y el derecho a su uso. Para ello hay que tener la capacidad de coordinar factores territoriales físicos, económicos y sociales lo que no es factible a través de una estructura sectorializada de las funciones administrativas. No obstante, de existir una estructura administrativa que cubre todo el territorio, a nivel central, regional y comunal y una estructura funcional por áreas salud, educación, obras públicas, justicia, vivienda y transporte, etc, la coordinación entre ambas requiere de muchos ajustes y hasta cambios radicales. La descoordinación existente entre ellas, repercute directamente en la calidad de las áreas urbanas en materias de urbanización equipamiento en salud, educación, deportes, áreas verdes y calidad del medio ambiente.

3.4
Con respecto a la planificación nacional

Para el desarrollo más equilibrado del territorio se deben considerar dos factores ya enunciados en varios documentos que son: 

· Fortalecimiento de la Regionalización
El proceso de regionalización iniciado en 1974 mediante los Decretos Leyes 573 y 574 permanece inconcluso debido a que no se les han traspasado todas las funciones necesarias para su completa administración ni los recursos requeridos para actuar con suficiente independencia y oportunamente. En estos decretos se normo la Secretaria Regional en Articulo 9° DL 573 que dice: ”En cada Región habrá una Secretaria Regional de Planificación y Coordinación, integrada al sistema nacional de planificación, la que servirá de organismo asesor y de secretaria del Intendente Regional y del Consejo Regional de Desarrollo, con las facultades y deberes que señale la ley.

· Eliminación de la burocracia administrativa
La burocracia administrativa tiene directa relación con la estructura de gobierno heredada de un pasado hispano monárquico. La agrupación funcional por ministerios abarcando todo el territorio es hoy ineficiente e insuficiente para promover el desarrollo regional porque fue concebido para beneficiar el centralismo. La autonomía con que cada ministerio ejerce sus funciones ha impedido la coordinación mínima necesaria para planificar orientar y ejecutar los programas de inversión que se realizan en las áreas urbanas. La administración física y la planificación del territorio requieren de una efectiva coordinación de sus actores ,autoridad municipal, dueños de la tierra e inversionistas, opción que solo se puede dar a nivel regional y comunal. 

3.5
Programa de gobierno de la Concertación

Los postulados de la candidatura del señor Ricardo Lagos Escobar, hoy día en olvido y no reconocidos en esta proposición de ley, en materia de urbanismo y ordenamiento territorial expresados en el punto 3 del documento publicado el 21-10-1999, son concordantes con nuestros planteamientos. Ellos incluyen la necesidad de unificar a nivel nacional los ministerios que tienen relación con la planificación territorial y la conveniencia de encontrar un marco institucional adecuado para el gobierno de las áreas metropolitanas, lo que implica reforzar el gobierno regional.

Estudio comparativo de la legislación propuesta

Proyecto de Gobierno sobre Modificación de la Ley de Urbanismo y Construcciones.

(El análisis detalla el texto actual, la modificación propuesta y observaciones sobre el texto)

TITULO I Disposiciones Generales

CAPITULO I Normas de Competencia

Artículo 1º. Las disposiciones de la presente ley, relativas a planificación urbanística, división del suelo y construcción, entendiéndose por esta última las obras de edificación o de urbanización y las de la Ordenanza que sobre la materia dicte el Presidente de la República, regirán en todo el territorio nacional.

Actual Artículo 1º. Las disposiciones de la presente ley, relativas a planificación urbana, urbanización y construcción, y las de la Ordenanza que sobre la materia dicte el Presidente de la República, regirán en todo el territorio nacional.

Observaciones: Este articulo pretende remplazar la planificación urbana por planificación territorial o urbanística lo cual involucra aspectos actualmente entregados a la consideración de otros ministerios como Agricultura, MIDEPLAN, SAG, y a las potestades de los Gobiernos Regionales y de los municipios. Una reforma así necesitaría quórum calificado propios de Ley Orgánica Constitucional.

· La división del suelo y la construcción no operan en forma independiente de la planificación urbanística e incluso define las normas urbanísticas del plan. La planificación territorial o urbanística no tiene la misma categoría que la división del suelo, construcción según el artículo 27. El MINVU define normas urbanísticas como “todas aquellas disposiciones de carácter técnico que determinen los usos de suelo la capacidad máxima de edificación, las franjas afectas a utilidad publica o restricción, standard de estacionamientos y las demás que rigen la subdivisión, loteos y urbanización y edificaciones en la ley General de Urbanismo y Construcción en esta ordenanza en los instrumentos de Planificación territorial o cualquier otra norma de este mismo carácter que afecte a un predio.”

· La división del suelo es independiente de una planificación urbanística solo en materias de responsabilidad del Ministerio de Agricultura el cual tiene como objeto de Ley DFL-294 “la conservación, protección y acrecentamiento de los recursos renovables “y como función “Planificar y dirigir la realización de la política agraria” y “procurar el mejoramiento de las condiciones de la vida de los campesinos y pescadores.” El Servicio Agrícola Ganadero tiene como objeto (Ley 19.283 )”contribuir al desarrollo agropecuario del país mediante la protección, mantención e incremento de la salud animal y vegetal; la protección y conservación de los recursos naturales renovables que incidan en el ámbito de la producción agropecuaria del país.” Por lo tanto las atribuciones del MINVU, no pueden sobrepasar a las funciones del SAG y del Ministerio de Agricultura en el territorio agrícola ya que carece de experiencia en el tema y no tiene las funciones dadas por ley.

· La Constitución Política en los artículos 102 y 108 respecto del concepto y alcance de la planificación territorial atribuye responsabilidades de coordinar a los Gobiernos Regionales y municipalidades respectivamente en los Planes de Desarrollo de la región y en el Plan Comunal de Desarrollo. Lo anterior exige distinguir la planificación con connotación territorial entre los planes de desarrollo de las unidades territoriales región y comuna y los planes referidos al suelo o urbanístico de dichas unidades, debiendo estos últimos ser congruentes y someterse a los primeros.

· En ocasiones se ignora en general en el texto a los gobiernos regionales lo que implica incumplir lo que establece la Ley Orgánica Constitucional de Gobierno y Administración Regional, 19.175 y las reformas de 1991 a la Constitución ambos textos jerárquicamente superiores a una ley simple como la Ley de Urbanismo

· Se retira del texto propuesto la responsabilidad de la urbanización en conjunto con la división del suelo. El texto debería decir “entendiéndose por esta ultima las obras de edificación y de urbanización”.

Artículo 2º. -Esta legislación de carácter general tendrá tres niveles de acción:

· La Ley General, que contiene los principios, atribuciones, potestades, facultades, responsabilidades, derechos, sanciones y demás normas que rigen a los organismos, funcionarios, profesionales y particulares, en las acciones de planificación urbanística, división del suelo y construcción.

· La Ordenanza General, reglamenta la presente Ley y regula los procedimientos administrativos y demás condiciones necesarias para la aplicación de esta Ley, incluyendo los estándares técnicos de diseño y construcción. La Ordenanza establecerá los parámetros y normas específicas para la elaboración, aprobación, aplicación de los distintos tipos de Instrumentos de Planificación urbanística, incluidos los procedimientos administrativos para los pronunciamientos de los organismos que, de acuerdo a sus competencias, deben ser consultados o participen en su elaboración o aprobación. Asimismo, la Ordenanza velará por que exista una adecuada coordinación entre las distintas normas reglamentarias que regulan materias relacionadas con esta Ley.
· Las Normas Técnicas, que contienen y definen las características técnicas de los proyectos, materiales y sistemas de construcción y urbanización, para el cumplimiento de los standards exigidos en la Ordenanza General.

Actual Artículo 2º. -Esta legislación de carácter general tendrá tres niveles de acción:

· La Ley General, que contiene los principios, atribuciones, potestades, facultades, responsabilidades, derechos, sanciones y demás normas que rigen a los organismos, funcionarios, profesionales y particulares, en las acciones de planificación urbana, urbanización y construcción.

· La Ordenanza General, que contiene las disposiciones reglamentarias de esta ley y que regula el procedimiento administrativo, el proceso de planificación urbana, urbanización y construcción, y los standards técnicos de diseño y construcción exigibles en los dos últimos.

· Las Normas Técnicas, que contienen y definen las características técnicas de los proyectos, materiales y sistemas de construcción y urbanización, para el cumplimiento de los standards exigidos en la Ordenanza General.
Observaciones: “incluidos los procedimientos administrativos para los pronunciamientos de los organismos que, de acuerdo a sus competencias deben ser consultados o participen en su elaboración o aprobación” Este párrafo le da un estatus suprareglamentario a la Ordenanza General norma que en realidad es un reglamento. La coordinación es una facultad que ejercen instituciones o autoridades y no instrumentos legales. La coordinación está establecida en distintos instrumentos legales de mayor jerarquía como la Bases de Administración del Estado, Ley Orgánica de Gobierno Regional. Además omite las atribuciones propias de los Gobiernos Regionales que se encuentran definidas en la Constitución articulo 102 primer inciso y 108 así como en la Ley Orgánica de Gobierno Regional Articulo 17 letra a), Art. 16 letra a)y Art. 36 y en la Ley de Municipalidades Art. 3°, letra a)y b), Artículos 6°, 7°y 21°. Al sobrepasar las atribuciones de otros ministerios esta ley debería tener un rango constitucional. 

Los plazos deben ser consensuados entre las partes involucradas y plantearse caso a caso de acuerdo a la capacidad de los organismos y a la magnitud de los impactos de las modificaciones. Además estos plazos deben ser concordantes con los establecidos en la Ley de Probidad Administrativa.

La superposición de atribuciones no acordadas aumentará el conflicto de gestión y facultades de la comuna, favoreciendo al ministerio en su concentración de poder en contra del proceso de descentralización y regionalización. 

Artículo 3º. Al Ministerio de Vivienda y Urbanismo corresponderá proponer al Presidente de la República las modificaciones que esta ley requiera para adecuarla al desarrollo nacional. Le corresponderá, igualmente, estudiar las modificaciones que requiera la Ordenanza General de esta ley, para mantenerla al día con el avance tecnológico y desarrollo socio-económico, las que se aprobarán por decreto supremo.

Las modificaciones que se introduzcan a la Ordenanza General de esta Ley, deberán ser suscrita, además del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, por el o los ministros sectoriales que corresponda, si se afectaren sus competencias con dichos cambios.
Para la elaboración de las modificaciones a la referida Ordenanza General, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo deberá consultar previamente a las instituciones públicas y privadas relacionadas con las materias de esta Ley, de acuerdo al procedimiento establecido en la Ordenanza General. El Ministerio de Vivienda y Urbanismo deberá llevar un registro público de las Observaciones y proposiciones escritas que reciba.

Le corresponderá, también, aprobar por decreto supremo las Normas Técnicas que confeccionare el Instituto Nacional de Normalización y los Reglamentos de Instalaciones Sanitarias de Agua Potable y Alcantarillado, y de Pavimentación, sin perjuicio de las competencias de otros organismos públicos.

Los decretos supremos mencionados en el inciso precedente, se dictarán por el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, por orden del Presidente de la República

Actual Artículo 3. Al Ministerio de Vivienda y Urbanismo corresponderá proponer al Presidente de la República las modificaciones que esta ley requiera para adecuarla al desarrollo nacional.

Le corresponderá, igualmente, estudiar las modificaciones que requiera la Ordenanza General de esta ley, para mantenerla al día con el avance tecnológico y desarrollo socio-económico, las que se aprobarán por decreto supremo.

Para los efectos indicados, podrá oír a los respectivos Colegios Profesionales y asesorarse por los técnicos que estime conveniente. Le corresponderá, asimismo, aprobar por decreto supremo los Planes Regionales de Desarrollo Urbano y los Planes Reguladores Intercomunales. 

Le corresponderá, también, aprobar por decreto supremo las Normas Técnicas que confeccionare el Instituto Nacional de Normalización y los Reglamentos de Instalaciones Sanitarias de Agua Potable y Alcantarillado, y de Pavimentación. 

Los decretos supremos mencionados en los dos últimos incisos precedentes, se dictarán por el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, por orden del Presidente de la República.

Observaciones: La concurrencia de otros ministerios debe ser obligatoria cuando afecten materias de su ámbito territorial.

Es necesario respetar las competencias y atribuciones de los diversos ministerios otorgándoles los espacios de participación que les compete en materias territoriales tanto urbanas como no urbanas y adecuarse a la ley de Probidad.

Las modificaciones que se introduzcan a la ordenanza debe contar con el previo informe fundado del Contralor de la República.

Se retira del texto la consulta a los colegios profesionales (”Para los efectos indicados, podrá oír a los respectivos Colegios Profesionales y asesorarse por los técnicos que estime conveniente”). 

Actual Artículo 4º. Al Ministerio de Vivienda y Urbanismo corresponderá, a través de la División de Desarrollo Urbano, impartir las instrucciones para la aplicación de las disposiciones de esta Ley y su Ordenanza General, mediante circulares, las que se mantendrán a disposición de cualquier interesado. Asimismo, a través de las Secretarías Regionales Ministeriales, deberán supervigilar las disposiciones legales, reglamentarias, administrativas y técnicas sobre construcción y urbanización e interpretar las disposiciones de los instrumentos de planificación territorial. 

Observaciones: sin modificación 

Artículo 5º. A las Municipalidades corresponderá aplicar esta ley, la Ordenanza General, las Normas Técnicas y demás Reglamentos, en sus acciones administrativas relacionadas con la planificación urbanística, división del suelo y construcción, y a través de las acciones de los servicios de utilidad pública respectivos, debiendo velar, en todo caso, por el cumplimiento de sus disposiciones.

Actual Artículo 5º. A las Municipalidades corresponderá aplicar esta ley, la Ordenanza General, las Normas Técnicas y demás Reglamentos, en sus acciones administrativas relacionadas con la planificación urbana, urbanización y construcción, y a través de las acciones de los servicios de utilidad pública respectivos, debiendo velar, en todo caso, por el cumplimiento de sus disposiciones.

Observaciones: las municipalidades tienen hoy día la administración del territorio rural pero no su planificación la cual les otorgaría esta ley. 

Actual Artículo 6º. -
A los Intendentes y Gobernadores corresponderá supervigilar que los bienes nacionales de uso público se conserven como tales, impedir su ocupación con otros fines y exigir su restitución, en su caso, conforme a sus facultades.

Observaciones: no tiene cambio de texto.

Artículo 7º. Las disposiciones de la presente ley prevalecerán sobre cualquiera otra que verse sobre las mismas materias, sin perjuicio de las disposiciones que contenga el Decreto Ley de Reestructuración del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y el Decreto con Fuerza de Ley Nº 850, de 1997, del Ministerio de Obras Públicas. En consecuencia, se entenderán derogadas las disposiciones de otras leyes que fueren contrarias a las de la presente ley.

Actual Artículo 7º. Las disposiciones de la presente ley prevalecerán sobre cualquiera otra que verse sobre las mismas materias, sin perjuicio de las disposiciones que contenga el Decreto Ley de Reestructuración del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. En consecuencia, se entenderán derogadas las disposiciones de otras leyes que fueren contrarias a las de la presente ley.

Observaciones: de acuerdo a este articulado esta ley sería de mayor rango que la Ley Orgánica Municipal, la Ley de Gobierno Regional y la ley 19.300 o Medio Ambiente. A continuación de la palabra Urbanismo debe decir y las competencias legales de otros organismos públicos.

En el documento no se propone modificación de texto hasta el artículo 15.
Actual Artículo 8º.En todas las Municipalidades se consultará el cargo de Director de Obras, que deberá ser desempeñado por un profesional con título universitario. En aquellas comunas que tengan más de 40.000 habitantes, este cargo deberá ser desempeñado por un arquitecto o ingeniero civil; en las demás comunas podrá serlo, además, un constructor civil. Para desempeñar el cargo se requerirá, además, ser miembro activo inscrito en el Colegio Profesional respectivo. Ningún otro funcionario municipal podrá ejercer estas funciones.

Cuando no hubiere oponentes al cargo, o cuando los ingresos municipales no fueren suficientes para costearlo, la Municipalidad deberá contratar, por un período determinado, los servicios de un profesional particular o que desempeñe otro cargo en la misma comuna o provincia. La remuneración por estos servicios se fijará de acuerdo al arancel de honorarios del Colegio respectivo, y será compatible con la de otros cargos que desempeñe.

Actual Artículo 9º. Serán funciones del Director de Obras:

a)
Estudiar los antecedentes, dar los permisos de ejecución de obras, conocer de los reclamos durante las faenas y dar recepción final de ellas, todo de acuerdo a las disposiciones sobre construcción contempladas en esta ley, la Ordenanza General, los Planes Reguladores, sus Ordenanzas Locales y las Normas y Reglamentos respectivos aprobados por el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo;

b)
Dirigir las construcciones municipales que ejecute directamente el Municipio, y supervigilar estas construcciones cuando se contraten con terceros.

Actual Artículo 10º. Todas las Municipalidades que tengan Plan Regulador aprobado, y cuya comuna tenga un centro urbano de más de 50.000 habitantes, deberán consultar el cargo de Asesor Urbanista desempeñado por un arquitecto.

Serán funciones del Asesor Urbanista:

a)
Estudiar el Plan Regulador Urbano - Comunal y mantenerlo actualizado, propiciando las modificaciones que sean necesarias, y preparar los Planos Seccionales de detalle para su aplicación;

b)
Revisar todos los planos de subdivisión, loteo y urbanización, cautelando su estricta concordancia con las disposiciones del Plan Regulador y su Ordenanza Local, y autorizar los "conjuntos armónicos".


En este sentido, será condición previa el informe favorable del Asesor Urbanista, para que la Dirección de Obras pueda extender los permisos de subdivisión, loteo, urbanización y "conjuntos armónicos", y

c)
Estudiar los programas anuales de desarrollo comunal para la materialización de los Planes Reguladores, y que faciliten la confección del presupuesto de inversiones de capital de la comuna.

Actual Artículo 11º. A falta del Director de Obras los permisos serán otorgados por la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo. En estos casos, la Municipalidad sólo cobrará el 50% de los derechos correspondientes.

Actual Artículo 12º. La Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo podrá resolver las reclamaciones interpuestas en contra de las resoluciones dictadas por los Directores de Obras. El reclamo deberá ser interpuesto en el plazo de 30 días, contados desde la notificación administrativa del reclamante, aplicándose en este caso el procedimiento previsto en el artículo 118. 

Actual Artículo 13º. Prohíbese a los funcionarios municipales intervenir en los estudios o la ejecución, por cuenta de particulares, de las obras a que se refiere la presente ley, dentro de la comuna en que ejercen sus funciones, cuando éstas deban ser aprobadas por el Departamento Municipal donde ellos trabajan. Se exceptúan de esta prohibición los proyectos u obras relacionados con predios que pertenezcan, en dominio, al empleado o a sus parientes hasta el 4º grado de consanguinidad o 2º de afinidad, inclusive, debiendo en estos casos, obtenerse previamente una autorización especial de la Alcaldía.

Los funcionarios que contravengan la prohibición anterior serán sancionados por el Alcalde, hasta con su destitución, previa instrucción del sumario correspondiente.

Actual Artículo 14º. Los Directores de Obras y Asesores Urbanistas deberán representar al Secretario Regional de Vivienda y Urbanismo y a la Contraloría General de la República las acciones ilegales del Municipio, que vulneren las disposiciones legales y reglamentarias que les corresponde aplicar.

Actual Artículo 15. Si la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, o las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, en el desempeño de sus labores o por denuncia fundada de cualquier persona, tuvieren conocimiento de que algún funcionario, en el ejercicio de sus funciones, ha contravenido las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general o de aquellas contenidas en los instrumentos de planificación territorial vigentes en la comuna, deberá solicitar la instrucción del correspondiente sumario administrativo a la Contraloría General de la República, debiendo informar de ello al Alcalde respectivo, para los efectos legales a que haya lugar y al Consejo Municipal, para su conocimiento. 

Nuevo Artículo 15 Bis. Las Municipalidades y demás organismos públicos no podrán formular a los interesados que presenten una solicitud de cualquiera de las acciones a que se refiere la presente Ley, exigencias de pagos, ejecución de obras, garantías, aportes o contribuciones en dinero o especies, ni exigencias de documentos que no estén expresamente contempladas en esta Ley, en su Ordenanza General o en otras leyes especiales.

Observaciones: Todo el manejo del territorio en los aspectos legislativos queda en manos del MINVU impidiendo que se dicten ordenanzas a nivel Municipal sobre el tema.

De los profesionales (no hay modificaciones)

Actual Artículo 16º. Toda obra sometida a las disposiciones de la presente ley deberá ser proyectada y ejecutada por profesionales legalmente autorizados para ello, de acuerdo a las normas que señale la Ordenanza General.

Actual Artículo 17. Para los efectos de la presente ley, son arquitectos, ingenieros civiles, ingenieros constructores y constructores civiles, las personas que se encuentran legalmente habilitadas para ejercer dichas profesiones.

La intervención de estos profesionales en una construcción requerirá acreditar que cuentan con patente vigente en la comuna de su residencia o trabajo habitual. 

Actual Artículo 18. El propietario primer vendedor de una construcción será responsable por todos los daños y perjuicios que provengan de fallas o defectos en ella, sea durante su ejecución o después de terminada, sin perjuicio de su derecho a repetir en contra de quienes sean responsables de las fallas o defectos de construcción que hayan dado origen a los daños y perjuicios.

· Los proyectistas serán responsables por los errores en que hayan incurrido, si de éstos se han derivado daños o perjuicios.

· Sin perjuicio de lo establecido en el Nº 3 del artículo 2003 del Código Civil, los constructores serán responsables por las fallas, errores o defectos en la construcción, incluyendo las obras ejecutadas por subcontratistas y el uso de materiales o insumos defectuosos, sin perjuicio de las acciones legales que puedan interponer a su vez en contra de los proveedores, fabricantes y subcontratistas.

· Las personas jurídicas serán solidariamente responsables con el profesional competente que actúe por ellas como proyectista o constructor respecto de los señalados daños y perjuicios.

· El propietario primer vendedor estará obligado a incluir en la escritura pública de compraventa, una nómina que contenga la individualización de los proyectistas y constructores a quienes pueda asistir responsabilidad de acuerdo al presente artículo. Tratándose de personas jurídicas deberá individualizarse a sus representantes legales. Las condiciones ofrecidas en la publicidad se entenderán incorporadas al contrato de compraventa. Los planos y las especificaciones técnicas, definitivos, como asimismo el Libro de Obras a que se refiere el artículo 143, se mantendrán en un archivo en la Dirección de Obras Municipales a disposición de los interesados.

· La responsabilidad civil a que se refiere este artículo, tratándose de personas jurídicas que se hayan disuelto, se hará efectiva respecto de quienes eran sus representantes legales a la fecha de celebración del contrato.

Las acciones para hacer efectivas las responsabilidades a que se refiere este artículo prescribirán en cinco años, contados desde la fecha de la recepción definitiva de la obra por parte de la Dirección de Obras Municipales. 

Actual Artículo 19. Las causas a que dieren lugar las acciones a que se refiere el inciso final del artículo 18, se tramitarán conforme con las reglas del procedimiento sumario establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil. Con todo, las partes podrán someter las controversias a la resolución de un árbitro de derecho que, en cuanto al procedimiento, tendrá las facultades de arbitrador a que se refiere el artículo 223 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro deberá ser designado por el juez letrado competente y tener, a lo menos, cinco años de ejercicio profesional

Actual Artículo 20. Toda infracción a las disposiciones de esta ley, a su ordenanza general y a los instrumentos de planificación territorial que se apliquen en las respectivas comunas, será sancionada con multa, a beneficio municipal, no inferior a un 0,5% ni superior al 20% del presupuesto de la obra, a que se refiere el artículo 126 de la presente ley. En caso de no existir presupuesto, el juez podrá disponer la tasación de la obra por parte de un perito o aplicar una multa que no será inferior a una ni superior a cien unidades tributarias mensuales Todo lo anterior es sin perjuicio de la paralización o demolición de todo o parte de la obra, según procediere, a menos que el hecho sea constitutivo de delito o tenga una sanción especial determinada en esta ley o en otra. La municipalidad que corresponda, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva o cualquier persona podrá denunciar ante el Juzgado de Policía Local correspondiente, el incumplimiento de las disposiciones aludidas en el inciso anterior. La denuncia deberá ser fundada y acompañarse de los medios probatorios de que se disponga.

Las acciones relativas a las infracciones a que se refiere este artículo, prescribirán en el término de dos años contado desde la recepción de la obra. 

Actual Artículo 21. Las infracciones a las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general y de los instrumentos de planificación territorial serán de conocimiento del Juez de Policía Local respectivo. Tratándose de la responsabilidad de las personas jurídicas se estará a lo dispuesto en el artículo 28 de la Ley Nº 18.287. En caso de disolución, mientras esté pendiente el plazo de prescripción, las acciones se seguirán en contra de los que eran sus representantes legales a la fecha de la infracción. 

Actual Artículo 22º. Los funcionarios fiscales y municipales serán civil, criminal y administrativamente responsables de los actos, resoluciones u omisiones ilegales que cometan en la aplicación de esta ley.

Actual Artículo 23º. El Ministerio de Vivienda y Urbanismo o los Secretarios Regionales del mismo podrán requerir del Consejo de Defensa del Estado la iniciación de las acciones criminales que procedan, cuando comprobaren que el Alcalde de una Municipalidad ha incurrido en violaciones de las disposiciones de la presente ley, su Ordenanza General u Ordenanzas Locales, sin que sea necesaria, para estos efectos, la declaración previa de ilegalidad de los decretos del Alcalde. Será causal de remoción de los Alcaldes el incumplimiento de las obligaciones que impone la presente ley, especialmente en los casos de interferencia en el procedimiento de denuncia y sanciones contemplado en este Capítulo.

Actual Artículo 24º. Los notarios y Conservadores de Bienes Raíces que otorgaren escrituras o efectuaren inscripciones en sus registros en contravención a las disposiciones de esta ley y de las Ordenanzas incurrirán en la pena de suspensión de su oficio hasta el término de seis meses, sin perjuicio de las responsabilidades civiles que pudieren afectarles. La suspensión será decretada por la Corte de Apelaciones respectiva.

Actual Artículo 25. El Ministerio de Vivienda y Urbanismo, respecto de las viviendas que cuenten con financiamiento estatal para su construcción o adquisición, deberá disponer, para cada programa, en la forma que el respectivo reglamento determine, los mecanismos que aseguren la calidad de la construcción.

En estos mismos casos, los Servicios de Vivienda y Urbanización, directamente o a través de terceros, podrán hacerse parte en las causas a que dieren lugar las acciones a que se refiere el inciso final del artículo 18.

TÍTULO II De la Planificación Urbanística

CAPÍTULO I. Disposiciones Generales

Artículo 27. Se entenderá por planificación urbanística el proceso a través del cual se orienta, fomenta y regula, el desarrollo de las construcciones y la división del suelo en todo territorio en los aspectos a que se refieren los artículos 1° y 2°, de la presente ley, en concordancia con las políticas y planes de desarrollo regional y comunal, definidas en su propio ámbito de acción por el Gobierno Regional y la municipalidad respectiva. 

La planificación urbanística se realizará en forma descentralizada, a través de los Instrumentos de Planificación Territorial que determina esta ley.

Los órganos del estado, las municipalidades, las empresas de servicios deberán, a requerimiento de los órganos responsables de los distintos niveles de planificación urbanística, proporcionar la información necesaria para lograr una adecuada coordinación en la elaboración, actualización y aplicación de dichos instrumentos.

Las disposiciones de los instrumentos de planificación urbanística serán obligatorias para las personas naturales y personas jurídicas, públicas o privadas. 

Actual Artículo 27º. Se entenderá por Planificación Urbana, para los efectos de la presente ley, el proceso que se efectúa para orientar y regular el desarrollo de los centros urbanos en función de una política nacional, regional y comunal de desarrollo socio-económico. Los objetivos y metas que dicha política nacional establezca para el desarrollo urbano serán incorporados en la planificación urbana en todos sus niveles.

Observaciones: De acuerdo a la definición de” planificación urbanística como el proceso a través del cual se orienta, fomenta y regula, el desarrollo de las construcciones y la división del suelo en todo territorio” se establecen las siguientes consideraciones:

· El texto no aborda la primera prioridad de la planificación como es la función social. El derecho de propiedad según la Constitución Política establece que: “Solo la ley puede establecer el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar y disponer de ella y las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social. Esta comprende cuanto exijan los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad y la salubridad publica y la conservación del patrimonio ambiental. Nadie puede ser privado de su propiedad o de algunos de sus atributos o facultades esenciales del dominio, sino en virtud de ley general o especial.“.

Las limitaciones y obligaciones del dominio, en nuestro sistema constitucional, derivan de su función social, la cual: comprende cuanto exijan los intereses generales de la nación, la seguridad nacional, la utilidad y salubridad públicas, y la conservación del patrimonio ambiental" (Art. 19 Nº 24), y sólo pueden establecerse por ley. Su fundamento último se encuentra indudablemente en el bien común, entendido según el inciso 4º del Art. 1º de la Constitución. Las limitaciones al dominio son aquellos deberes que impone la ley a los propietarios en cuanto al ejercicio de su derecho de propiedad, derivados de la función social de este último y que no pueden vulnerar la esencia de los atributos y facultades. Las limitaciones urbanísticas al derecho de dominio son funcionales y no indemnizables, porque su función es equilibrar el interés del individuo con los de la sociedad; no le privan de un lucro, sino que están incitas en el ejercicio legítimo del derecho que posee. ( Las limitaciones admiten diversas clasificaciones. Según su contenido, serán sancionatorias, conciliatorias, de protección y de desarrollo y fomento. Según su permanencia, serán ordinarias y extraordinarias o de emergencia. Por último, según los efectos derivados de su aplicación surge la clasificación más importante: las limitaciones pueden ser estructurales, funcionales y suspensivas. Las Limitaciones Funcionales, son aquellas que recaen solamente en el ejercicio del derecho, condicionando su goce al cumplimiento de determinadas obligaciones por su titular. Producen, así, un efecto regulador sobre la propiedad. Por ejemplo, el establecimiento de tributos.)
Las normas urbanísticas suelen limitar a los particulares, al punto que una de las materias claves del derecho urbanístico es la separación o disociación entre la propiedad del suelo y las decisiones urbanísticas que afectan a ese suelo; decisiones de las que se ve privado el propietario para ser atribuidas al poder político. Es evidente que el reconocimiento de la propiedad privada origina una serie de tensiones entre los propietarios colindantes: cada uno pretende exigir el respeto íntegro de su derecho a edificar, o su derecho a la vista o a vivir en un determinado lugar. Una visión liberal del dominio de los inmuebles se resquebraja frente a estos conflictos, puesto que el suelo urbano es escaso, las inversiones que en él se hacen suelen ser de largo plazo, y la actividad de los particulares genera numerosas externalidades negativas. Ello torna completamente inviable el esquema de la propiedad liberal, cediendo lugar al dominio delimitado por una función social que modera y armoniza los derechos en conflicto, siempre con miras al bien común, debiendo hacer operativa esta opción mediante normas indicativas (permisos transables, tarifas, tributos, etc.) o imperativas (Planos Reguladores, demoliciones).

La planificación, en definitiva, está al servicio de las personas y sus derechos y obligaciones. libertad. En materia territorial su objeto será entregar a los particulares una digna calidad de vida, en consonancia con el deber de la autoridad de "promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible" (Art. 1º de la Constitución).Además, las razones que mueven a planificar pueden encuadrarse perfectamente dentro de la denominada función social de la propiedad, pues este proceso cautela el interés público y, muchas veces, la conservación del patrimonio ambiental. De este modo, el legislador está plenamente legitimado para imponer limitaciones a la propiedad por este concepto, siempre y cuando respete adecuadamente las normas constitucionales pertinentes.

De este modo el derecho urbanístico procura que la conformación de la ciudad -o la de su expansión-, la localización de sus servicios y la distribución de los espacios se realicen del modo más racional posible, en el contexto de un régimen democrático que, así como respeta el derecho de propiedad, procura también garantizar los derechos y el bienestar de todas las personas.

En las democracias occidentales se han creado fórmulas compensando su valor y que respetando la titularidad privada del derecho de dominio, hagan efectiva la función social de la propiedad, subordinando su aprovechamiento a un determinado estatuto jurídico de restricciones y cargas, que configura una especie o categoría muy característica de propiedad: la del suelo urbano. Es por ello que surgen los llamados planes reguladores.

Por lo tanto y ante todo esta definición de planificación debe fijar los fines y objetivos y determinara las prioridades de la acción pública, su función social en utilidad, salubridad, y conservación del patrimonio ambiental, de forma que permita la adopción coordinada de las decisiones estratégicas referentes a la compatibilidad del espacio económico con la calidad de vida, y el bienestar social. Además como lo establece la legislación española la finalidad y atribución de la acción urbanística sobre el régimen del suelo es para procurar que el suelo se utilice en congruencia con la utilidad pública y la función social de la propiedad, garantizando el cumplimiento de las obligaciones y cargas derivadas de las mismas. Además de impedir la desigual atribución de los beneficios y cargas de la planificación entre los propietarios afectados e imponer la justa distribución de los miembros.

· En el texto no se define claramente lo que se entiende por orientar, fomentar, y regular la división del suelo en todo territorio. 

· La planificación física o urbanística constitucionalmente debe supeditarse al Plan Desarrollo Regional en los Gobiernos Regionales y en las municipalidades al marco de sus políticas de desarrollo territorial, Pladeco, funciones consagradas en la Constitución.

· La coordinación intersectorial ya se encuentra consagrada en los Gobiernos Regionales y no en el MINVU.

· La palabra concordancia, debería decir supeditado, iguala el Plan de Desarrollo Regional y Comunal de carácter integral con el Plan Urbanístico de carácter sectorial.

Proposición Alternativa “La Planificación del Territorio o es la expresión espacial de la política económica, social, cultural y ecológica de la sociedad y su medio ambiente. Es a la vez una disciplina científica, una técnica administrativa y una política concebida como una actuación interdisciplinaria y global cuyo objetivo es un desarrollo equilibrado de las regiones y la organización del espacio de acuerdo con unas directrices. Debe ser democrática, global, funcional y prospectiva.”

La planificación territorial debería desprenderse de los conceptos de Ordenamiento territorial y desarrollo territorial los que abarcan temáticas más amplias que las referidas al uso de suelo y que deberían estar supeditadas con el Plan de Desarrollo de nivel regional o comunal. El desarrollo debería ser visto en función del territorio y no a partir de un área como es la regulación urbanística ni sobreponerse este uso del suelo por sobre los otros requerimientos de uso del suelo como lo son los socioeconómicos y productivos.

Nuevo Artículo 27 Bis.- Las presente Ley y de su Ordenanza General determinaran las disposiciones que deberán establecer los instrumentos de planificación urbanística y se entenderán inmediatamente incorporadas en ellos.

Las construcciones y división del suelo en las áreas no reguladas por los instrumentos de planificación urbanística se regirán por las normas de esta Ley y su Ordenanza General.

Observaciones: Se le quitan las atribuciones del Ministerio de Agricultura DFL 294 y al SAG Ley 18755 sobre la división y cambio de uso del suelo. En la Constitución y en las leyes 19.175 y 18.695 que regulan las funciones de los Gobiernos Regionales y de las Municipalidades se establece que la administración del territorio y por lo tanto implícitamente su planificación corresponde cuando se trata de una región a los Gobiernos Regionales y cuando se trata de una comuna a las municipalidades. Estas instituciones son instancias autónomas y descentralizadas, las áreas no reguladas corresponden a las áreas rurales, las cuales son de exclusiva competencia de las municipalidades de acuerdo a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades reformada en este aspecto en el año 1999.

Nuevo Artículo 27 Bis A.- Para los efectos de esta Ley, el territorio en el cual se desarrollara la planificación urbanística se compone de:

· Área Urbana

· Área Rural

Se entenderá por área urbana aquella que se desarrollan al interior de los limites urbanos o de extensión urbana destinada a concentrar las principales actividades urbanas y el funcionamiento de los asentamientos humanos.

Se entenderá por área rural aquella fuera de los limites urbanos o de extensión urbana destinada principalmente a las actividades rurales y usos complementarios a ella.

La fijación de los límites de las áreas urbanas y la delimitación, cuando corresponda, de zonas al interior del área urbana y del área rural, serán establecidas en los Instrumentos de Planificación urbanística de acuerdo a las disposiciones de esta Ley y su Ordenanza General.

Observaciones: Debería existir un área interfase que permitiera controlar las externalidades y mitigaciones que surgen de actividades urbanas y rurales sometidas a distinto rango de uso del suelo, tanto en el suelo, como en el aire (pesticidas agrícolas)y las aguas (separación de canales de regadío, áreas de filtración de aguas lluvias)como amortiguadores de las externalidades de la ciudad y del campo o protectores de la diversidad(corredores de flora y fauna preservando las cuencas) o áreas de recreación y paisaje conformando espacios entre lo construido y el medio agrícola.

Nuevo Artículo 27 Bis B. La planificación urbanística podrá efectuarse mediante las siguientes modalidades susceptibles de ser combinadas:

Por zonificación, cuando se establezcan normas y designación de usos aplicables a áreas o zonas localizadas geográficamente.

Por condiciones, cuando se establezcan condiciones de emplazamiento, requisitos y estándares a cumplir, en función de las características de los distintos tipos de usos de suelo, actividades y proyectos, según corresponda.

Ambas modalidades de planificación deberán sujetarse a las características, condiciones y requisitos de aplicación establecidos en la presente Ley y su Ordenanza General.

Observaciones: No se define con claridad la planificación por condiciones, que requisitos y que estándares, por lo tanto podríamos determinar una planificación por tipología de proyecto y por tipología de usos. Es decir un territorio, una ciudad puede cambiar sus condiciones de acuerdo al propietario o al mercado. ¿Cómo se vela aquí por el bien común y la protección a la propiedad? La Constitución establece que la propiedad puede ser gravada sólo por concepto de utilidad pública sobre la base de una función ambiental y social. ¿Cómo se mide la utilidad pública de un proyecto particular? Esta legislación al estar sobre la ley 19.300 dejaría sin efecto la aplicabilidad de ella. Un Plan Regulador se podría ejecutar por zonificación (la Actual) o por condiciones o ambas modalidades combinadas en sus distintos ámbitos de acción. En las áreas urbanas las condiciones no podrán establecer procedimientos de aprobación, requisitos o exigencias a los proyectos de construcción distintos de los establecidos en su ordenanza general o en otras leyes.

Capítulo II. De los Instrumentos de Planificación Urbanística.

Artículo 28. La planificación urbanística se efectuará en todo el territorio nacional y deberá ser concordante con las políticas y planes de desarrollo establecidas por los distintos niveles de la administración del Estado: Nacional, Regional, y Comunal; y se expresara respectivamente a través de una Política Nacional de Planificación Urbanística y de los siguientes instrumentos de planificación urbanística: Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, según sea el caso, y Plan Regulador Comunal.

Asimismo, complementariamente, podrán existir, en los casos que señala esta ley, Planes Seccionales, Planes de Diseño Urbano y Planes Maestros de Desarrollo Urbano, y sus Planes de Detalle.
Cada instrumento de planificación tendrá un ámbito de competencia propio, en atención al área geográfica que abarca y a las materias que trata, conforme a las disposiciones de este Titulo y de la Ordenanza General; y sus disposiciones deberán ser respetadas e incorporadas por los instrumentos de nivel inferior. La jerarquía entre los Instrumentos de planificación urbanística será la siguiente: Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, según corresponda, y Plan Regulador Comunal.

Los instrumentos de planificación urbanística podrán establecer disposiciones supletorias sobre las materias propias de instrumentos no elaborados de otros niveles territoriales, las que quedaran sin efecto al momento de la aprobación del instrumento faltante. Las normas supletorias no serán imperativas para el nuevo instrumento.

Cuando las disposiciones contenidas en los instrumentos de nivel mayor, en el ámbito que le es propio, constituyan alteraciones a las disposiciones de un instrumento de nivel menor, se entenderán automáticamente incorporadas a estos.

Actual Artículo 28º. La planificación urbana se efectuará en cuatro niveles de acción, que corresponden a cuatro tipos de áreas: nacional, regional, Intercomunal y comunal.

Observaciones: Según el texto propuesto existirían cuatro instrumentos de planificación urbanística en vez de tres como lo señala la proposición del articulo 28. El cuarto está contemplado en él articulo 55 como “Área de desarrollo condicionado”, instrumento de iniciativa privada orientado a la regulación y desarrollo de una nueva área urbana. No se propone un Plan Nacional de desarrollo urbanístico o territorial ni un Plan Interregional como base a este cambio normativo.

“podrán establecer disposiciones supletorias (lo que suple una falta) sobre las materias propias de instrumentos no elaborados de otros niveles territoriales.” .Las Disposiciones supletorias estarían fuera del ámbito de competencia propia del plan, lo que no permitiría realizar un estudio a cabalidad y establecer claramente las condiciones generales del área y sus requerimientos. 

No se define él termino Política Nacional de Planificación Urbanística.
Artículo 28 Bis.- La Ordenanza General podrá establecer exigencias diferenciadas respecto de los contenidos mínimos de cada una de los documentos que componen unos instrumentos de planificación urbanístico para su elaboración o modificación en función de las distintas características y niveles de desarrollo regional, Intercomunal o comunal. 

Observaciones: Las exigencias de los contenidos mínimos en un mismo nivel de acción deben ser iguales ante la ley, pero diferenciadas en los distintos niveles de acción comunal, metropolitano, regional. Este articulo permite una situación de desigualdad ante la ley y posible falta de probidad administrativa.

Artículo 28 Bis A. Durante el proceso de elaboración de los instrumentos de planificación urbanística, como sus modificaciones, se deberán considerar procesos de participación ciudadana en la forma que señale la ordenanza General, sin perjuicio de otras formas de participación que puedan establecer otras leyes especiales. Se deberá mantener a disposición de cualquier interesado los antecedentes que conformen un proyecto de instrumento de planificación urbanística, tanto aquellos vinculados a las instancias anteriores a su aprobación como de aquel que finalmente fuere aprobado.

Asimismo, el organismo encargado de la elaboración del instrumento deberá requerir del informe previo de los distintos organismos de la administración del Estado con competencias en la materia, cuya respuesta deberá ser considerada en la elaboración del respectivo instrumento de planificación urbanístico. Además, deberá mantener un registro de acceso publico en que consten las Observaciones escritas e informes formulados y las respuestas escritas a dichas Observaciones emitidas por el organismo publico correspondiente.

Observaciones: La participación ciudadana es materia de ley ya que el derecho de propiedad es un derecho constitucional que será grabado por el concepto de utilidad pública de la administración regional, comunal. La verdadera participación se establece en la capacidad de tomar decisiones y no solamente con un sistema de consultas no vinculantes. Ejemplo de esta situación es el programa del BID sobre el tema de participación el cual considera una primera etapa de mecanismos de información y aprendizaje y él segundo y más importante, una participación con Mecanismos compartidos de Influencia, Decisión y Control o Participación en el desarrollo. A continuación se explica este sistema:

Antecedentes para una participación social en el desarrollo del Programa Banco Interamericano de Desarrollo.

El Banco Interamericano de Desarrollo diseñó un programa básico para fortalecer alianzas entre la sociedad civil y el Estado. Un marco conceptual de la “Participación en el Desarrollo” cuyo objetivo principal es apoyar el aumento de la competitividad de Chile, la reducción de las desigualdades sociales y regionales y la profundización de la democracia mediante el fortalecimiento de una sociedad más participativa y un Estado más moderno. Esta estrategia también es aplicable al sistema territorial comunal. Este programa surgió después del Informe de Desarrollo Humano (Chile, PNUD, Abril 2000), diagnóstico que ha motivado una búsqueda de una política transversal de participación ciudadana. Como antecedentes generales, el programa establece las siguientes condiciones básicas de participación las que se detallan a continuación:

“La participación en el desarrollo se puede definir como el proceso en el cual las personas y entidades que tienen un interés legitimo ejercen influencia y participan en el control de las iniciativas de desarrollo, en las decisiones y recursos que los afectan esencialmente en el desarrollo sostenible. Si las personas que se comprometen en el proyecto ya están afectadas por él, es más probable que los problemas del desarrollo se enfoquen integralmente y así las soluciones sean más eficaces. Sin embargo, la participación no puede sustituir un diseño apropiado del proyecto desde el punto de vista técnico. En consecuencia, la participación comprende a menudo lo siguiente:

· personas o entidades afectadas en alguna o todas las fases del proyecto.

· promoción del papel de la sociedad civil en los procesos de desarrollo.

· metodologías y técnicas diseñadas para facilitar el proceso.

· toma de decisiones descentralizadas.

· institucionalización de las decisiones descentralizadas.

Beneficios:

· La participación habilita y pone en acción a las personas como actores y supervisores de su propio desarrollo.

· Mejora el diseño del proyecto al reducir el costo de la obtención de datos sobre los factores ambientales, sociales y culturales, así como las necesidades y prioridades de los actores claves del proyecto.

· Un proceso participativo ayuda a resolver conflictos al crear una base común y de negociación entre los interesados y sobre todo en las primeras fases del proyecto.

· Son una oportunidad para el aprendizaje social e innovación lo que favorece el compromiso con los cambios sociales.

· Fortalece a las instituciones locales en su capacidad administrativa, autogestión, confianza, responsabilidad y acceso a los recursos.

Jerarquía de Mecanismos de Participación: 

Mecanismos de Información y aprendizaje: condiciones previas para la participación en el desarrollo más bien que elementos de la participación misma. Permite informar a la sociedad civil y a las personas interesadas sobre las estrategias y planes de desarrollo y obtener respuestas de los mismos. Las personas interesadas desarrollan una comprensión de la situación, expresan las prioridades creando con esto un marco participativo que favorece el diseño del proyecto. En esta etapa se debe contemplar:

· Mecanismos para compartir información (difusión de materiales, seminarios de información, prestaciones, reuniones públicas

· Mecanismo de consulta reuniones de consulta, visitas y entrevistas sobre el terreno en diferentes fases.

· Mecanismos conjuntos de evaluación; se considera aquí el monitoreo y evaluación participativa, evaluaciones realizadas por la comunidad.
Mecanismos compartidos de Influencia, Decisión y Control: Participación en el desarrollo.

· Mecanismos conjuntos de tomas de decisiones(técnicas de planificación participativa, talleres, retiros para discutir posiciones, prioridades, reuniones para resolver conflictos, crear acuerdos.)

· Mecanismos de Colaboración (formación de comités, consejeros, personas interesadas, formación de grupos conjuntos, grupos de tareas, trabajo conjunto con los grupos usuarios, organizaciones intermedias, responsabilidad en la ejecución.

· Mecanismos de Definición de Poder (desarrollo de capacidades, fortalecimiento, transferencia y autogestión, apoyo de nuevas iniciativas).

Se realizan ciertas recomendaciones como:

· Promover la consulta sistemática de las organizaciones no gubernamentales y los grupos de base de cada región.

· Promover mayor flexibilidad en la ejecución de los proyectos.

· Garantizar que las lecciones aprendidas en la evaluación y monitoreo especialmente la retroalimentación de los beneficiarios, se usen para enriquecer la identificación y preparación de nuevos proyectos.

· Crear comités de representantes de la comunidad para mejorar la preparación de proyectos, la recolección de datos, la evaluación y el monitoreo.

· Seguir evaluando los resultados por el impacto producido en el proceso de desarrollo.

· Preparar guías sobre los métodos de participación y consulta a la comunidad. 

Este sistema presenta que la participación es real cuando se involucra toma de decisiones en los distintos ámbitos de acción. Se debe establecer un sistema de participación ciudadana vinculante o recomendativa en la planificación comunal e Intercomunal. 

Artículo 28 Bis B: Cuando se requiera efectuar modificaciones a los Instrumentos de Planificación urbanística referidas a la totalidad o parte del territorio regulado y a todas o sólo algunas de las temáticas y contenidos propios del instrumento, el procedimiento de modificación será idéntico al de aprobación del instrumento que se modifica, con excepción de lo previsto en los artículos 43° Bis y 43° Bis A de esta Ley.

Los actos administrativos que promulguen la aprobación o modificación de un instrumento de planificación urbanístico, deberán publicarse en el Diario Oficial junto con la respectiva Ordenanza, cuando la contengan. En el caso del Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, se publicara la resolución promulgada por el Intendente respectivo. Los planos y la Ordenanza correspondiente se archivaran en los Conservadores de Bienes Raíces respectivos, en la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en la Secretaria Regional del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respectiva, en el Gobierno Regional y en las municipalidades correspondientes. Tratándose del Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, se archivará la Memoria y los Planos respectivos en los organismos señalados en este artículo.

Observaciones: Él artículo 43 Bis A no existe en el texto del mensaje Presidencial por lo que se desconoce todos sus alcances. Con respecto al procedimiento de modificación del instrumento territorial el procedimiento será idéntico al de aprobación, sin excepciones ya que una modificación es una alteración importante al documento original el cual norma el derecho de la propiedad. 

Articulo 28 Bis C.- No obstante lo señalado en él articulo anterior, en los casos que sea necesario detallar o precisar los trazados y delimitaciones de zonas establecidas en los instrumentos de planificación urbanística, podrán elaborarse Planos de Detalle. Los Planos de Detalle serán elaborados por el mismo organismo público encargado de la elaboración del instrumento que se detalla y aprobados por el Gobierno Regional o la municipalidad según corresponda, previo informe de los organismos públicos competentes, de conformidad con el procedimiento establecido en la Ordenanza General. Los organismos públicos consultados deberán emitir sus pronunciamientos en un plazo de 30 días desde la fecha en que reciban la consulta respectiva. En el evento que no se pronuncien en dicho plazo, se entenderá que aprueban la propuesta de Plano de Detalle.

Observaciones: Los Planos de Detalle deben acompañar el Instrumento de Planificación al momento de su ejecución y no ejecutarse posteriormente a la fecha de promulgación del Instrumento rector, a no ser que queden claramente establecido en la Memoria del Plan las características completas de los Planos de Detalle.

Actual Artículo 29º. Corresponderá al Ministerio de la Vivienda y Urbanismo la planificación del desarrollo urbano a nivel nacional. Le corresponderá, asimismo, a través de la Ordenanza General de la presente ley, establecer normas específicas para los estudios, revisión, aprobación y modificaciones de los instrumentos legales a través de los cuales se aplique la planificación urbana en los niveles antes señalados.

Estos instrumentos, sancionados por la autoridad correspondiente, tendrán fuerza legal en su aplicación, incluso para las reparticiones públicas.

Observaciones: no modificado

De la Planificación Regional de Desarrollo Urbanístico

Artículo 30. Se entenderá por Planificación Regional de Desarrollo urbanístico aquella que orienta, fomenta y regula el desarrollo de las construcciones y división del suelo en el territorio de la región, en concordancia con las políticas y planes de desarrollo definidos por el Gobierno Regional y las políticas y planes de los distintos órganos de la administración del estado, con competencia en estas materias.

Actual Artículo 30º. Se entenderá por Planificación Urbana Regional aquella que orienta el desarrollo de los centros urbanos de las regiones.

Observaciones: El Gobierno Regional no tiene atribuciones para el desarrollo urbanístico pero si tiene como función observar como principio básico el desarrollo armónico y equitativo del territorio tanto en aspectos de desarrollo económico, como social y cultural e inspirarse en principios de equidad, eficiencia y eficacia en la asignación y utilización de recursos públicos y en la efectiva participación de la comunidad regional y en la preservación y mejoramiento del medio ambiente. El Plan de Desarrollo Urbanístico está supeditado a la Estrategia Regional de Desarrollo al Plan de Desarrollo Regional competencia del Gobierno Regional. Se estaría produciendo una duplicidad de planes, en vez de unificar instancias rectoras del territorio regional, el Plan Desarrollo Regional y el Plan de Desarrollo Urbanístico.

Artículo 31. El Plan Regional de Desarrollo Urbanístico fijará lineamientos orientadores y condiciones para la estructuración y utilización urbana del territorio regional, el sistema de centros poblados y sus relaciones, y para la formulación de los instrumentos de planificación urbanística de nivel intercomunal o metropolitano, según sea el caso y comunal, en conformidad a lo que establezcan los distintos organismos de la administración del Estado con competencias en la materia. El Plan Regional de Desarrollo Urbanístico deberá identificar y/o establecer:

1) Los centros poblados existentes. 

2) Las zonas de restricción por riesgo.

3) Las zonas de protección del patrimonio arqueológico-cultural.

4) La infraestructura existente.

5) Las áreas de protección y conservación de recursos naturales que, comprenderán las unidades que integran el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado, las Zonas Húmedas declaradas de Importancia Internacional y las unidades de conservación que se creen en virtud de lo dispuesto en el artículo 35 de la Ley N° 19.300, todas las cuales se regirán exclusivamente por las normas que se establezcan en sus respectivos planes de manejo o en el instrumento que las creó. Cuando la autoridad competente cree un área de las señaladas precedentemente, la misma se entenderá automáticamente incorporada a los instrumentos de planificación correspondientes.

6) Las áreas de uso preferente agrícola, que serán definidas a proposición del Secretario Regional Ministerial de Agricultura correspondiente, teniendo en consideración los siguientes parámetros: políticas agrícolas nacionales y regionales, demanda interna y externa por productos agrícolas, capacidad de uso de los suelos, productividad y diversificación productiva de los mismos; condiciones climáticas; disponibilidad y calidad de las aguas de riego; ausencia de actividades contaminantes; inversiones efectuadas por los particulares y por el Estado en el sector, infraestructura productiva y vial existente y desarrollo tecnológico productivo existente.

7) Las condiciones relativas a la ejecución de estudios específicos para el desarrollo de las actividades, que de acuerdo a esta Ley, podrán emplazarse en dichas zonas y áreas, cuando éstos se requieran.

8) Las condiciones para el emplazamiento de las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado conforme a lo establecido en el artículo 55º Bis de esta Ley. 

9) Las condiciones para la localización de los accesos a los Bienes Nacionales de Uso Público, con excepción de los caminos públicos que se rigen por lo dispuesto por el Decreto con Fuerza de Ley N° 850 del año 1997, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Caminos.

La Ordenanza General establecerá los parámetros para la determinación de las zonas, áreas y condiciones antes mencionadas y los requisitos de utilización y emplazamiento de actividades en ellas, previa consulta a los organismos públicos involucrados en cada caso, cuya respuesta deberá ser considerada en las disposiciones correspondientes de la Ordenanza General.

Actual Artículo 31º. La Planificación Urbana Regional se realizará por medio de un Plan Regional de Desarrollo Urbano, que fijará los roles de los centros urbanos, sus áreas de influencia recíproca, relaciones gravitacionales, metas de crecimiento, etc.

Observaciones: El Plan Regional de Desarrollo Urbanístico se define como un instrumento de carácter referencial a(relación o semejanza de una cosa respecto de otra) para los instrumentos de menor jerarquía sin embargo en el documento Política Nacional para el Desarrollo Regional MIDEPLAN establece que el Plan Regional es un instrumento indicativo (da a entender o significar una cosa con indicios o señales) 

En el texto no se aclara cuales son las condiciones para la estructuración y utilización urbana del territorio regional. (Es de considerar que el patrimonio construido y el espacio publico son considerados elementos que estructuran la ocupación del territorio)

En el numeral 7 se establecen situaciones de mayor vaguedad ”las condiciones relativas a la ejecución de estudios específicos para el desarrollo de las actividades.” La palabra condición se define como acontecimiento incierto que influye en la resolución de ciertos actos o de sus consecuencias, y la palabra relativa se define como la que no es precisa para la validación de un hecho. Es decir sin condiciones, el desarrollo de actividades y su emplazamiento en áreas territoriales. Sus disposiciones no se refieren al uso del suelo, localización de servicios etc., sino a las condiciones del desarrollo de las construcciones y la división del suelo.

La Constitución Política establece que “solo la Ley puede establecer las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social que comprende los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad y la salubridad publica y la conservación del patrimonio ambiental. Por lo tanto ante todo este plan debe fijar los fines y objetivos y determinara las prioridades de la acción pública en utilidad, salubridad, y conservación del patrimonio ambiental, de forma que permita la adopción coordinada de las decisiones estratégicas referentes a la compatibilidad del espacio económico con la calidad de vida, y el bienestar social.

La finalidad y atribución de la acción urbanística sobre el régimen del suelo es para procurar que el suelo se utilice en congruencia con la utilidad pública y la función social de la propiedad, garantizando el cumplimiento de las obligaciones y cargas derivadas de las mismas. Además de impedir la desigual atribución de los beneficios y cargas de la planificación entre los propietarios afectados e imponer la justa distribución de los miembros. En esta planificación por condiciones a nivel regional no se aclara la utilidad publica y la función social de la propiedad que delimita el contenido las facultades urbanísticas condicionando su ejercicio. No se delimita el contenido que va ser condicionado.

En este plan se debe considerar la participación de los Municipios en su elaboración. (Convenios Internacionales de participación ciudadana suscritos por Chile con otras Naciones, MIDEPLAN Bases Política Nacional de Desarrollo Regional, etc.)

Las áreas de uso preferentemente agrícola deben ser definidas por el Ministerio de Agricultura de acuerdo a las atribuciones, acciones y funciones dadas por las siguiente legislaciones: DFL-294 que otorga a este ministerio, la conservación, protección y acrecentamiento de los recursos naturales renovables, el DL 3557 que establece disposiciones sobre la protección agrícola, la ley 18755 que contribuye al desarrollo agropecuario del país, la Ley 18348 que trata las materias de catastro de recursos naturales, tuición y administración de los parques nacionales reservas forestales y la Ley 18378 de los programas de conservación de predios agrícolas ubicados en áreas erosionadas.

La Política y Plan de Desarrollo Regional le corresponde al Intendente Regional formularlo y llevarlo a cabo por lo tanto el Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, instrumento sectorial, debe someterse a estos instrumentos de carácter integral y considerar además la armonización de las políticas económicas, sociales y ambientales en el territorio para el mejoramiento equitativo de la calidad de vida de los chilenos.

Artículo 32. La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo actuará como Secretaría Técnica para la elaboración de la propuesta del Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, con la participación de las Secretarías Regionales Ministeriales de Agricultura, Bienes Nacionales, Obras Públicas y Transportes y Telecomunicaciones, Planificación y Cooperación, la Comisión Nacional del Medio Ambiente, y de los demás órganos de la administración del estado con competencia en la materia Asimismo, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá consultar a las Municipalidades cuyas comunas se emplacen en la región respectiva. Las Municipalidades y demás organismos públicos consultados deberán emitir sus pronunciamientos en un plazo de 30 días desde la fecha en que la Secretaria Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo les consulte, los que deberán ser considerados y debidamente ponderados en la elaboración de la propuesta del Plan Regional de Desarrollo Urbanístico respectivo. En la eventualidad que existan discrepancias entre los organismos públicos consultados y la Secretaria Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, el Intendente deberá resolver sobre estas discrepancias previo envío de la propuesta al Gobierno Regional para su aprobación.
El Plan Regional de Desarrollo Urbanístico estará compuesto por os siguientes documentos:

1) Una memoria, que contendrá: a. Diagnóstico; b. Objetivos y metas.
2) Una ordenanza, que contendrá las condiciones relativas a los aspectos que en esta ley se indican.

3) Los planos que corresponda.

Actual Artículo 32º. El Plan Regional de Desarrollo Urbano será confeccionado por las Secretarías Regionales del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, de acuerdo con las políticas regionales de desarrollo socio-económico.

Observaciones: La definición de lineamientos estratégicos, formulación y elaboración del Plan del territorio regional le compete al respectivo Gobierno Regional. Dicho plan deberá ajustarse a la respectiva Estrategias Regional de Desarrollo y ser concordantes con los Planes de Desarrollo de la región. La SEREMI de Vivienda no tiene atribuciones de coordinación de las autoridades nacionales intercomunales y comunales, es un organismo sectorial y en este caso se requiere tener atribuciones multisectoriales. La Secretaria Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo podrá actuar como confeccionadora según lo determine el Gobierno Regional respectivo y MIDEPLAN de acuerdo a DTO-291 actuara como secretaria técnica a petición del Gobierno Regional actuando en conjunto con los aportes técnicos correspondientes de las Secretarias Regionales Ministeriales de Agricultura, Bienes Nacionales, Obras Públicas y Transportes y telecomunicaciones, la Comisión Nacional del Medio Ambiente y de los demás órganos de la administración del estado competentes, los que deberán elaborar e informar técnicamente en lo que corresponda a materias propias de su competencia. Asimismo, se deberá consultar con las municipalidades cuyas comunas se emplacen en la región respectiva.

El Gobierno Regional respectivo definirá el organismo encargado que deberá mantener un registro de acceso público respecto de todas las Observaciones escritas efectuadas por los órganos de la administración del estado o particulares durante el proceso de elaboración y aprobación del plan físico o urbanístico. En caso de producirse una difícil armonización entre los distintos sectores que aportan materias técnicas deberán ser presentadas distintas opciones al Gobierno Regional para que este sancione. Para asegurar la congruencia entre las políticas y planes nacionales y regionales, el Ministerio de Planificación y Cooperación asistirá técnicamente a cada Gobierno Regional en la supervisión de los correspondientes instrumentos, emitiendo a solicitud del Gobierno Regional, los informes pertinentes. (Art.16 DTO- 291)de acuerdo a las políticas definidas en el marco de estrategia regional de desarrollo.

Se debe además considerar que DL 575 y 573 crean la Secretaria Regional de Planificación y Coordinación (herederas de las Oficinas Regionales de Planificación) integrada al sistema nacional de planificación, la que servirá como organismo asesor, coordinador y secretaria del Intendente Regional (DL-573 Art. 9 y DL_575 Art.6. Los Secretarios Regionales Ministeriales son sectoriales ya que solamente ejecutan las políticas regionales de su sector y coordinan las labores de su servicio de acuerdo con las instrucciones del Intendente Regional. Art.16- DL-575 y D.S.N°397 de 1976.

Además, al Intendente le corresponde coordinar, supervigilar o fiscalizar según corresponda a los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región para la ejecución de políticas, planes, y proyectos de desarrollo regional. Por lo tanto la participación y coordinación con las autoridades nacionales y comunales es materia de su competencia.

Artículo 33. Una vez elaborado el Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo lo remitirá al Gobierno Regional para su aprobación. El Plan Regional de Desarrollo Urbanístico será aprobado por el Consejo Regional respectivo y promulgados por el Intendente.
El Plan Regional de Desarrollo Urbanístico deberá ser evaluado y actualizados al menos cada 10 años.

Actual Artículo 33. Los planes regionales de desarrollo urbano serán aprobados por el consejo regional y promulgados por el intendente respectivo, debiendo sus disposiciones incorporarse en los planes reguladores metropolitanos, intercomunales y comunales.
Observaciones: Este plan debe ser sometido a la evaluación de impacto ambiental de acuerdo a la ley 19.300 y considerar la participación vinculante de los municipios en el proceso.

Párrafo 3º. De la Planificación Urbanística Intercomunal

Artículo 34º. “Se entenderá por Planificación Urbanística Intercomunal aquella que orienta, fomenta y regula el desarrollo de las construcciones y división de suelo en las áreas urbanas y rurales de dos o más comunas, o de parte de ellas, que por sus relaciones se integran en una unidad urbana.
Cuando esta unidad sobrepase los 500.000 habitantes, le corresponderá la categoría de área metropolitana para los efectos de su planificación..

La Planificación Urbanística Intercomunal se realizará por medio del Plan Regulador Intercomunal o del Plan Regulador Metropolitano, en su caso, los que deberán respetar las condiciones establecidas en el Plan Regional de Desarrollo Urbanístico.

El Plan Regulador Intercomunal y el Plan Regulador Metropolitano, en su caso, incluirán en las áreas urbanas, disposiciones normativas y relativas a:

1) Los límites de extensión urbana, para los efectos de diferenciar el área urbana y de extensión urbana del resto del territorio, que se denominará área rural, con sus respectivas normas. Podrán existir indistintamente a las áreas de extensión urbana, “áreas de extensión urbana condicionada” para la localización de Proyectos Urbanos Condicionados. En estos territorios, este instrumento de planificación urbano territorial deberá establecer disposiciones relativas a la vialidad estructurante, las áreas de riesgo y de protección y condiciones de superficies mínimas y máximas en las cuales se podrán materializar los Proyectos Urbanos Condicionados. Dichas superficies no podrán ser inferiores a 5 hectáreas ni superiores a 50 hectáreas. Con todo, cuando se trate de Proyectos Urbanos Condicionados destinados a viviendas sociales, la superficie mínima será de 5 hectáreas, aún cuando el Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano establezca superficies mayores.

2) La determinación de relaciones viales, mediante el trazado de vías expresas y troncales.

3) La fijación de densidades promedio, preferentemente diferenciadas por comuna, para la elaboración o modificación de los Planes Reguladores Comunales.

4) La determinación de áreas verdes de nivel intercomunal.

5) Las condiciones para la localización de infraestructura de nivel intercomunal y la protección de los distintos tipos de infraestructura existentes.

6) Las condiciones para la localización de industrias molestas.

7) La determinación de las áreas de riesgo, de protección ambiental y recursos naturales y, del patrimonio cultural.

Asimismo, en el área rural deberá definir:

1) El límite del territorio normado por el Plan.

2) Las condiciones para las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado de conformidad a lo señalado en el artículo 55º Bis de esta Ley. 

3) Las condiciones para la localización de industrias peligrosas, dañinas y molestas.

4) Las áreas de uso preferente agrícola, las zonas de protección de los distintos tipos de infraestructura existentes, de conservación de recursos naturales y de restricción por riesgo que se encuentren establecidas en el Plan Regional de Desarrollo Urbanístico de conformidad a lo preceptuado en el artículo 31º de esta Ley o, la definición de éstas áreas o zonas cuando no se encuentren establecidas en dicho Plan Regional.

5) Las condiciones para la localización de los accesos a los Bienes Nacionales de Uso Público, con excepción de los caminos públicos, los que se rigen por lo dispuesto por el Decreto con Fuerza de Ley Nº 850 del año 1997, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Caminos.

6) La determinación de las áreas de protección del patrimonio cultural.

Actual Artículo 34º. Se entenderá por Planificación Urbana Intercomunal aquella que regula el desarrollo físico de las áreas urbanas y rurales de diversas comunas que, por sus relaciones, se integran en una unidad urbana.

Cuando esta unidad sobrepase los 500.000 habitantes, le corresponderá la categoría de área metropolitana para los efectos de su planificación.

La Planificación Urbana Intercomunal se realizará por medio del Plan Regulador Intercomunal o del Plan Regulador Metropolitano, en su caso, instrumentos constituidos por un conjunto de normas y acciones para orientar y regular el desarrollo físico del área correspondiente.

Las disposiciones de los artículos siguientes, referentes al Plan Regulador Intercomunal, regirán igualmente para los Planes Reguladores Metropolitanos.

Observaciones: La misma observación que para él articulo N°32 ya que el Plan Intercomunal debe obedecer al Plan Regional de Desarrollo y además se debe establecer una coordinación entre los municipios afectados. La determinación de las áreas de extensión urbana o las áreas de extensión urbana condicionada para la localización de Proyectos Urbanos Condicionados requiere de la participación de los distintos actores institucionales y administrativos, rol que le compete al Gobierno Regional, por la complejidad de situaciones como evitar una conurbación, graduar las áreas agrícolas por el impacto de las áreas urbanas en su funcionamiento, etc.

En el área urbana se establecen las siguientes normativas:

1) Un limite de extensión urbana, diferenciara el área urbana y de extensión urbana del resto del territorio rural En las áreas de extensión urbana(con categoría de áreas urbanas) podrán existir áreas de Extensión Urbana Condicionada donde se localizaran los Proyectos Urbano Condicionado o PUC. Este instrumento establece condiciones relativas o vagas de vialidad, de áreas de riesgo y de protección, superficies mínimas de no menos de 5 HA y máximas de 50 HA de los PUC y en caso de viviendas sociales solo de 5 HA.. Estas son áreas dormitorios que gestaran externalidades por traslado a fuentes laborales ya que no son autosuficientes.

2) Trazado de vías expresas y troncales, proceso que se realiza actualmente en los planes intercomunales.

3) Fijación de densidades promedio por comuna, proceso que se realiza actualmente en la planificación.

4) Determinación y no fijación de áreas verdes intercomunales, Áreas vitales para el desarrollo de la vida urbana, por lo que se debe establecer normativa de protección a ellas y fijar sus limites.

5) Condiciones para localización de infraestructura intercomunal, aspectos vagos y no definidos. 

6) Condiciones para localización de industrias molestas. Este tipo de industria por los conflictos que gestan en su medio ambiente debe ser fijada en este plan.

7) Determinación de áreas de riesgo, de protección ambiental y recursos naturales y patrimonio cultural. No se considera la evaluación de los ecosistemas o capacidad de carga del medio ambiente, no haciéndose cargo del desarrollo rural.

En el área rural se definen:

i) Limite del territorio normado.

ii) Las condiciones para las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado de superficie mínima de 100 ha instrumento de planificación privada ( definidas en el nuevo Art. 55),

iii) Condiciones para industrias peligrosas. Se deben establecer normativas sobre industrias peligrosas y su instalación. 

iv) Áreas de uso preferente agrícola, acotadas por la Secretaria Ministerial de Agricultura.

v) Condiciones para acceso a Bienes Nacionales de Uso Publico

vi) Determinación áreas de protección de patrimonio cultural.

No se abordan las áreas de uso turístico y en general no se acotan las condiciones de localización.

Artículo 35º. - El Plan Regulador Intercomunal estará compuesto por los siguientes documentos:

· Una memoria explicativa, que contendrá los objetivos, metas y programas de acción;

· Una Ordenanza, que contendrá las disposiciones reglamentarias pertinentes, y

· Los planos que expresen gráficamente las disposiciones del Plan. 

Para los efectos de su aprobación, modificación y aplicación, estos documentos constituyen un solo cuerpo legal.

Actual Artículo 35º.El Plan Regulador Intercomunal estará compuesto de:

· Una memoria explicativa, que contendrá los objetivos, metas y programas de acción;

· Una Ordenanza, que contendrá las disposiciones reglamentarias pertinentes, y

· Los planos, que expresen gráficamente las disposiciones sobre zonificación general, equipamiento, relaciones viales, áreas de desarrollo prioritario, límites de extensión urbana, densidades, etc.

Para los efectos de su aprobación, modificación y aplicación, estos documentos constituyen un solo cuerpo legal.

Artículo 36º. El Plan Regulador Intercomunal será elaborado por la Secretaría Regional de Vivienda y Urbanismo, con consulta a las Municipalidades correspondientes y la participación de las Secretarías Regionales Ministeriales de Agricultura, Bienes Nacionales, Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, Planificación y Cooperación, la Comisión Nacional del Medio Ambiente, y de los demás organismos públicos competentes. Asimismo durante el proceso de elaboración se deberá cumplir con los procedimientos de participación de la ciudadanía, la comunidad organizada y el sector privado que establezca la Ordenanza General.

Elaborado un Plan Regulador Intercomunal, las Municipalidades respectivas deberán pronunciarse sobre dicho Plan dentro de un plazo de 60 días, contados desde su conocimiento oficial, vencido el cual la falta de pronunciamiento será considerado como aprobación.

Previa autorización de la Secretaría Regional correspondiente, un grupo de Municipalidades afectas a relaciones intercomunales podrán confeccionar directamente un Plan Regulador Intercomunal, el que deberá ser aprobado por dicha Secretaría, con consulta a los organismos fiscales que estime necesario, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente.

Actual Artículo 36º. El Plan Regulador Intercomunal será confeccionado por la Secretaría Regional de Vivienda y Urbanismo, con consulta a las Municipalidades correspondientes e Instituciones Fiscales que se estime necesario, sin perjuicio de las normas especiales que se establezcan para el Área Metropolitana.

Elaborado un Plan Regulador Intercomunal, las Municipalidades respectivas deberán pronunciarse sobre dicho Plan dentro de un plazo de 60 días, contados desde su conocimiento oficial, vencido el cual la falta de pronunciamiento será considerado como aprobación.

Previa autorización de la Secretaría Regional correspondiente, un grupo de Municipalidades afectas a relaciones intercomunales podrán confeccionar directamente un Plan Regulador Intercomunal, el que deberá ser aprobado por dicha Secretaría, con consulta a los organismos fiscales que estime necesario, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente.

Observaciones: La Secretaria Regional Ministerial y Urbanismo no tiene atribuciones para coordinar instancias comunales, ni territoriales o intersectoriales. Su acción es sectorial como lo define su reglamento orgánico de” planificar la actividad regional en materia habitacional” Articulo 2 letra c D.S. N°397.

Artículo 37º. Los Planes Reguladores Intercomunales o Metropolitanos según sea el caso, serán aprobados por el Consejo Regional respectivo y promulgados por el Intendente, y sus disposiciones, dentro del ámbito de competencia, serán obligatorias en la elaboración de los Planes Reguladores Comunales.

Actual Artículo 37º. 
Los Planes Reguladores Intercomunales serán aprobados por decreto supremo del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, dictado por orden del Presidente de la República, previa autorización del Intendente respectivo, y sus disposiciones serán obligatorias en la elaboración de los Planes Reguladores Comunales 

Artículo 38º. 
Las disposiciones de los Planes Reguladores Intercomunales, que constituyan alteraciones a las disposiciones de los Planes Reguladores Comunales existentes, se entenderán automáticamente incorporadas a éstos como modificaciones.

Actual Artículo 38º. Las disposiciones de los Planes Reguladores Intercomunales, que constituyan alteraciones a las disposiciones de los Planes Reguladores Comunales existentes, se entenderán automáticamente incorporadas a éstos como modificaciones.

En las comunas que carezcan de Plan Regulador Comunal harán los efectos de tal las disposiciones del Plan Regulador Intercomunal, sin perjuicio de la exigencia establecida en la letra a) del artículo 47º.

Artículo 39º. Las Secretarías Regionales del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo calificarán en cada caso:

· Las áreas sujetas a Planificación urbanística Intercomunal;

· Las comunas que, para los efectos de la confección del Plan Regulador Comunal, estén sujetas a la aprobación previa del Plan Regulador Intercomunal.

Actual Artículo 39º. Las Secretarías Regionales del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo calificarán en cada caso:

· Las áreas sujetas a Planificación Urbana Intercomunal;

· Las comunas que, para los efectos de la confección del Plan Regulador Comunal, estén sujetas a la aprobación previa del Plan Regulador Intercomunal.

Artículo 40º. Las Secretarías Regionales del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo podrán designar comisiones para asesorar en los estudios de la Planificación urbanística Intercomunal y, posteriormente, coordinar la programación y realización de los mismos a través de los planes de obras estatales y municipales.

En las áreas metropolitanas la Secretaría Regional del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo podrá asesorar a las Juntas de Alcaldes que se organicen para el estudio y resolución de problemas comunes a varios municipios, y que se aborden en la forma dispuesta en la Ley Orgánica de Municipalidades.

Actual Artículo 40º. - Las Secretarías Regionales del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo podrán designar comisiones para asesorar en los estudios de la Planificación Urbana Intercomunal y, posteriormente, coordinar la programación y realización de los mismos a través de los planes de obras estatales y municipales.

En las áreas metropolitanas la Secretaría Regional del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo podrá asesorar a las Juntas de Alcaldes que se organicen para el estudio y resolución de problemas comunes a varios municipios, y que se aborden en la forma dispuesta en la Ley Orgánica de Municipalidades.

Observaciones: estas atribuciones pertenecen al Gobierno Regional. La Secretaria adquiriría un rol de Ministerio.

Párrafo 4º. De la Planificación Urbana Comunal. 

Artículo 41. Se entenderá por Planificación urbanística comunal aquella que orienta, fomenta y regula el desarrollo de las construcciones y división del suelo en el territorio comunal, en especial de sus centros poblados y sus sistemas de espacios públicos, la cual deberá ser concordante con el Plan de Desarrollo Comunal.

La planificación urbanística comunal se materializará por medio del Plan Regulador Comunal, el cual, atendidos los niveles de desarrollo de la comuna que se norma, podrá establecer algunas o la totalidad de las disposiciones que a continuación se indican, de conformidad a lo que determine la Ordenanza General:

1) La estructuración del sistema de centros poblados y sus límites urbanos.

2) En los casos en que no exista Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, según corresponda, el Plan Regulador Comunal podrá fijar los “límites de las Áreas de Extensión Urbana Condicionada” para la localización de los Proyectos Urbanos Condicionados. En estos territorios este instrumento de planificación urbanístico deberá establecer disposiciones relativas a la vialidad estructurante, las áreas de riesgo y de protección y condiciones de superficies mínimas y máximas en las cuales se podrán materializar los Proyectos Urbanos Condicionados. Dichas superficies no podrán ser inferiores a 5 hectáreas ni superiores a 50 hectáreas. Con todo cuando se trate de Proyectos Urbanos Condicionados destinados a viviendas sociales, la superficie mínima será de 5 hectáreas, aún cuando el Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano establezca superficies mayores.

3) Las disposiciones para la ocupación del territorio urbano comunal y/o a la zonificación de las diversas actividades que se desarrollen en él, incluido el subsuelo urbano, los estacionamientos, el equipamiento, las áreas verdes y demás disposiciones aplicables a las construcciones y al espacio urbano que determine la Ordenanza General.

4) Los usos de suelo, las normas urbanísticas y demás aspectos urbanísticos aplicables a las zonas o subzonas del territorio comunal.

5) Condiciones para la ocupación o zonificación de las áreas de riesgo y de protección, cuando existan estudios fundados.

6) Jerarquización de la infraestructura vial estructurante del territorio urbano comunal, de las vías colectoras y de servicio y su relación con las vías expresas y troncales definidas en la planificación urbanística intercomunal.

7) En el área rural, establecerá las condiciones, cuando no hubieren sido definidas en un instrumento de mayor jerarquía para:

7.1. La localización de los accesos a los bienes nacionales de uso público;

7.2. La localización de industrias peligrosas.”

Actual Artículo 41º. - Se entenderá por Planificación Urbana Comunal aquella que promueve el desarrollo armónico del territorio comunal, en especial de sus centros poblados, en concordancia con las metas regionales de desarrollo económico-social.

La planificación urbana comunal se realizará por medio del Plan Regulador Comunal.

El Plan Regulador es un instrumento constituido por un conjunto de normas sobre adecuadas condiciones de higiene y seguridad en los edificios y espacios urbanos, y de comodidad en la relación funcional entre las zonas habitacionales, de trabajo, equipamiento y esparcimiento.

Sus disposiciones se refieren al uso del suelo o zonificación, localización del equipamiento comunitario, estacionamiento, jerarquización de la estructura vial, fijación de límites urbanos, densidades y determinación de prioridades en la urbanización de terrenos para la expansión de la ciudad, en función de la factibilidad de ampliar o dotar de redes sanitarias y energéticas, y demás aspectos urbanísticos.

Observaciones: no se plantean principios de habitabilidad ni de sustentabilidad del territorio

Artículo 42º. El Plan Regulador Comunal estará compuesto por los siguientes documentos:

a)
Una Memoria explicativa, que contendrá los antecedentes socio-económicos; los relativos a crecimiento demográfico, desarrollo industrial y demás antecedentes técnicos que sirvieron de base a las proposiciones, y los objetivos, metas y prioridades de las obras básicas proyectadas;

b)
Un estudio de factibilidad para ampliar o dotar de agua potable y alcantarillado, en relación con el crecimiento urbano proyectado, estudio que requerirá consulta previa al Servicio Sanitario correspondiente de la Región;

c)
Una Ordenanza Local que contendrá las disposiciones reglamentarias pertinentes, y

d)
Los planos, que expresan gráficamente las disposiciones sobre uso de suelo, zonificación, equipamiento, relaciones viales, límite urbano, áreas prioritarias de desarrollo urbano, etc..

Para los efectos de su aprobación, modificación y aplicación, estos documentos constituyen un solo cuerpo legal.

La Ordenanza General podrá establecer exigencias diferenciadas respecto de los contenidos mínimos de cada uno de los documentos del Plan regulador Comunal y sus modificaciones de conformidad a lo preceptuado en el artículo 28 Bis.
Actual Artículo 42º.El Plan Regulador Comunal estará compuesto de:

a)
Una Memoria explicativa, que contendrá los antecedentes socio-económicos; los relativos a crecimiento demográfico, desarrollo industrial y demás antecedentes técnicos que sirvieron de base a las proposiciones, y los objetivos, metas y prioridades de las obras básicas proyectadas;

b)
Un estudio de factibilidad para ampliar o dotar de agua potable y alcantarillado, en relación con el crecimiento urbano proyectado, estudio que requerirá consulta previa al Servicio Sanitario correspondiente de la Región;

c)
Una Ordenanza Local que contendrá las disposiciones reglamentarias pertinentes, y

d)
Los planos, que expresan gráficamente las disposiciones sobre uso de suelo, zonificación, equipamiento, relaciones viales, límite urbano, áreas prioritarias de desarrollo urbano, etc.

Para los efectos de su aprobación, modificación y aplicación, estos documentos constituyen un solo cuerpo legal.

Observaciones: La Ordenanza General no puede establecer exigencias diferenciadas de los contenidos mínimos de los documentos ya que son contenidos básicos para la elaboración de un Plan Regulador que será sometido a exposición ciudadana con transparencia en la gestión e información de acuerdo a la Ley de Probidad.

Artículo 43. - El procedimiento para la elaboración y aprobación de los planes reguladores comunales se regirá por lo dispuesto en los incisos siguientes.

El proyecto de plan regulador comunal será preparado por la municipalidad respectiva. Elaborado el proyecto, el concejo comunal, antes de iniciar su discusión, deberá:

1.
Informar a los vecinos, especialmente a los afectados, acerca de las principales características del instrumento de planificación propuesto y de sus efectos, lo que se hará de acuerdo con lo que señale la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

2.
Realizar una o más audiencias públicas en los barrios o sectores más afectados para exponer el proyecto a la comunidad, en la forma indicada en la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.

3.
Consultar la opinión del consejo económico y social comunal, en sesión citada expresamente para este efecto.

4.
Exponer el proyecto a la comunidad, con posterioridad a la o las audiencias públicas, por un plazo de treinta días.

5.
Vencido dicho plazo se consultará a la comunidad, por medio de una nueva audiencia pública, y al consejo económico y social comunal, en sesión convocada especialmente para este efecto. En dicha sesión deberá presentarse un informe que sintetice las Observaciones recibidas.

6.
Los interesados podrán formular, por escrito, las Observaciones fundadas que estimen convenientes acerca del proyecto hasta quince días después de la audiencia pública a que se refiere el número anterior.

El lugar y plazo de exposición del proyecto y el lugar, fecha y hora de las audiencias públicas deberán comunicarse previamente por medio de dos avisos publicados, en semanas distintas, en algún diario de los de mayor circulación en la comuna o mediante avisos radiales o en la forma de comunicación masiva más adecuada o habitual en la comuna.

Cumplidos los trámites anteriores, el alcalde deberá presentar el proyecto para la aprobación del consejo comunal, junto con las Observaciones que hayan hecho llegar los interesados, en un plazo no inferior a quince ni superior a treinta días, contado desde la audiencia pública indicada en el N° 5.

El consejo deberá pronunciarse sobre las proposiciones que contenga el proyecto de plan regulador, analizando las Observaciones recibidas y adoptando acuerdos respecto de cada una de las materias impugnadas. En caso de que aprobare modificaciones, deberá cautelar que éstas no impliquen nuevos gravámenes o afectaciones desconocidas por la comunidad. No podrá, en todo caso, pronunciarse sobre materias o disposiciones no contenidas en el aludido proyecto, salvo que el proyecto modificado se exponga nuevamente conforme a lo dispuesto en el inciso segundo.

El proyecto aprobado será remitido, con todos sus antecedentes, a la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva. Dicha secretaría ministerial dentro del plazo de sesenta días, contado desde su recepción, revisará el proyecto y emitirá un informe sobre sus aspectos técnicos.

Si la comuna está normada por un plan regulador metropolitano o intercomunal, el informe de la secretaría regional ministerial será remitido directamente al municipio, junto con el proyecto y sus antecedentes, con copia al gobierno regional. Si el informe es favorable, el proyecto de plan regulador será promulgado por decreto alcaldicio.

Si el proyecto no se ajustare al plan regulador metropolitano o intercomunal, la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá emitir un informe negativo y lo remitirá, conjuntamente con el proyecto y sus antecedentes, al municipio, el cual podrá modificar el proyecto para concordarlo con el plan regulador metropolitano o intercomunal o insistir en su proyecto. En este último caso remitirá el proyecto, con todos los antecedentes, incluido el informe negativo de la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo, al gobierno regional para que éste se pronuncie sobre los aspectos objetados.

Si no existiera un plan regulador metropolitano o intercomunal que incluya el territorio comunal, el informe de la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo será remitido, junto con el proyecto y sus antecedentes, al gobierno regional para su aprobación por el consejo regional, con copia al municipio.

El pronunciamiento del consejo regional se hará sobre la base del informe técnico de la secretaría regional ministerial. Si el informe fuere desfavorable, el consejo sólo podrá aprobar el proyecto mediante acuerdo fundado.

Aprobado el proyecto de plan regulador en la forma establecida en los tres incisos anteriores, será promulgado por resolución del intendente.

Los actos administrativos que promulguen la aprobación o modificación de un instrumento de planificación territorial deberán publicarse en el Diario Oficial, junto con la respectiva ordenanza. Los planos y la ordenanza correspondiente se archivarán en los Conservadores de Bienes Raíces respectivos, en la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en la Secretaría Regional del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respectiva y en las municipalidades correspondientes.

La Ordenanza General contemplará normas relativas a los “conjuntos armónicos de edificación”, en base a los cuales se podrá autorizar excepciones a la Ordenanza Local del Plan Regulador Comunal.

Los Planos Reguladores Comunales deberían ser evaluados al menos cada 5 años y actualizados si fuera necesario.

Mediante la dictación de un decreto alcaldicio, se podrá fijar el texto refundido de la Memoria, Ordenanza Local, y Planos que contengan las modificaciones, planes secciónales o enmiendas realizadas al Plan Regulador Comunal.
Actual Artículo 43. El procedimiento para la elaboración y aprobación de los planes reguladores comunales se regirá por lo dispuesto en los incisos siguientes.

El proyecto de plan regulador comunal será preparado por la municipalidad respectiva. Elaborado el proyecto, el consejo comunal, antes de iniciar su discusión, deberá:

1.
Informar a los vecinos, especialmente a los afectados, acerca de las principales características del instrumento de planificación propuesto y de sus efectos, lo que se hará de acuerdo con lo que señale la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

2.
Realizar una o más audiencias públicas en los barrios o sectores más afectados para exponer el proyecto a la comunidad, en la forma indicada en la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.

3.
Consultar la opinión del consejo económico y social comunal, en sesión citada expresamente para este efecto.

4.
Exponer el proyecto a la comunidad, con posterioridad a la o las audiencias públicas, por un plazo de treinta días.

5.
Vencido dicho plazo se consultará a la comunidad, por medio de una nueva audiencia pública, y al consejo económico y social comunal, en sesión convocada especialmente para este efecto. En dicha sesión deberá presentarse un informe que sintetice las Observaciones recibidas.

6.
Los interesados podrán formular, por escrito, las Observaciones fundadas que estimen convenientes acerca del proyecto hasta quince días después de la audiencia pública a que se refiere el número anterior.

El lugar y plazo de exposición del proyecto y el lugar, fecha y hora de las audiencias públicas deberán comunicarse previamente por medio de dos avisos publicados, en semanas distintas, en algún diario de los de mayor circulación en la comuna o mediante avisos radiales o en la forma de comunicación masiva más adecuada o habitual en la comuna.

Cumplidos los trámites anteriores, el alcalde deberá presentar el proyecto para la aprobación del consejo comunal, junto con las Observaciones que hayan hecho llegar los interesados, en un plazo no inferior a quince ni superior a treinta días, contado desde la audiencia pública indicada en el N° 5.

El consejo deberá pronunciarse sobre las proposiciones que contenga el proyecto de plan regulador, analizando las Observaciones recibidas y adoptando acuerdos respecto de cada una de las materias impugnadas. En caso de que aprobare modificaciones, deberá cautelar que éstas no impliquen nuevos gravámenes o afectaciones desconocidas por la comunidad. No podrá, en todo caso, pronunciarse sobre materias o disposiciones no contenidas en el aludido proyecto, salvo que el proyecto modificado se exponga nuevamente conforme a lo dispuesto en el inciso segundo.

El proyecto aprobado será remitido, con todos sus antecedentes, a la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva. Dicha secretaría ministerial dentro del plazo de sesenta días, contado desde su recepción, revisará el proyecto y emitirá un informe sobre sus aspectos técnicos.

Si la comuna está normada por un plan regulador metropolitano o intercomunal, el informe de la secretaría regional ministerial será remitido directamente al municipio, junto con el proyecto y sus antecedentes, con copia al gobierno regional. Si el informe es favorable, el proyecto de plan regulador o de plan seccional será promulgado por decreto alcaldicio.

Si el proyecto no se ajustare al plan regulador metropolitano o intercomunal, la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá emitir un informe negativo y lo remitirá, conjuntamente con el proyecto y sus antecedentes, al municipio, el cual podrá modificar el proyecto para concordarlo con el plan regulador metropolitano o intercomunal o insistir en su proyecto. En este último caso remitirá el proyecto, con todos los antecedentes, incluido el informe negativo de la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo, al gobierno regional para que éste se pronuncie sobre los aspectos objetados.

Si no existiera un plan regulador metropolitano o intercomunal que incluya el territorio comunal, el informe de la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo será remitido, junto con el proyecto y sus antecedentes, al gobierno regional para su aprobación por el consejo regional, con copia al municipio.

El pronunciamiento del consejo regional se hará sobre la base del informe técnico de la secretaría regional ministerial. Si el informe fuere desfavorable, el consejo sólo podrá aprobar el proyecto mediante acuerdo fundado.

Aprobado el proyecto de plan regulador en la forma establecida en los tres incisos anteriores, será promulgado por resolución del intendente.

Los actos administrativos que promulguen la aprobación o modificación de un instrumento de planificación territorial deberán publicarse en el Diario Oficial, junto con la respectiva ordenanza. Los planos y la ordenanza correspondiente se archivarán en los Conservadores de Bienes Raíces respectivos, en la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en la secretaría regional del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respectiva y en las municipalidades correspondientes.
La Ordenanza General contemplará normas relativas a los “conjuntos armónicos de edificación”, en base a los cuales se podrá autorizar excepciones a la Ordenanza Local del Plan Regulador Comunal.

Observaciones: Las condiciones de participación ciudadana no resguardan el derecho de la propiedad debiéndose buscarse un mecanismo vinculante y plebiscitario. Para llegar a una participación en el desarrollo de la Comuna se debe determinar desde el principio un trabajo en conjunto con los habitantes, según los principios de la Agenda 21 y los convenios internacionales suscritos por el país.

Artículo 43 Bis.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 28º Bis B, cuando se requiera efectuar modificaciones a los Planes Reguladores Comunales referidas sólo a una zona y a algunas de las materias que a continuación se indican, éstas se materializarán mediante la elaboración de Planes Seccionales, cuyo procedimiento de aprobación será el que se señala en el presente artículo.

Las materias de los Planes Reguladores Comunales que podrán ser modificadas a través de Planes Seccionales serán las siguientes:

1)
Reformular, formular o precisar normas urbanísticas consultadas por el Plan Regulador Comunal, de acuerdo a los parámetros que determine la Ordenanza General de esta Ley. Para modificar o establecer usos de suelo, los usos que se incorporen o modifiquen tendrán que estar permitidos en alguna de las zonas colindantes al área que se modifica.

2)
Desafectar la calidad de bienes nacionales de uso público.

3) 
Incorporar o precisar usos de suelo y normas urbanísticas del subsuelo urbano.

4) 
Aumentar o disminuir, mediante estudios fundados, áreas afectas a riesgo o protección ambiental señaladas en los instrumentos de mayor jerarquía.

5) 
Formular o modificar disposiciones relativas a las edificaciones que comuniquen inmuebles que se enfrenten en ambos costados sobre una vía pública y relativas a las edificaciones que comuniquen inmuebles de distintos propietarios en subterráneos o sobre el nivel natural de terrenos.

6) 
Declarar Zonas o Inmuebles de Conservación Histórica y reconocer las Zonas Típicas y Monumentos Históricos, con sus respectivas normas urbanísticas especiales. 

Los Planes Seccionales no podrán sobrepasar el 20% de la superficie del territorio normado durante la vigencia del Plan Regulador Comunal, pudiendo ejecutarse por una sola vez o en forma sucesiva en el tiempo.

El Plan Regulador Comunal podrá establecer las siguientes condiciones para la elaboración de Planes Seccionales: 

a)
Áreas geográficas o zonas no modificables mediante el procedimiento establecido para los Planes Seccionales.

b)
Porcentaje máximo de la superficie del territorio comunal que podrá modificarse mediante Plan Seccional, que no podrá ser superior al porcentaje señalado en el inciso anterior.

El Plan Seccional será elaborado por la municipalidad respectiva y propuesto al Concejo Municipal por el Alcalde, con informe del Asesor Urbanista señalando los fundamentos técnicos correspondientes, y se aprobará conforme al siguiente procedimiento:

1)
Informar a los vecinos afectados acerca de las principales características del Plan Seccional propuesto y de sus efectos. Deberá además incluir la fecha, lugar y plazos de exposición del proyecto, lo que se hará de acuerdo con lo que señale la Ordenanza General.

2)
Realizar una o más audiencias públicas en los barrios o sectores más afectados para exponer el proyecto a la comunidad, en la forma indicada en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.

3)
Exponer el proyecto a la comunidad por un plazo de treinta días, con posterioridad a la o las audiencias públicas, y entrega de los antecedentes a las personas que lo requieran, a su costa.

4) 
Los interesados podrán formular por escrito, las Observaciones fundadas que estimen convenientes acerca del proyecto hasta quince días después de la exposición a que se refiere el número anterior.

5)
El Consejo Municipal, previo informe técnico que deberá elaborar el Asesor Urbanista, deberá pronunciarse fundadamente respecto de cada una de las Observaciones o proposiciones formuladas por los interesados, pudiendo sólo rechazar o aceptar dichas propuestas u Observaciones. Lo resuelto por el Consejo a su respecto deberá ser comunicado a los interesados por el Asesor Urbanista mediante carta certificada.

6) 
El proyecto aprobado en forma preliminar será remitido, con todos sus antecedentes, a la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva. Dicha Secretaría Ministerial dentro del plazo de treinta días, contado desde su recepción, revisará el proyecto y emitirá un informe sobre sus aspectos técnicos, debiendo cautelar que el Plan Seccional se ajuste al Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, al Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, y a las condiciones establecidas al respecto en el Plan Regulador Comunal. En el evento que la Secretaría Ministerial no se pronuncie en dicho plazo se entenderá que no tiene Observaciones al proyecto de Plan Seccional. 

Si el proyecto no se ajustare al Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, al Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, y a las condiciones establecidas al respecto en el Plan Regulador Comunal, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá emitir un informe negativo y lo remitirá, conjuntamente con el proyecto y sus antecedentes, al municipio, el cual podrá modificar el proyecto para concordarlo con el Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, con el Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, y con las condiciones establecidas al respecto en el Plan Regulador Comunal. 

7 Si el Plan Regulador Comunal hubiese fijado previamente las condiciones para la elaboración de Planes Seccionales, como asimismo en los casos contemplados en el inciso sexto del artículo 43, la aprobación definitiva del Plan Seccional corresponderá al Consejo Municipal y la dictación del respectivo decreto alcaldicio. En caso contrario, la aprobación definitiva corresponderá al Consejo Regional y será promulgado por resolución del intendente. 

En el evento de que el informe de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo fuere negativo, el municipio podrá insistir en su proyecto. En este último caso remitirá el proyecto, con todos los antecedentes, incluido el informe negativo de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, al Gobierno Regional para que éste se pronuncie sobre los aspectos objetados. En este caso, el pronunciamiento del Consejo Regional se hará sobre la base del informe técnico de la Secretaría Regional Ministerial. El Consejo sólo podrá aprobar el proyecto mediante acuerdo fundado. Aprobado el proyecto de Plan Seccional en la forma establecida en este inciso, será promulgado por resolución del intendente.

8)
El decreto alcaldicio o la resolución del intendente, según corresponda, deberá ser publicado en el Diario Oficial, con las disposiciones contempladas en el respectivo instrumento.

Se mantendrán a disposición de cualquier interesado los antecedentes que conformen el proyecto de Plan Seccional en las instancias anteriores a su aprobación y los que finalmente fueren aprobados. Los planos y la ordenanza correspondiente se archivarán conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 28 Bis B.”

Observaciones: Toda modificación de los Planes Regulares deben ser sometidos a una real participación ciudadana ya que estos planes determinarán nuevos gravámenes a la propiedad y por lo tanto deben ser sometidos al mismo régimen de aprobación del Plan Regulador y sin condiciones excepcionales como en el N° 7 del mismo articulo.

Articulo 45: Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 43º Bis, las municipalidades podrán aprobar enmiendas a los Planes Reguladores Comunales cuando se trate de las materias que se indican a continuación, en cuyo caso regirá el procedimiento que se señala en el inciso siguiente:

1)
Localización del equipamiento básico en los barrios o sectores.

2)
Disposiciones varias relativas a las condiciones de edificación y urbanización dentro de los márgenes que establezca la Ordenanza General de esta Ley.

3)
Adecuaciones originadas por modificaciones a la presente Ley, su Ordenanza General o los instrumentos de nivel superior de acuerdo a los parámetros que establezca la Ordenanza General.

El proyecto de enmienda será elaborado por la municipalidad respectiva y propuesto al Concejo Municipal por el Alcalde, con informe del Asesor Urbanista señalando los fundamentos técnicos correspondientes, y se aprobarán conforme al siguiente procedimiento:

a)
Información a los vecinos afectados acerca de las principales características del proyecto de enmienda y sus efectos. Deberá, además, incluir la fecha y lugar de exposición del proyecto, lo que se hará de acuerdo con lo que señale la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

b)
Exposición al público del proyecto de enmienda y entrega de los antecedentes a las personas que lo requieran, a su costa, durante un plazo no inferior a veinte días.

c)
Posibilidad para que cualquier persona pueda formular, por escrito, las Observaciones e indicaciones que estime convenientes respecto del proyecto expuesto, desde el inicio de la exposición hasta quince días después de su fecha de término.

d)
Pronunciamiento fundado, por el Concejo Municipal, previo informe técnico del Asesor Urbanista, respecto de cada una de las Observaciones o proposiciones formuladas por los interesados. Lo resuelto por el Concejo a su respecto deberá ser comunicado a los interesados por el Asesor Urbanista mediante carta certificada.

e)
El proyecto de enmienda aprobado será remitido, con todos sus antecedentes, a la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva. Dicha secretaría ministerial dentro del plazo de quince días, contado desde su recepción, revisará el proyecto y emitirá un informe sobre sus aspectos técnicos, debiendo cautelar que la enmienda se ajuste al Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, al Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, según sea el caso, si los hubiere. En el evento que no se pronuncie en dicho plazo, se entenderá que no tiene Observaciones al proyecto de enmienda.

f)
Aprobación definitiva del proyecto de enmienda por el Concejo Municipal y dictación del decreto alcaldicio respectivo el cual deberá ser publicado en el Diario Oficial, con las disposiciones contempladas en la enmienda. 

Las enmiendas gozarán de un procedimiento expedito de aprobación, sin requerir informes favorables o aprobaciones de otros organismo públicos.

Los planos y la ordenanza correspondiente se archivarán conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 28 Bis B.”.

Actual Artículo 45. Las modificaciones al Plan Regulador Comunal se sujetarán, en lo pertinente, al mismo procedimiento señalado en el inciso primero del artículo 43.

Sin embargo, respecto de las enmiendas que incidan en las materias que se indican a continuación, las municipalidades podrán omitir el trámite previsto en la letra c) del inciso primero del artículo 43, y, en tal caso, las publicaciones que dispone la letra d) se entenderán referidas al acuerdo del Consejo de Desarrollo Comunal:

1. Localización del equipamiento vecinal en los barrios o sectores;

2. Vialidad interna, dentro de los nuevos proyectos cuyos trazados no alteren los consultados en el Plano Regulador Comunal o Intercomunal, y 

3. Disposiciones varias relativas a las condiciones de edificación y urbanización dentro de los márgenes que establezca la Ordenanza General de esta ley.
Estas modificaciones no podrán ser contrarias a los preceptos de este cuerpo legal y sus reglamentos. 

Observaciones: El Proyecto de enmiendas es una modificación al Plan Regulador por lo que se debe someter al mismo régimen de aprobación del Plan Regulador. En las enmiendas en áreas rurales o áreas o proyectos condicionados se deberá consultar en a Ministerio de Agricultura.
Artículo 46º. Para fijar normas de diseño urbano a un sector determinado de la comuna, las municipalidades, mediante Planes de Diseño Urbano, podrán establecer normas generales o específicas de diseño para las edificaciones, como para el espacio público que enfrentan, cuando se trate de sectores de interés comunal. 

Las normas de diseño urbano podrán definir disposiciones sobre el diseño arquitectónico de las edificaciones y del espacio público y los elementos que lo componen, conforme a lo establecido por la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

En los casos en que los Planes de Diseño Urbano establezcan normas que afecten la propiedad privada serán aprobados de acuerdo al procedimiento de Plan Seccional contemplado en el artículo 43º Bis de esta Ley.

Cuando los Planes de Diseño Urbano sólo establezcan normas de diseño para el espacio público serán aprobados de acuerdo al procedimiento de enmienda contemplado en el artículo 45º de esta Ley.”. 

Actual Artículo 46º. En los casos en que, para la aplicación del Plan Regulador Comunal, se requiera de estudios más detallados, ellos se harán mediante Planos Seccionales, en que se fijarán con exactitud los trazados y anchos de calles, zonificación detallada, las áreas de construcción obligatoria, de remodelación, conjuntos armónicos, terrenos afectados por expropiaciones, etc.

En las comunas en que no exista Plan Regulador podrán estudiarse Planes Seccionales, los que se aprobarán conforme a lo prescrito en el inciso primero del artículo 43 

La confección de Planos Seccionales tendrá carácter obligatorio en las comunas de más de 50.000 habitantes que cuenten con Asesor Urbanista, para los efectos de fijar las líneas oficiales de edificación, y lo será también en aquellas que califique especialmente la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, por sus condiciones topográficas, o por urgencia en materializar determinadas obras públicas o expropiaciones.

Observaciones: Toda modificación de los Planes Regulares debe ser sometida a una real participación ciudadana ya que estos determinarán nuevos gravámenes a la propiedad y por lo tanto deben ser sometidos al mismo régimen de aprobación del Plan Regulador.

No se define él termino Planes de Diseño ni normas de diseño para el espacio publico ni tampoco se considera al Consejo de Monumentos Nacionales en caso de áreas de patrimonio histórico.

Artículo 47. A solicitud de una Municipalidad, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, podrá encargarse de la elaboración del Plan Regulador Comunal el que deberá enviar a la Municipalidad correspondiente para efectos de su aprobación de acuerdo al artículo 43 de esta Ley.
Actual Artículo 47º. Deberán contar con el Plan Regulador Comunal:

a)
las comunas que estén sujetas a Planificación Urbana-Regional o Urbana-Intercomunal;

b)
todos aquellos centros poblados de una comuna que tengan una población de 7.000 habitantes o más;

c)
aquellos centros poblados de una comuna que sean afectados por una destrucción total o parcial, y

d)
aquellos centros poblados de una comuna que la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva disponga mediante resolución. La referida Secretaría Regional Ministerial podrá encargarse de la confección del Plan, debiendo, en todo caso, enviarlo a la municipalidad correspondiente para su tramitación de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso primero del artículo 43.

Actual Artículo 48º. Las Municipalidades confeccionarán o reactualizarán su Plan Regulador Comunal dentro de los plazos que fijare la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, debiendo someterlo a su aprobación para los efectos de su vigencia. Si las Municipalidades no cumplieran con esta obligación dentro del plazo fijado, la Secretaría Regional Ministerial respectiva lo hará por cuenta de ellas. En este caso, la Municipalidad respectiva deberá modificar el presupuesto municipal para el año siguiente, creando la partida con cargo a cualquier ítem variable del mismo presupuesto, para atender el gasto correspondiente. Si así no lo hiciere, el Intendente Regional dispondrá la modificación que corresponda del presupuesto municipal. 

Actual Artículo 49º. Las Municipalidades con obligación de tener Plan Regulador Comunal podrán designar una comisión, con representación municipal y particular, para asesorar en su estudio y coordinar su programación y realización. Los cargos de la comisión serán ad honorem y, además, voluntarios para los particulares. Asimismo, las Municipalidades podrán solicitar la designación de funcionarios de la Administración Pública para que integren esta comisión asesora.

Actual Artículo 50º. En casos especiales de proyectos de los Servicios Regionales o Metropolitano de Vivienda y Urbanización, éstos podrán proponer al Ministerio de la Vivienda y Urbanismo a través de la respectiva Secretaría Regional, las modificaciones a los Planes Reguladores que estimen necesario. El Ministerio aprobará dichas modificaciones previo informe de la Municipalidad respectiva, la que deberá evacuarlo en el plazo de 30 días. Vencido este plazo, el Ministerio podrá resolver, aunque no se haya emitido dicho informe.

Actual Artículo 51º. Los trazados de los Planes Reguladores Comunales se realizarán por el municipio mediante;

a)
las expropiaciones derivadas de la declaración de utilidad pública contenida en el artículo 59º;

b)
las adquisiciones hechas en licitación pública o compra directa por la Municipalidad, de acuerdo con su Ley Orgánica. En el caso de compra directa, el precio no podrá exceder de la tasación respectiva que efectúe la Dirección de Obras Municipales. Para estas adquisiciones, no regirá lo dispuesto en el artículo 49º de la Ley Nº 17.235, y

c)
las cesiones de terrenos que se urbanicen, de acuerdo con las disposiciones de la presente ley y sus Ordenanzas, que se destinen a calles, avenidas, plazas, espacios públicos y otros fines.

Párrafo 1: De la fijación de límite urbano.

Actual Artículo 52º. -
Se entenderá por límite urbano, para los efectos de la presente ley y de la Ley Orgánica de Municipalidades, la línea imaginaria que delimita las áreas urbanas y de extensión urbana que conforman los centros poblados, diferenciándolos del resto del área comunal.

Actual Artículo 53°. La fijación de límites urbanos de los centros poblados que no cuenten con Plan Regulador y sus modificaciones, se sujetarán a la misma tramitación señalada en el inciso primero del artículo 43, debiendo recabarse, además, informe de la Secretaría Regional Ministerial de Agricultura, organismo que deberá emitirlo dentro del plazo de 15 días, contado desde que le sea requerido por la municipalidad. Vencido dicho plazo, se tendrá por evacuado sin Observaciones.

Actual Artículo 54º. -En las ciudades en que se aprobare un plan regulador el límite urbano fijado por éste reemplazará automáticamente al límite urbano anterior.

Cuando se amplíe el límite urbano de un Plan Regulador, se definirá simultáneamente el uso del suelo, que corresponda a los terrenos que se incorporen al área urbana.

Párrafo 2: De las Areas Urbanas Condicionadas.

Actual Artículo 55º. Fuera de los límites urbanos establecidos en los Planes Reguladores no será permitido abrir calles, subdividir para formar poblaciones, ni levantar construcciones, salvo aquellas que fueren necesarias para la explotación agrícola del inmueble, o para las viviendas del propietario del mismo y sus trabajadores O PARA LA CONSTRUCCION DE CONJUNTOS HABITACIONALES DE VIVIENDAS DE HASTA UN VALOR DE 1.000 UNIDADES DE FOMENTO, QUE CUENTEN CON LOS REQUISITOS PARA OBTENER EL SUBSIDIO DEL ESTADO.

Corresponderá a la Secretaría Regional de la Vivienda y Urbanismo respectiva cautelar que las subdivisiones y construcciones en terrenos rurales, con fines ajenos a la agricultura, no originen nuevos núcleos urbanos al margen de la planificación urbana-regional.

Con dicho objeto, cuando sea necesario subdividir y urbanizar terrenos rurales para complementar alguna actividad industrial con viviendas, dotar de equipamiento a algún sector rural, o habilitar un balneario o campamento turístico, O PARA LA CONSTRUCCION DE CONJUNTOS HABITACIONALES DE VIVIENDAS SOCIALES O DE VIVIENDAS DE HASTA UN VALOR DE 1.000 UNIDADES DE FOMENTO, QUE CUENTEN CON LOS REQUISITOS PARA OBTENER EL SUBSIDIO DEL ESTADO la autorización que otorgue la Secretaría Regional del Ministerio de Agricultura requerirá del informe previo favorable de la Secretaría Regional del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo. Este informe señalará el grado de urbanización que deberá tener esa división predial, CONFORME A LO QUE ESTABLEZCA LA ORDENANZA GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES 

Igualmente, las construcciones industriales, de equipamiento, turismo y poblaciones, fuera de los límites urbanos, requerirán, previamente a la aprobación correspondiente de la Dirección de Obras Municipales, del informe favorable de la Secretaría Regional del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo y del Servicio Agrícola que correspondan. (letra en mayúscula corresponde al texto modificado en Enero 2003).

Artículo 55º. Se entenderá por Área Urbana Condicionada aquella que establece vinculaciones directas entre la planificación de los usos del suelo urbano y la materialización de compensaciones urbanísticas y obras de mitigación que resuelvan los impactos sobre los sistemas de transporte y el medioambiente, asegurando con ello la debida integración de nuevas áreas urbanas.

La formación de Áreas Urbanas Condicionadas se realizarán mediante “Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado” y/o “Áreas de Extensión Urbana Condicionada”. 

Se entenderá por Área de Desarrollo Urbano Condicionado a un instrumento de planificación urbanística de iniciativa privada, orientado a la regulación y desarrollo integral de una nueva área urbana mediante compensaciones y mitigaciones que la hagan autosuficiente en cuanto a infraestructura, equipamiento y servicios en relación con la población y actividades que se emplacen en ella. Las condiciones para la localización, planificación y desarrollo de estas áreas estarán definidas previamente por un Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, un Regulador Intercomunal o Regulador Metropolitano, de conformidad a lo establecido en esta Ley.

Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 41º y 52º de esta Ley, se entenderá que toda nueva área urbana referida al inciso anterior quedará delimitada por un límite urbano, constituido por el perímetro del área consultada en el Área de Desarrollo Urbano Condicionado una vez que sea aprobada.

Se entenderá por Área de Extensión Urbana Condicionada a aquella área de extensión urbana definida por el Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano en la cual sólo podrán emplazarse Proyectos Urbanos Condicionados. Los Proyectos Urbanos Condicionados se definen como proyectos de construcción en el cual se ejecutan simultáneamente la urbanización y la edificación, y que deben mitigar los impactos negativos que se generen en el territorio.”

OBSERVACIONES: Las Áreas Urbanas Condicionadas son nuevos núcleos urbanos conformados por la planificación estatal o privada. Se llaman Áreas de Extensión Urbana Condicionada las definidas por el Estado en Planos Intercomunales y Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado las gestadas por instrumentos de planificación privada. No se establece en este artículo, los criterios urbanísticos que usará el Estado para seleccionar en el territorio intercomunal no urbano y como se localizarán en el territorio las áreas de Extensión Urbana Condicionada. Toda Área Urbana Condicionada debe establecer una relación directa entre uso del suelo y la mitigación de los impactos de transporte y medio ambiente Si se considera el principio de igualdad ante la ley en todo territorio de extensión urbana se puede proponer un Área de Desarrollo Urbano Condicionado el que se crea por un instrumento de iniciativa privada llamado el Plan Regulador de Área Condicionada y el Estado se encarga de fiscalizar y cautelar el bien social y proteger el bien común, impidiéndose el trafico de influencias a nivel municipal como a nivel ministerial, que gestaría el Área de Extensión Urbana Condicionada.

Nuevo Artículo 55º Bis. El Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, o el Regulador Intercomunal o Metropolitano, según sea el caso, establecerán las siguientes condiciones para las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado:

a)
Superficie mínima del área, la que no podrá ser inferior a 100 hectáreas.

b)
Porcentaje mínimo de viviendas económicas de hasta un valor de 1000 unidades de fomento, cuyo valor será determinado aplicando el mismo procedimiento establecido en el D.L. Nº2.552 de 1979, para ser adquiridas con aplicación del subsidio habitacional, y un porcentaje mínimo de viviendas calificadas sociales de acuerdo al D.L. 2.552 de 1979, las que podrán ser incrementadas hasta en un 30% de su valor, estén o no acogidas a Régimen de Copropiedad Inmobiliaria.

Con todo, dicho porcentaje no podrá ser inferior al 20% del total de las viviendas proyectadas en el Área de Desarrollo Urbano Condicionado, debiendo incluir en dicho porcentaje a lo menos un 5% del total de las viviendas proyectadas en el Área de Desarrollo Urbano Condicionado destinadas a viviendas sociales.

c)
Porcentaje mínimo de su superficie que se deberá destinar a actividades generadoras de empleo, cuyo uso de suelo deberá corresponder a actividades productivas y/o equipamiento de comercio o servicios.

d)
Porcentajes mínimos de superficies destinadas a equipamientos de salud, educación, seguridad y áreas verdes para parques de uso público.

Con todo, dicho porcentaje no podrá ser inferior al 10% del Área de Desarrollo Urbano Condicionado.

e)
Rangos de densidades promedio de estas áreas.

Los interesados que presenten proyectos de Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado deberán cumplir con los siguientes requisitos: 

1)
Ser propietarios de los predios en que se emplazará el proyecto o de no serlo, contar con su consentimiento expreso.

2)
Cumplir con las condiciones de las zonas de restricción y reserva, de protección del patrimonio cultural, de las zonas protegidas por otras leyes y con las condiciones de acceso a los bienes nacionales de uso público establecidas en los instrumentos de planificación urbanística y con las condiciones establecidas para estas áreas por los Planes Regionales de Desarrollo Urbanístico o Reguladores Intercomunales o Metropolitano, según corresponda, y con las demás disposiciones establecidas por otras Leyes y sus reglamentos y disposiciones administrativas que las ejecuten, la presente Ley y su Ordenanza General.

3)
Cumplir con los porcentajes mínimos de superficies destinadas a equipamientos de salud, educación, seguridad y áreas verdes para parques de uso público que se establezcan en el Plan Regional de Desarrollo Urbanístico o en el Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, según corresponda; los cuales deberán construirse en la respectiva etapa definida en el Plan Maestro de Desarrollo Urbano Condicionado, de conformidad a los estándares que establezca la Ordenanza General. La obligación establecida en este numeral no podrá ser imputada a las exigencias de cesiones establecidas en el artículo 70º de esta Ley para cada uno de los proyectos que posteriormente se materialicen en estas áreas. 

4)
Cumplir con los porcentajes mínimos de viviendas económicas y sociales que establezca el Plan Regional de Desarrollo Urbanístico o el Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, según corresponda. Estas viviendas deberán ser construidas en las diversas etapas de desarrollo del área, de conformidad al plan de inversiones que se determine en el Plan Maestro de Desarrollo Urbano.

5)
Proveer a los usuarios, en forma directa o a través de terceros, de la infraestructura necesaria y la dotación de los servicios básicos de agua potable, energía, evacuación y tratamiento de aguas servidas y sistema de aguas lluvias, y recolección y disposición de residuos sólidos domiciliarios y de los sistemas de transporte factibles, de conformidad a los proyectos previamente aprobados por los organismos competentes.

6)
Mitigar, cuando corresponda, los impactos negativos que se generen sobre el medio ambiente, de acuerdo a lo dispuesto por la Ley Nº 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente, y sobre el sistema de transporte y la infraestructura en los territorios localizados fuera del Área de Desarrollo Urbano Condicionado.

Tratándose de aquellos impactos negativos que recaigan sobre el sistema de transporte y la infraestructura de territorios localizados fuera de las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado, dicha mitigación se realizará de acuerdo a las normas establecidas en el artículo 55º Bis E de esta Ley, en la Ordenanza General y en las reglamentaciones que establezcan los organismos públicos de acuerdo a sus competencias legales. 

7)
Ejecutar las obras de conexión con la infraestructura vial, de acuerdo al Decreto con Fuerza de Ley Nº 850, del año 1997, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Caminos.

8)
Establecer una zona de baja intensidad urbana al interior de la nueva área urbana que se constituye con el límite del área rural cuando ésta esté destinada a la producción agrícola, de acuerdo a los parámetros que establezca la Ordenanza General.

Observaciones: Las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado se caracterizan por tener una superficie de 100 HA., un 15% de viviendas económicas de 1000 UF, un 5% de viviendas sociales. Solo un 10% de ocupación en total para actividades generadoras de empleo, equipamientos de salud, educación, áreas verdes, un porcentaje insuficiente a un área de esta naturaleza. Estos porcentajes de actividades de servicio y equipamiento se dejan a la responsabilidad del Plan Regional. Se debe considerar que hoy son muy pocas las regiones que cuentan con este plan por lo que estos equipamientos deben ser normados de acuerdo a standard internacionales. Respecto a la mitigación que debe cumplir el área las condiciones establecidas son insuficientes para internalizar las externalidades negativas originadas en el crecimiento de la ciudad, en los impactos sociales, económicos y ambientales. No se consideran además en la planificación del territorio, las áreas interfaces o el espacio entre áreas, esencial para evitar las conurbaciones. Como estas áreas no contemplan espacios suficientes de generación de empleo, serán áreas residenciales, por lo que impactarán al medio ambiente por sus viajes y traslados a sectores de comercio y trabajo. Por lo tanto deberán mitigar a la ciudad por su formación en un mayor porcentaje de áreas verdes por habitante independiente de que la urbanización de terrenos deberán ceder además gratuita y obligatoriamente para circulación, áreas verdes, para desarrollo de actividades deportivas y recreacionales, y para equipamiento, y seguridad pública las superficies que señale la Ordenanza General.

Nuevo Artículo 55º Bis A. La propuesta del Área de Desarrollo Urbano Condicionado, deberá ser previamente aprobada por el Concejo Municipal en cuyo territorio se emplace la propuesta, el que se pronunciará sobre la base de un Plan Maestro de Desarrollo Urbano preliminar de la respectiva Área de Desarrollo Urbano Condicionado, con el contenido mínimo que para estos efectos se establecen en la presente Ley. Asimismo, las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado que se emplacen en zonas declaradas en los instrumentos de planificación urbanística como de uso preferente agrícola, se requerirá el informe previo de la Secretaría Regional Ministerial de Agricultura.

El Concejo Municipal se pronunciará en un plazo máximo de 90 días, previo informe técnico que deberá elaborar el Asesor Urbanista o, en caso de no existir, del Director de Obras Municipales, conjuntamente con el informe elaborado por la Secretaría Regional Ministerial de Agricultura.

Posteriormente, los interesados deberán presentar a la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva un Plan Maestro de Desarrollo Urbano del Área de Desarrollo Urbano Condicionado.

El Plan Maestro de Desarrollo Urbano estará compuesto de los siguientes documentos que constituirán un solo cuerpo legal:

1)
Una Memoria, que contendrá la propuesta de desarrollo e incluirá la definición del sistema de vialidad pública y áreas verdes públicas y de factibilidad de macroinfraestructura del área y un Plan de Inversiones que defina la ejecución de las diversas etapas de desarrollo de las destinaciones de equipamientos y de los porcentajes de viviendas económicas y de viviendas sociales establecidos en el respectivo instrumento de planificación urbanística de conformidad con lo señalado en el artículo 55 Bis de esta Ley. Los parámetros para la determinación de dichas etapas será definido en la Ordenanza General.

El plan de inversiones deberá contener una programación de ejecución de las obras de macroinfraestructura, equipamientos y viviendas para cada etapa del proyecto del Área de Desarrollo Urbano Condicionado y una programación de ejecución de las obras asociadas a las distintas etapas de conformidad a lo señalado en el artículo 55º Bis E de esta Ley. 

2)
Un Estudio o Declaración de Impacto Ambiental de acuerdo a la Ley Nº19.300.

3)
Un Estudio Estratégico de Impacto sobre el Sistema de Transporte e Infraestructura elaborado de conformidad al artículo 55º Bis E de esta Ley.

4)
Un Estudio Estratégico de Impacto sobre el Sistema de Evacuación de Aguas Lluvias y Cauces, cuya metodología será establecida en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones mediante decreto firmado por el Ministro de Vivienda Y Urbanismo y el Ministro de Obras Públicas.

5)
Una Ordenanza, que contendrá las disposiciones relativas a:

a)
Descripción del límite del Área de Desarrollo Urbano Condicionado,

b)
Las condiciones para la ocupación del territorio y/o a la zonificación de las diversas actividades que se desarrollen en él, incluido el subsuelo, los estacionamientos, el equipamiento, las áreas verdes públicas y demás disposiciones aplicables a las construcciones y al espacio urbano que determine la Ordenanza General,

c)
Los usos de suelo, las normas urbanísticas y demás aspectos urbanísticos aplicables a las zonas o subzonas del territorio,

d)
Condiciones para la ocupación o zonificación de las áreas de riesgo y de protección, cuando existan estudios fundados y,

e)
Jerarquización de la infraestructura vial estructurante y su relación con las vías expresas y troncales definidas en la planificación urbanística intercomunal.

6)
Los planos, que expresen gráficamente las disposiciones del plan. Asimismo, en los planos se deberá individualizar los terrenos que den cumplimiento a los porcentajes mínimos de superficies destinadas a equipamientos de salud, educación, seguridad y áreas verdes para parques de uso público que haya establecido el Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, Regulador Intercomunal o Metropolitano, según sea el caso.

La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva verificará el cumplimiento de las condiciones de esta Ley y de los instrumentos de planificación urbanística, debiendo informar al Concejo Municipal sobre su conformidad respecto del proyecto de Área de Desarrollo Urbano Condicionado en un plazo máximo de 150 días. En el evento que no se pronuncie en dicho plazo, el proyecto de Área de Desarrollo Urbano Condicionado se entenderá que no tiene Observaciones. 

La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá requerir en forma previa a su pronunciamiento el informe de los demás organismos públicos competentes o la aprobación de los estudios correspondientes, los que deberán pronunciarse en un plazo máximo de 120 días, de acuerdo al procedimiento que establezca la Ordenanza General de esta Ley. En el evento que algún organismo no se pronuncie en el plazo establecido, se entenderá que dicho organismo no tiene Observaciones al Proyecto de Área de Desarrollo Urbano Condicionado o que aprueba el estudio respectivo según corresponda. Las discrepancias entre la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo y los demás organismos regionales competentes, serán resueltas por el Intendente Regional, y de su resolución se dejará constancia en el informe que emita la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo.

El Área de Desarrollo Urbano Condicionado será aprobada por acuerdo del Concejo Municipal. En el caso de que el Concejo rechace el proyecto de Área de Desarrollo Urbano Condicionado, dentro del plazo de 10 días desde que se le notifique, el interesado podrá recurrir al Consejo Regional, que deberá emitir su resolución en un plazo no superior a 60 días.

La resolución del Concejo Municipal o la del Consejo Regional, según sea el caso, que autoriza el Área de Desarrollo Urbano Condicionado caducará si al cabo de un año no se presentare la solicitud para el permiso municipal del proyecto de loteo de alguna de sus etapas, o si al cabo de dos años no se presenta la solicitud para el permiso de edificación respectivo de alguna de sus etapas e inicio de faenas de mitigación e infraestructuras propias del proyecto. La aprobación del Área de Desarrollo Urbano Condicionado será promulgada por decreto alcaldicio o resolución del Intendente una vez otorgado el permiso de construcción de alguna de las etapas. A partir de ese momento las normas contenidas en los Planes Maestros de las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado, pasarán automáticamente a formar parte del Plan Regulador Comunal respectivo y por lo tanto sus modificaciones se regirán de acuerdo a las disposiciones contempladas por esta Ley para las modificaciones de los Planes Reguladores Comunales.

Si en el tiempo que medie entre el acuerdo del Concejo Municipal o Consejo Regional y la incorporación de las normas al Plan Regulador Comunal, mediante decreto alcaldicio o resolución del Intendente, fuese necesario introducir modificaciones al Área de Desarrollo Urbano Condicionado, éstas deberán ser aprobadas por el mismo órgano que haya dado la aprobación, previo informe técnico de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo quien consultará a los órganos públicos que estime corresponda, en los mismos plazos establecidos en los incisos quinto y sexto del presente artículo. 

Observaciones: Excesiva flexibilidad en el concepto de Plan Maestro de Desarrollo Urbano tanto en permitir la existencia de varios planes en el proceso de revisión, como en retirar la participación activa de los organismos y ministerios calificados en los temas agrícolas y geográficos.

“ Se pronunciara sobre la base de un Plan Maestro de Desarrollo Urbano preliminar” Esto significa que este plan puede ser modificado y no es el único lo cual se confirma con “posteriormente, los interesados deberán presentar a la Secretaria Regional Ministerial y Urbanismo respectiva un Plan Maestro de Desarrollo Urbano del Área de Desarrollo Condicionado debiendo decir, el mismo plano aprobado por el Consejo Comunal.

“Las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado que se emplacen en zonas declaradas en los instrumentos de planificación urbanística como de uso preferente agrícola, se requerirá el informe previo de la Secretaría Regional Ministerial de Agricultura”. Debería decir requerirán el permiso de la Secretaria Ministerial de Agricultura y la autorización el Servicio Agrícola y Ganadero para su desafectación.

“d) Condiciones para la ocupación o zonificación de las áreas de riesgo y de protección, cuando existan estudios fundados”. Las áreas de riesgo y de protección no deben ser ocupadas ya que se clasificaron así por sus condiciones geográficas, ambientales, etc.

“El Área de Desarrollo Urbano Condicionado será aprobada por acuerdo del Consejo Municipal. En el caso de que el Consejo rechace el proyecto de Área de Desarrollo Urbano Condicionado, dentro del plazo de 10 días desde que se le notifique, el interesado podrá recurrir al Consejo Regional, que deberá emitir su resolución en un plazo no superior a 60 días.”

Por el impacto de estas áreas que modifican al plan regulador metropolitano o intercomunal y por lo tanto al Plan Regional, su aprobación debe además someterse al Consejo Regional encargado por ley de cautelar la armonía del territorio.

El Plan Maestro de Desarrollo Urbano se debería entender como el Plan Regulador de Desarrollo Urbano del Área Condicionado de tal forma que las condiciones quedaran establecidas y reguladas por ley.

Nuevo Artículo 55º Bis B. Los interesados que presenten Proyectos Urbanos Condicionados deberán cumplir con los siguientes requisitos:

1)
Emplazarse dentro de los límites de las áreas de extensión urbana condicionada definida en el Plan Regulador Intercomunal o Plan Regulador Metropolitano, según sea el caso.

2)
Ceder los terrenos de conformidad con el artículo 70º de esta Ley, de acuerdo a los parámetros que establezca la Ordenanza General, y construcción de las obras respectivas. 

3)
 Cumplir con las condiciones establecidas por el Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, según sea el caso, con las condiciones de las zonas de restricción y reserva y de las áreas de uso preferente agrícola que se definan en dichos instrumentos de planificación urbanística, con las disposiciones de las zonas protegidas por otras leyes, con las condiciones de acceso a los bienes nacionales de uso público y con las demás disposiciones de la presente Ley y su Ordenanza. 

4)
Proveer a los usuarios, en forma directa o a través de terceros, de la infraestructura necesaria para la dotación de los sistemas de transporte factibles y la dotación de los servicios básicos de agua potable, energía, evacuación y tratamiento de aguas servidas y sistema de aguas lluvias, y recolección y disposición de residuos sólidos domiciliarios, de conformidad a los proyectos previamente aprobados por los organismos competentes.

5)
Mitigar, cuando corresponda, los impactos negativos que se generen sobre el medio ambiente, de acuerdo a lo dispuesto por la Ley Nº 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente y sobre el sistema de transporte y la infraestructura en los territorios localizados fuera del Proyecto Urbano Condicionado.

Tratándose de aquellos impactos negativos que recaigan sobre el sistema de transporte y la infraestructura de territorios localizados fuera del Proyecto Urbano Condicionado, las mitigaciones deberán realizarse de acuerdo a las normas establecidas en el artículo 55º Bis E de esta Ley, en la Ordenanza General y en las reglamentaciones que establezcan los organismos públicos competentes de acuerdo a sus competencias legales.

Observaciones: Se considera que las Áreas de Extensión Urbana Condicionada no deben existir por desigualdad ante la ley por lo que, los Proyectos Urbanos Condicionados no tendrían razón de existir ya que se localizan solamente en estas áreas. Analizando solo el texto en sí mismo se establecen situaciones confusas y vagas como los siguientes términos:

“Proveer a los usuarios en forma directa o a través de terceros “ en vez de decir, Obligación de urbanizar con la dotación de servicios de agua potable, energía, evacuación y tratamiento de aguas servidas y sistemas de aguas lluvias y recolección y disposición de residuos sólidos domiciliarios y además dotar de sistemas de transporte masivo.
El término “mitigar, cuando corresponda, los impactos negativos” en vez de decir someterse a una evaluación de impacto ambiental, que establece todas las compensaciones y mitigaciones en el sistema de transporte y en la infraestructura y con las áreas adyacentes.

Nuevo Artículo 55º Bis C. Previo al ingreso a la Dirección de Obras Municipales, los Proyectos Urbanos Condicionados deberán contar con la aprobación del Estudio Estratégico de Impacto sobre el Sistema de Transporte e Infraestructura correspondiente elaborado de conformidad al artículo 55º Bis E de esta Ley. El permiso de edificación será otorgado por el Director de Obras Municipales respectivo, si la propuesta cumple los requisitos establecidos en la presente Ley, su Ordenanza General y por el Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano según corresponda. 

El Proyecto Urbano Condicionado, sólo podrá estar emplazado en el territorio de una comuna y pasará automáticamente a formar parte del Plan Regulador Comunal respectivo al momento de la recepción definitiva de las obras de construcción.

Nuevo Artículo 55º Bis D. Los proyectos de construcción que se desarrollen en las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado y en los Proyectos Urbanos Condicionados deberán contar con permiso de edificación y urbanización según corresponda y deberán cumplir con las obligaciones establecidas en el artículo 70º de la presente Ley y demás obligaciones de todo urbanizador. En casos calificados, y previa certificación del organismo competente, las exigencias de infraestructura y provisión de servicios básicos de dichos proyectos podrán cumplirse utilizando excedentes de la capacidad existente, siempre que éstos no estuvieren previstos para otros fines.

Los Municipios podrán suscribir convenios con los urbanizadores de Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado a fin que éstos asuman temporalmente la mantención de los espacios públicos y la dotación de servicios en los mismos.

El cumplimiento de las condiciones establecidas para las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado se materializará o garantizará por los interesados en la medida que se desarrollen sus diferentes etapas de acuerdo a las normas que establezca la Ordenanza General de esta Ley.

Asimismo, no podrán otorgarse permisos de edificación de una nueva etapa del Área de Desarrollo Urbano Condicionado si no se hubiere cumplido con la ejecución de las obras de equipamientos y viviendas establecidas en el Plan de Inversiones definido en el inciso cuarto del artículo 55 Bis A.

Los antecedentes completos que componen los proyectos de Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado y de Proyectos Urbanos Condicionados, al momento de presentarse para su aprobación y hasta que estos se materialicen, estarán disponibles para consulta de cualquier interesado.

Entre los antecedentes señalados en el inciso anterior se incluyen la totalidad de los pronunciamientos de las autoridades públicas involucradas en el proceso de aprobación, tanto del proyecto original como respecto de sus etapas y modificaciones.

Observaciones: Se establece una permisibilidad de cumplir con las exigencias básicas y provisión de infraestructura con el argumento de utilizar la capacidad existente con lo cual el Estado o Gobierno Regional asume las externalidades negativas del proyectos. ”En casos calificados, y previa certificación del organismo competente, las exigencias de infraestructura y provisión de servicios básicos de dichos proyectos podrán cumplirse utilizando excedentes de la capacidad existente, siempre que éstos no estuvieren previstos para otros fines.

En el tema de las áreas verdes el privado debe asumir su costo de mantención y no que el municipio termine afrontándola “Los Municipios podrán suscribir convenios con los urbanizadores de Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado a fin que éstos asuman temporalmente la mantención de los espacios públicos y la dotación de servicios en los mismos.”

Nuevo Artículo 55º Bis E. Las mitigaciones de los impactos que generen las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado y los Proyectos Urbanos Condicionados en el sistema de transporte e infraestructura, se determinarán de acuerdo a un Estudio Estratégico de Impacto sobre el Sistema de Transporte e Infraestructura, elaborado sobre la base de una metodología única y uniforme que considerará el número total de viviendas, estrato socioeconómico, localización del proyecto, metros cuadrados construidos por vivienda, valor del suelo, distancia del proyecto respecto de los centros urbanos consolidados, superficies destinadas a la actividad económica industrial, comercial y servicios.

La metodología a que se refiere el inciso anterior, deberá ser definida mediante un Reglamento dictado en conjunto por los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones, de Obras Públicas, de Vivienda y Urbanismo y de Planificación y Cooperación, dentro de 90 días después de la fecha de su publicación de la presente Ley en el Diario Oficial.

A través del Estudio Estratégico de Impacto Sobre el Sistema de Transporte e Infraestructura se definirá el plan de mitigaciones que identificará las obras de desarrollo asociadas a las distintas etapas del proyecto, determinando las soluciones de infraestructura vial y gestión de transporte asociadas al Área de Desarrollo Urbano Condicionado o al Proyecto Urbano Condicionado.

El Estudio Estratégico de Impacto sobre el Sistema de Transporte e Infraestructura deberá ser aprobado por la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones respectiva, la cual deberá remitirlo previamente a la Secretaría Regional Ministerial de Obras Públicas para su revisión e informe favorable.

Los interesados que presenten proyectos para el desarrollo de Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado y Proyectos Urbanos Condicionados deberán ejecutar a su costa y sobre la base de un proyecto aprobado por la Secretaría Regional Ministerial de Transporte y Telecomunicaciones, la Secretaría Regional Ministerial de Obras Públicas respectiva o el organismo público competente, según corresponda, las soluciones de infraestructura y gestión de transporte, priorizadas en el plan de mitigaciones. Las obras que ejecuten los interesados deberán estar terminadas y aprobadas por la autoridad competente antes de la recepción definitiva del proyecto o de alguna de sus etapas, según corresponda. 

Como requisito para la recepción definitiva de los proyectos contemplados en las etapas del Plan Maestro de Desarrollo de las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado, como asimismo de los Proyectos Urbano Condicionado emplazados en las Áreas de Extensión Urbana Condicionada, la Dirección de Obras Municipales deberá exigir al interesado la presentación de un certificado emitido por la Secretaría Regional Ministerial de Transporte y Telecomunicaciones respectiva en que conste que han sido materializadas las obras establecidas en el plan de mitigaciones correspondiente a dicha etapa o al respectivo proyecto, en su caso.

De las Construcciones y Subdivisiones en el Área Rural.

Nuevo Artículo 56º. En el área rural no será permitido abrir calles, subdividir para formar poblaciones ni levantar construcciones, con excepción de las contenidas en el presente artículo. Las autorizaciones para las subdivisiones y construcciones, que se podrán efectuar en el área rural, se sujetarán a las disposiciones establecidas en este artículo y en los instrumentos de planificación urbanística. La Ordenanza General de esta Ley, detallará las condiciones y características generales que deberán cumplir los anteproyectos, proyectos y obras de construcción, así como los procedimientos, estándares técnicos, escalas y requisitos mínimos de urbanización que se exigirá en cada caso, según las situaciones que se indican a continuación:

1. 
Las subdivisiones que se ejecuten en éstas áreas se sujetarán a las siguientes disposiciones:

1.1. Cuando los predios resultantes tengan una superficie igual o superior a 2 hectáreas, requerirán del archivo del plano correspondiente en la Dirección de Obras Municipales y en el Conservador de Bienes Raíces.

1.2. La superficie predial mínima establecida en el numeral 1.1. anterior no será aplicable en los siguientes casos, siempre que se dé cumplimiento a las condiciones mínimas de urbanización que establezca la Ordenanza General:

a)
Las que efectúe el Servicio Agrícola y Ganadero para asignar o enajenar tierras provenientes del proceso de Reforma Agraria;

b)
Las que realice el Ministerio de Bienes Nacionales para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz o para otorgar títulos de dominio de acuerdo a las normas legales que rigen tales procesos;

c)
Las que se realicen con el objeto de anexar al predio vecino la porción segregada, siempre que la superficie que conserve el dueño del predio que se divide no sea inferior a 2 hectáreas;

d)
Las necesarias para construir tranques acumuladores o reguladores o para habilitar y poner en funcionamiento pozos profundos; 

e)
Las que ejecute el Ministerio de Obras Públicas para el cumplimiento de sus fines propios;

f)
Las que se lleven a cabo para transferir terrenos al Fisco, a las municipalidades y a los Gobiernos Regionales;

g)
Las que se efectúen para transferir a organizaciones comunitarias, deportivas y 

h)
Las necesarias para acogerse en forma individual al subsidio habitacional rural. 

El límite establecido en el inciso primero, será aplicable a la liquidación de sucesiones hereditarias.


Cuando se cumplan las condiciones señaladas en el presente numeral, sólo se requerirá del archivo del plano correspondiente en la Dirección de Obras Municipales respectiva y en el Conservador de Bienes raíces correspondiente.

1.3. Cuando producto de una subdivisión se genere un predio resultante inferior a 2 hectáreas, dicha subdivisión será autorizada por la Dirección de Obras Municipales respectiva e inscrita en el Conservador de Bienes Raíces. Su superficie mínima, localización y demás condiciones se regularán por las disposiciones de la Ordenanza General y de los instrumentos de planificación urbanística respectivos y deberá aprobarse con el propósito de destinar el predio resultante, inferior a 2 hectáreas, a alguno de los siguientes usos o actividades que se señalan en el presente numeral:

a)
Viviendas sociales destinadas a complementar actividades agrícolas, ganaderas, forestales, pesqueras y mineras, que no originen nuevas áreas urbanas y se ajusten a las normas de la Ordenanza General y a las del instrumento de planificación urbanístico respectivo;

b)
Para dotar al área rural de equipamiento o infraestructura, siempre que ellas no constituyan fuentes contaminantes;

c)
Actividades productivas o extractivas y complementarias de ellas, siempre que ellas no constituyan fuentes contaminantes o de efectos adversos significativos y medibles para la agricultura, y

d)
Otras construcciones e instalaciones que se contemplen en el instrumento de planificación urbanístico.

Toda subdivisión que se autorice en conformidad con el presente numeral habilitará al peticionario para realizar la construcción en el predio resultante que se autorice.

2. Las construcciones que se ejecuten en el área rural sin mediar la subdivisión del predio, se sujetarán a las siguientes disposiciones y deberán ser autorizadas por la Dirección de Obras Municipales, con excepción de aquéllas incluidas en los incisos cuarto y quinto del Artículo 116º de la presente Ley y deberán estar destinadas a los siguientes usos y requisitos:

a)
Viviendas para el propietario del predio, las que no podrán ocupar una superficie superior al 5% del los mismo;

b)
Viviendas sociales para sus trabajadores;

c)
Construcciones necesarias para complementar la explotación agrícola, ganadera, forestal, pesquera y minera de los predios;

d)
Construcciones para establecer agroindustrias u otras actividades conexas o complementarias de la agricultura;

e)
Construcciones e instalaciones con fines turísticos no habitacionales, entendiendo por éstos aquellos que permiten a los visitantes el acceso a las áreas rurales y al paisaje natural;

f)
Construcciones para dotar al área rural de equipamiento e infraestructura, siempre que ellas no constituyan fuentes contaminantes para la agricultura, y 

g)
Otras construcciones e instalaciones que se contemplen en el instrumento de planificación urbano territorial.

Las construcciones señaladas en los literales d), e), f) y g) precedentes, que se emplacen en Áreas de Uso Preferente Agrícola establecidas en los instrumentos de planificación urbanístico, como asimismo cuando estas construcciones se emplacen en áreas rurales no reguladas por un instrumento de planificación urbanístico, deberán contar con un informe previo del Secretario Regional Ministerial de Agricultura, el que deberá pronunciarse en un plazo de 30 días hábiles desde la presentación de la solicitud. En caso que no se pronuncie en dicho plazo, el informe se entenderá por evacuado y el Director de Obras Municipales podrá otorgar la autorización.

OBSERVACIONES: En el texto se permite las subdivisiones de menos de 2 hectáreas y no se presentan nuevas regulaciones por lo que no se entiende la razón de derogar el decreto ley N°3516 de 1980 sobre división de Predios Rústicos.

Actual Artículo 56. En las áreas rurales, se prohíbe a los dueños de predios colindantes con los caminos públicos nacionales, definidos por la Ley de Caminos, ocupar las franjas de 35 metros, medidas a cada lado de los cierros actuales o los que se ejecuten en variantes o caminos nuevos nacionales, con construcciones que en el futuro perjudiquen su ensanche. 

La apertura de nuevos caminos o calles que desemboquen en los caminos de carácter nacional o regional, requerirán autorización de la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas, previo informe de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, cuando ellos incidan en las áreas de los Planes Reguladores Intercomunales.

Nuevo Artículo 56º Bis. En las áreas rurales, se prohíbe a los propietarios de predios colindantes con caminos públicos nacionales, ejecutar edificaciones en las franjas que establece el Decreto con Fuerza de Ley Nº 850 de 1997, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Caminos, así como en los accesos a bienes nacionales de uso público, que establezcan los instrumentos de planificación urbanística.

La apertura de nuevos caminos o calles que desemboquen en los caminos públicos de carácter nacional o regional, requerirá autorización de la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas, previo informe de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, cuando ellos incidan en las áreas de los Planes Reguladores Intercomunales.

Actual Artículo 57. El uso del suelo urbano en las áreas urbanas se regirá por lo dispuesto en los Planes Reguladores, y las construcciones que se levanten en los terrenos serán concordantes con dicho propósito. 

Actual Artículo 58. Igualmente, el otorgamiento de patentes municipales será concordante con dicho uso del suelo. Las patentes, no regidas por normas especiales diversas, requerirán el informe previo favorable de la Dirección de Obras Municipales. El otorgamiento de patentes que vulneren el uso del suelo establecido en la Planificación urbana acarreará la caducidad automática de éstas, y será causal de destitución del funcionario o autoridad municipal que las hubiere otorgado.

Actual Artículo 59. ( LEY 19939 Art. 1º Nº 1 D.O. 13.02.2004)

Declárense de utilidad pública, por los plazos que se indican en los incisos siguientes, los terrenos localizados en áreas urbanas y de extensión urbana consultados en los planes reguladores comunales e intercomunales destinados a vías expresas, troncales, colectoras, locales y de servicio y parques intercomunales y comunales, incluidos sus ensanches. Vencidos dichos plazos, caducará automáticamente la declaratoria de utilidad pública y todos sus efectos. 

Las nuevas normas urbanísticas aplicables a dichas áreas deberán ser fijadas dentro del plazo de seis meses, contado desde la caducidad de la declaratoria, por la municipalidad respectiva, mediante decreto alcaldicio, previo informe de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, asimilándolas a las de la zona predominante de las adyacentes al terreno.

Los plazos de caducidad para las declaratorias de utilidad pública de los terrenos ubicados en el área urbana, según su destino, serán de diez años para las vías expresas, y de cinco años para las vías troncales y colectoras y los parques intercomunales y comunales.

El plazo de caducidad de las declaratorias de utilidad pública de los terrenos ubicados en áreas de extensión urbana, cualquiera sea su destino, será de diez años, pudiendo prorrogarse por una vez por igual lapso.

El plazo establecido para las declaratorias de utilidad pública de los terrenos ubicados en el área urbana destinados a vías troncales y colectoras y a parques intercomunales, podrá ser prorrogado, por una sola vez, por igual período. La prórroga se tramitará conforme al procedimiento establecido para la modificación del respectivo instrumento de planificación territorial.

En los terrenos afectos a la declaración de utilidad pública y, mientras se procede a su expropiación o adquisición, no se podrá aumentar el volumen de las construcciones existentes a la fecha de aprobación del respectivo plan regulador, en la parte del inmueble que esté afecta a dicha declaratoria si ésta fuere parcial.

Caducada la declaratoria de utilidad pública, el inmueble afectado no podrá ser declarado nuevamente afecto a utilidad pública para los mismos usos incluidos en una declaratoria anterior, a menos que el acto expropiatorio se dicte dentro del plazo de sesenta días contado desde la fecha de entrada en vigencia de la nueva declaratoria. Expirado dicho plazo, caducará automáticamente la declaratoria de utilidad pública.

Los planes reguladores no podrán declarar de utilidad pública terrenos ubicados en áreas rurales.

Lo dispuesto en los incisos precedentes no afectará ni se aplicará en modo alguno a los procesos de expropiación autorizados en otras normas legales.

Actual Artículo 60. El Plan Regulador señalará los terrenos que por su especial naturaleza y ubicación no sean edificables. Estos terrenos no podrán subdividirse y sólo se aceptará en ellos la ubicación de actividades transitorias, manteniéndose las características rústicas del predio. Entre ellos se incluirán, cuando corresponda, las áreas de restricción de los aeropuertos.

Igualmente, el Plan Regulador señalará los inmuebles o zonas de conservación histórica, en cuyo caso edificios existentes no podrán ser demolidos o refaccionados sin previa autorización de la Secretaría Regional de Vivienda y Urbanismo correspondiente. 

Actual Artículo 61. El cambio de uso del suelo se tramitará como modificación del Plan Regulador correspondiente.

La desafectación de bienes nacionales de uso público se tramitará, por consiguiente, como una modificación del Plan Regulador. El decreto de desafectación dispondrá, además, la inscripción de dominio del predio a nombre del Servicio Metropolitano o Regional de Vivienda y Urbanización que corresponda. 

Actual Artículo 62. -( LEY 19744 10.08.2001) Los terrenos cuyo uso no se conformare con los instrumentos de planificación territorial correspondientes, se entenderán congelados. En consecuencia, no podrá aumentarse en ellos el volumen de construcción existente para dicho uso de suelo. Sin embargo, los aumentos que tengan por objeto preciso mitigar los impactos ambientales adversos que provocare su actividad productiva no estarán afectos a dicho congelamiento, como, asimismo, las obras destinadas a mejorar la calidad de su arquitectura, de sus estructuras y de sus instalaciones, incluidas aquéllas que tengan un sentido estético que contribuya a mejorar su aspecto.

Las industrias mal ubicadas, que causen molestias o daños al vecindario, deberán trasladarse dentro del plazo que les señale la Municipalidad, previo informe del Departamento de Higiene Ambiental del Servicio Nacional de Salud y de la Secretaría Regional. Correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Este plazo no será inferior a un año.

Actual Artículo 63. La fusión de dos o más terrenos en uno solo tendrá un beneficio de mayor densidad, a través de aumentar el coeficiente de constructibilidad del predio en un 30%. Cuando resulten terrenos de 2.500 m2. o más, podrán acogerse a los beneficios que otorga el concepto de "Conjunto Armónico". 

Actual Artículo 64. En las áreas urbanas, los bienes nacionales de uso público que correspondan a terrenos de playa o riberas de mar, de ríos y de lagos navegables, se usarán en concordancia con lo dispuesto en el Plan Regulador y su Ordenanza Local. Las concesiones que la Dirección del Litoral otorgare sobre ellos requerirán el informe previo favorable de la Dirección de Obras Municipales respectiva. 

CAPÍTULO V De la Subdivisión y la Urbanización del Suelo.

Actual Artículo 65. El proceso de subdivisión y urbanización del suelo comprende tres casos:

a)
subdivisión de terrenos, sin que se requiera la ejecución de obras de urbanización, por ser suficientes las existentes;

b)
loteos de terrenos, condicionados a la ejecución de obras de urbanización, incluyendo como tales la apertura de calles y formación de nuevos barrios o poblaciones;


c)
urbanización de loteos existentes, cuyas obras de infraestructura sanitaria y energética y de pavimentación no fueren realizadas oportunamente.

El proceso de transferencia de los terrenos estará sujeto a que el propietario de los mismos cumpla con los requisitos que se determinan en el Párrafo 4°, Capítulo II, del Título III de esta Ley, y en su Ordenanza General.

Actual Artículo 66. La formación de nuevas poblaciones, barrios, grupos o conjuntos habitacionales deberá respetar las disposiciones de esta Ley y su Ordenanza General, y del Plan Regulador y Ordenanza Local, en cuanto al uso del suelo, trazados viales, densidades, superficie mínima predial, coeficientes de constructibilidad y demás disposiciones de carácter urbanístico.

Actual Artículo 67. Los proyectos de subdivisión, loteos o urbanización de terrenos deberán ajustarse estrictamente a los trazados y normas que consulte el Plan Regulador y deberán llevar la firma del profesional competente de acuerdo con la ley N° 7.211 y la Ordenanza General. 

Actual Artículo 69º.Todo plano aprobado de subdivisión, loteo o urbanización pasará automáticamente a ser parte del Plan Regulador de la Comuna.

Nuevo Artículo 69º. Los terrenos destinados a espacios públicos consultados en los proyectos de loteo, subdivisión o urbanización pasarán automáticamente a ser parte del Plan Regulador Comunal al cursarse la recepción definitiva de las obras de urbanización.”.

Artículo 70º. En toda urbanización de terrenos se cederá gratuita y obligatoriamente para circulación, áreas verdes, desarrollo de actividades deportivas y recreacionales, y para equipamiento, y seguridad pública las superficies que señale la Ordenanza General, las que no podrán exceder del 44% de la superficie total del terreno original. Si el instrumento de planificación territorial correspondiente contemplare áreas verdes de uso público o fajas de vialidad en el terreno respectivo, las cesiones se materializarán preferentemente en ellas. La municipalidad podrá permutar o enajenar los terrenos recibidos para equipamiento, con el objeto de instalar las obras correspondientes en una ubicación y espacio más adecuados.

Sin perjuicio de lo anterior, se podrá compensar el equivalente de los terrenos destinados a seguridad pública, con aportes para la construcción y equipamiento policial a favor de Carabineros de Chile, cuyo emplazamiento definitivo será determinado por la Subsecretaría de Carabineros de Chile sobre la base del Estudio de Despliegue Operativo desarrollado por la referida institución policial.

La exigencia establecida en el inciso anterior será aplicada proporcionalmente en relación con la intensidad de utilización del suelo que establezca el correspondiente instrumento de planificación territorial, bajo las condiciones que determine la Ordenanza General de esta ley, la que fijará, asimismo, los parámetros que se aplicarán para las cesiones cuando se produzca crecimiento urbano por densificación.

Actual Artículo 70. - En toda urbanización de terrenos se cederá gratuita y obligatoriamente para circulación, áreas verdes, desarrollo de actividades deportivas y recreacionales, y para equipamiento, las superficies que señale la Ordenanza General, las que no podrán exceder del 44% de la superficie total del terreno original. Si el instrumento de planificación territorial correspondiente contemplare áreas verdes de uso público o fajas de vialidad en el terreno respectivo, las cesiones se materializarán preferentemente en ellas. La municipalidad podrá permutar o enajenar los terrenos recibidos para equipamiento, con el objeto de instalar las obras correspondientes en una ubicación y espacio más adecuados.

La exigencia establecida en el inciso anterior será aplicada proporcionalmente en relación con la intensidad de utilización del suelo que establezca el correspondiente instrumento de planificación territorial, bajo las condiciones que determine la Ordenanza General de esta ley, la que fijará, asimismo, los parámetros que se aplicarán para las cesiones cuando se produzca crecimiento urbano por densificación.
Artículo 2º. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha de publicación de la presente Ley, proceda a fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.

Artículo 3º. Deróganse los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 6º y 8º del Decreto Ley N° 3.516 de 1980 Sobre División de Predios Rústicos.

Artículo 4º. - El Servicio Agrícola Ganadero deberá remitir a la Dirección de Obras Municipales respectiva, la información respecto de las subdivisiones efectuadas de conformidad al Decreto Ley N° 3.516 de 1980 de cada comuna.

Asimismo, los Conservadores de Bienes Raíces respectivos remitirán al Director de Obras Municipales de la comuna que corresponda, en un plazo máximo de 6 meses contados desde la fecha de entrada en vigencia de la presente Ley, una nómina de las propiedades registradas con subdivisiones practicadas al amparo del citado Decreto Ley, desde su entrada en vigencia hasta que se requirió la visación del Servicio Agrícola y Ganadero, indicando rol, número y fecha de inscripción. En caso que, dentro del mismo plazo, el municipio requiera adicionalmente copia de los planos respectivos, éstos se entregarán previo pago del equivalente al 50% del arancel respectivo. 

Las prohibiciones de cambiar su destino estipuladas en las escrituras de compraventa a que se refiere el penúltimo inciso del artículo 1º del Decreto Ley N° 3.516 de 1980, se entenderán levantadas de pleno derecho a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley, siendo aplicables a esos predios lo dispuesto en él articulo 5º de esta ley.

Artículo 5º. -Las subdivisiones o construcciones de predios rústicos o parcelas provenientes de divisiones acogidas al Decreto Ley N° 3.516, de 1980, cuya superficie sea inferior a dos hectáreas, se sujetarán a las disposiciones contenidas en el artículo 56º y 56º Bis de la presente Ley.

Artículo 6º. - Derógase el artículo 46º de la Ley N° 18.755, Orgánica del Servicio Agrícola Ganadero. 

Artículos transitorios

Artículo primero transitorio.- Los instrumentos de planificación urbanística que estuvieren vigentes a la fecha de entrada en vigencia de esta Ley, seguirán rigiendo en todo lo que no la contradigan y las disposiciones de ésta se entenderán incorporadas en ellos. 

Artículo segundo transitorio.- Para el desarrollo de Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado en territorios en que no existan Plan Regional de Desarrollo Urbanístico o Regulador Intercomunal o Metropolitano, según sea el caso, o que existiendo a la fecha de publicación de esta Ley no hayan establecido las condiciones para su desarrollo que establece el artículo 55º Bis del Decreto con Fuerza de Ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, el Gobierno Regional respectivo mediante resolución, deberá determinar, previo informe favorable de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, las condiciones a que se refiere el inciso primero del citado artículo 55º Bis.

Los interesados que presenten proyectos de Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado deberán cumplir con las condiciones de las zonas de restricción y reserva y de las áreas de uso preferente agrícola que indiquen los organismos públicos competentes, con las disposiciones de las zonas protegidas por otras leyes, y con la totalidad de las condiciones establecidas en los numerales 3 y 4, que para estos efectos las definirá el Gobierno Regional de conformidad a lo preceptuado en el inciso anterior, y con las establecidas en los numerales 1, 2, 5, 6, 7 y 8, todos del inciso segundo del artículo 55º Bis de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. 

La aprobación del proyecto de Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado se someterá al procedimiento establecido en el artículo 55º Bis A) de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

Artículo tercero transitorio. - Durante el plazo de 5 años, contados desde la fecha de publicación de esta Ley, para el desarrollo de Proyectos Urbanos Condicionados en territorios en que no existan Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, según sea el caso, o que existiendo a la fecha de publicación de esta Ley no hayan establecido las condiciones que establece el artículo 55º Bis B del Decreto con Fuerza de Ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, el Gobierno Regional respectivo, deberá determinar mediante resolución, previo informe favorable de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, las condiciones a que se refiere el citado artículo 55º Bis B y establecer la distancia máxima a las áreas urbanas y superficie mínima y máxima de estos proyectos. Dichas superficies no podrán ser inferiores a 5 hectáreas ni superiores a 50 hectáreas. Con todo cuando se trate de Proyectos Urbanos Condicionados destinados a viviendas sociales, la superficie mínima será de 5 hectáreas.

Los interesados que presenten Proyectos Urbanos Condicionados deberán cumplir con las condiciones de las zonas de restricción y reserva y de las áreas de uso preferente agrícola que indiquen los organismos públicos competentes, con las disposiciones de las zonas protegidas por otras leyes y con la totalidad de las condiciones establecidas en el numeral 2, 4, 5 y 6, todos del artículo 55º Bis B de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. 

Cumplido lo anterior, la aprobación del Proyecto Urbano Condicionado se someterá al procedimiento establecido en el artículo 55º Bis C) de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

Artículo cuarto transitorio.- Las normas sobre superficie mínima de subdivisión y de porcentaje máximo de ocupación para fines habitacionales establecidas en el nuevo Artículo 56º de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, no se aplicarán a las subdivisiones de predios agrícolas efectuadas en conformidad con el decreto Ley N° 3.516, de 1980, con anterioridad a la publicación de esta Ley y cuyos planos se encuentren, a esa fecha, archivados en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente. 

Artículo quinto transitorio.- Las “Proyectos con Desarrollo Urbano Condicionado” y “Zonas Urbanizables con Desarrollo Condicionado” establecidas respectivamente en los artículo 8.3.2.4. y 3.3.6. del Plan Regulador Metropolitano de Santiago se asimilarán para todos los efectos legales a las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado establecidas en artículo 55º de la presente Ley, manteniendo los requisitos y condiciones establecidas en el instrumento de planificación territorial con las cuales fue aprobado. 

Artículo sexto transitorio.- La presente Ley entrará en vigencia 90 días después de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, período en el cual la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones deberá adecuarse a las disposiciones de esta Ley.”.

Dios guarde a V.E.,

RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República

JAIME RAVINET DE LA FUENTE, Ministro de Vivienda y Urbanismo

JAVIER ETCHEBERRY CELHAY, Ministro de Obras Públicas

JOSE MIGUEL INSULZA SALINAS, Ministro del Interior

JAIME CAMPOS QUIROGA, Ministro de Agricultura
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